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Con anterioridad a las elecciones nacionales que tuvieron lugar en 
octubre de 2007, se comenzó a utilizar de manera creciente los tér-
minos “diálogo social” y “acuerdo social”, entendidos como una he-
rramienta política necesaria para los próximos años en la Argentina. 
Sin embargo, con el paso de los meses, no se observa en el horizonte 
cercano la posibilidad de alcanzar un acuerdo social. Este artículo 
comienza introduciendo el concepto y la relevancia del diálogo so-
cial y revisa la literatura que analiza los pactos o acuerdos sociales en 
Europa y otros países particulares. Luego de identificar los factores 
que dieron lugar a la creación y a las características principales de 
los pactos sociales, destaca los cambios políticos, sociales y económi-
cos que generaron cambios en su contenido, y las principales ame-
nazas enfrentadas por los mismos. Finalmente, luego de analizar el 
caso particular de Irlanda, se extraen algunas conclusiones, basadas 
en la evidencia empírica, que deberían ser tenidas en cuenta para 
la implementación de un acuerdo social real en la Argentina que 
garantice el desarrollo sostenido.

Palabras clave: diálogo social – desarrollo sostenido – sociedad civil – con-
senso  

Before national elections took place in October 2007, the terms 
“social dialogue” and “social pact” acquired increasing importance,  
as they were understood as necessary political tools for the coming 
years in Argentina.  However, at present, the possibility of signing 
a social pact is still far away.  This article starts introducing the 
concept and relevance of social dialogue, and reviews the literature 
that analyzes social pacts in Europe and in other particular 
countries. After identifying the main factors that explain the rise 
of social pacts, and highlighting their principal characteristics, 
this work points out the economic, political and social events that 
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modified their content, and the major threats that they face. Finally, 
after analysing the particular case of Ireland, this article arrives 
to some conclusions regarding the necessary conditions for the 
implementation of a real social pact in Argentina, which guarantees 
a sustained development.

Keywords: social dialogue – sustained development – civil society – 
consensus

El bien común en la sociedad posmoderna: propuestas para la           
acción político-económica
Stefano Zamagni

La noción de ‘bien común’ atraviesa en la actualidad una crisis en 
su conceptualización y aplicación. El profesor Stefano Zamagni, ca-
tedrático de la Universidad de Bolonia, se acerca en este artículo a 
las distintas aplicaciones prácticas de tal categoría en las sociedades 
modernas. Su exposición se orienta alrededor de tres conceptos: 
persona, democracia y fraternidad. Así, en primer lugar, analiza la 
posibilidad de un ethos social común en un mundo ‘post seculariza-
do’ basado en el valor de la persona. En segundo lugar, considera 
la necesidad de un cambio de una democracia representativa a una 
deliberativa para intentar recrear el principio del bien común en la 
esfera pública. Por último, reflexiona sobre formas de fraternidad 
civil en el mundo económico. 

Palabras clave: bien común – persona – democracia deliberativa – ethos 
social común – fraternidad – microfinanzas

The notion of ‘common good’ is currently going through a crisis in 
its conceptualization and implementation. Stefano Zamagni, pro-
fessor at the University of Bologna, comes close in this article to the 
various practical applications of this category in modern societies. 
His article is geared around three concepts: person, democracy and 
fraternity. In the first place, he analyzes the possibility of a shared 
social ethos in a ‘post secularized’ world based on the value of the 
person. Secondly, he considers the need for a change from a repre-
sentative democracy to a deliberative one in order to recreate the 
principle of the common good in the public sphere. Finally, Zamag-
ni reflects about ways of civil fraternity in the economic world.

Keywords: common good – person – deliberative democracy – shared social 
ethos – fraternity – microfinance

Consensos actuales en política monetaria: entre el arte y la ciencia
Frederic S. Mishkin

El miembro de la Junta de Gobernadores de la Reserva Federal de 
los Estados Unidos, Frederick S. Mishkin, analiza en su artículo los 
resultados a los que ha llegado la política monetaria luego de su 
enorme desarrollo en las últimas décadas. Mishkin presenta una se-
rie de principios científicos que, a lo largo de los años, se han afian-
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zado en el consenso de los economistas. Al mismo tiempo, el autor 
considera la eficacia de tales principios a la luz de distintos modelos 
econométricos. Sin embargo, no es posible decir que la política mo-
netaria se reduzca a la aplicación automática de estos principios; 
ciertos aspectos de su puesta en práctica no son explicables ni de-
ducibles científicamente. Mishkin concluye que en la conducción de 
la política monetaria siempre existen elementos de arte, más allá de 
los principios básicos cuya relevancia no es puesta en duda.

Palabras clave: política monetaria – principios científicos – modelos econo-
métricos – arte

The member of the Board of Governors of the Federal Reserve of 
the United States, Frederick S. Mishkin, analyzes in his article the 
results reached by monetary policy after its huge development in re-
cent decades. Mishkin presents a set of scientific principles that over 
the years have reinforced the consensus of economists. At the same 
time, the author considers the effectiveness of such principles in the 
light of various econometric models. However, it is not possible to 
say that monetary policy is reduced to the automatic application of 
these principles. Certain aspects of its implementation can not be 
explained or deduced scientifically. Mishkin concludes that in the 
management of monetary policy there are always elements of art, 
beyond basic principles whose relevance is not called into question.

Keywords: monetary policy – scientific principles – econometric models – 
art

Inflación y pacto social
Camilo Tiscornia

Tomando en cuenta los artículos de Molteni, Zamagni y Mishkin, 
Camilo Tiscornia, profesor de Política monetaria de la UCA, analiza 
las causas predominantemente monetarias que, a su criterio, están 
produciendo actualmente el rebrote inflacionario en la Argentina, 
las medidas tomadas por el gobierno al respecto y su relación con 
las propuestas actuales y posibles de pacto social. 

Palabras clave: inflación – fenómeno monetario – gobierno – pacto social

Taking into account the articles by Molteni, Zamagni and Mishkin, 
Camilo Tiscornia, professor of monetary policy at UCA, analyzes the 
predominantly monetary causes that, in his opinion, are currently 
behind the resurgence of inflation in Argentina, the measures taken 
by the government in this regard and the relationship of inflation to 
the current and possible proposals of social pacts.

Keywords: inflation – monetary phenomenon – government – social pact
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Acción conjunta: la razón ética de la Responsabilidad Social Corpo-
rativa
María Marta Preziosa

¿Es el egoísmo ilustrado una razón para inclinarse por una política 
de Responsabilidad Social Corporativa? ¿Es suficiente como razón 
moral o se reduce a una razón estratégica? La autora recorre el re-
ciente debate motivado por los informes de The Economist acerca de 
la Responsabilidad Social Corporativa y va en busca de una razón 
de más peso basada en la “función social de la empresa”. Preziosa 
entiende a la empresa como el resultado de la acción conjunta y 
como agente institucional con carácter moral.

Palabras clave: agencia moral corporativa – estatus moral de las organiza-
ciones – responsabilidad social corporativa – función social de la empresa  
– acción conjunta

Is enlightened self-interest a reason to opt for a policy of corporate 
social responsibility? Is it enough as a moral reason or is it only a 
strategic reason? The author revises the recent debate prompted by 
the reports of The Economist about Corporate Social Responsibility 
and looks for a more suitable reason based on the “social function of 
the corporation”. Preziosa understands the corporation as a result 
of collective action and as an institutional agent with moral charac-
ter.

Keywords: corporate moral agency – moral status of corporations – corporate 
social responsibility – social role of the business company – collective action 
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En los últimos tiempos se viene hablando en la Argentina de la 
necesidad de un pacto social entendido como un acuerdo entre el 
gobierno, el sector gremial y el sector empresarial a partir del cual 
se establezcan las bases de un crecimiento económico sostenido que 
evite una recaída en la harto conocida situación de puja distributiva 
y la consiguiente aceleración de la espiral inflacionaria. Sin embar-
go, el uso de la expresión “pacto social” en nuestro país –así como 
también de otras expresiones como “concertación”, “acuerdo na-
cional”, “consenso multisectorial”– nos remite automáticamente a 
situaciones muy negativas vividas en el pasado. Bajo la idea aparen-
temente noble del “acuerdo”, se practicaron en múltiples ocasiones 
negociaciones de intereses y de poder puramente coyunturales que 
sirvieron únicamente para congelar por un tiempo una situación 
de statu quo, beneficiar a algunos sectores privilegiados y lograr una 
breve supervivencia política del gobierno de turno, acentuando al 
fin y al cabo las distorsiones de la economía y derivando en situacio-
nes de crisis aún mayores que las que se pretendía evitar. 

Si bien no es el objetivo de nuestra revista emitir opiniones direc-
tamente relacionadas con la actualidad económica o política, sí es 
uno de nuestros cometidos reflexionar sobre las implicancias éticas 
y culturales de las propuestas  que se presentan en nuestra sociedad 
con el fin de colaborar en la superación de una visión de corto plazo 
y en el desarrollo de una verdadera cultura económica. En el caso 
de la propuesta actual del “pacto social” como vía para la conten-
ción de la inflación y para eludir la deriva de la sociedad argentina 
hacia una nueva crisis, nos parece que es útil el aporte de un análisis 
crítico y a la vez propositivo desde el mundo académico. 

La primera propuesta de este número de Cultura Económica, pre-
sentada por el investigador de la UCA y candidato a PhD de la 
London School of Economics Gabriel Molteni, gira en torno a la 
significación actual de la noción de  “pacto” o “acuerdo social” en 
la Argentina tomando en cuenta las experiencias más exitosas en 
el mundo. A partir del pormenorizado y documentado análisis de 
Molteni, es posible ver cómo los pactos sociales practicados por las 
grandes economías desarrolladas no han sido meras negociaciones 
coyunturales basadas en un intervencionismo económico más o me-
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nos arbitrario. Molteni muestra cuáles son las condiciones, princi-
pios y criterios pragmáticos que permiten a los países alcanzar pac-
tos a largo plazo, con resultados concretos y en tiempos precisos. 

Por otro lado, en esta misma línea, presentamos también en este 
número un artículo del prestigioso economista italiano Stefano Za-
magni, habitual colaborador de Cultura Económica. Zamagni trata 
el tema de los pactos sociales en el contexto de lo que él denomina 
una concepción re-actualizada y aplicable en la práctica de la no-
ción de bien común, clásica en la filosofía y en la doctrina social 
de la Iglesia. Dada la situación de pluralismo religioso y ético de 
la posmodernidad y de disolución de la hegemonía regulativa del 
Estado-Nación por efecto de la globalización, Zamagni analiza el 
modo en que hoy sería posible articular el paso, para él clave, de las 
actuales democracias representativas, basadas en un individualismo 
económico y político, a democracias deliberativas y economías de 
mercado animadas por la fraternidad, acuerdos de largo plazo y un 
ethos social en común. 

 En este contexto, proponemos también la lectura del artículo de 
Frederic S. Mishkin, miembro del consejo de gobernadores de la 
Reserva Federal estadounidense, presentado en la conferencia “La 
política monetaria en los últimos cincuenta años” organizada por el 
Bundesbank en Frankfurt am Main, Alemania, el 21 de septiembre 
de 2007. El prestigioso funcionario y especialista nos describe los 
principios y criterios de política monetaria aceptados por la ciencia 
económica actual e incluidos en los pactos sociales más exitosos, ac-
tualmente vigentes en el mundo. Mishkin muestra así, de qué modo 
es posible transformar la política monetaria en una verdadera polí-
tica de Estado.

Tomando en cuenta estos aportes de Molteni, Zamagni y Mish-
kin, Camilo Tiscornia, consultor económico privado, profesor de  
Política monetaria de la UCA y miembro del Consejo de Redacción 
de nuestra revista, analiza las causas que, a su criterio, están pro-
duciendo actualmente el rebrote inflacionario en la Argentina, las 
medidas tomadas por el gobierno al respecto y su relación con las 
propuestas actuales y posibles de pacto social. 

Finalmente el artículo de la profesora e investigadora de ética 
empresaria de la UCA, María Marta Preziosa, analiza la dimensión 
de pacto social y bien común en el ámbito de la empresa. Preziosa 
propone argumentos para demostrar cómo una auténtica responsa-
bilidad social corporativa sólo es posible si se entiende a la empresa 
no como una mera suma de agentes económicos individuales, sino 
como un verdadero agente moral constituido en base a un constante 
proceso de acuerdos y acciones conjuntas.

CH.



   Revista Cultura Económica 7

Los pactos sociales como garantía 
para el desarrollo sostenido

I. Introducción

Con anterioridad a las elecciones nacio-
nales que tuvieron lugar en octubre de 2007, 
se comenzó a utilizar de manera creciente 
los términos “diálogo social” y “acuerdo 
social”, entendidos como una herramienta 
política necesaria para los próximos años 
en la Argentina. La actual presidente, Cris-
tina Fernández de Kirchner, convocó expre-
samente en el lanzamiento de su campaña 
a poner en marcha un acuerdo social. En 
principio, esta idea fue apoyada tanto por 
los sindicalistas como por los empresarios, 
así como también por otras instituciones 
como la Iglesia –que tradicionalmente ha 
destacado la importancia del diálogo en la 
construcción de la comunidad. 

Sin embargo, con el paso de los meses, 
no se observa en el horizonte cercano la po-
sibilidad de llegar a un acuerdo social en Ar-
gentina. En la actualidad, el diálogo social 
depende del gobierno y, principalmente, de 
su diálogo con los sindicatos (bipartito), es 
decir, depende básicamente de un acuerdo 
con el sector sindical sobre el tope máximo 
de incremento salarial, que luego se negocia 
de manera descentralizada en comisiones 
paritarias. La única novedad, de la última 
reunión mantenida por el Poder Ejecutivo 
con la CGT, es el objetivo de pactar conve-
nios salariales por dos o tres años1. Hasta 
el momento, la CGT ha manifestado que 

no acepta un tope máximo para las nego-
ciaciones sectoriales y que el reclamo para 
las paritarias será de un 20% –más alto que 
la inflación tanto oficial como no oficial de 
2007, y ha evitado el tema de los convenios 
a más largo plazo2.

Surgen entonces algunas preguntas: ¿qué 
se entiende por Acuerdo Social?, ¿bajo qué 
condiciones debe darse?, ¿qué diferencias 
existen con el neo-corporativismo europeo 
de la década del setenta?, ¿es simplemente 
un acuerdo salarial?, ¿qué se puede apren-
der de la evidencia empírica sobre las expe-
riencias internacionales recientes?, ¿qué se 
debe tener en cuenta para el caso de nues-
tro país? 

Este artículo comienza introduciendo el 
concepto y la relevancia del diálogo social 
y revisa la literatura que analiza los pactos 
o acuerdos sociales en Europa y otros paí-
ses particulares. Luego de identificar los 
factores que dieron lugar a la creación y las 
características principales de los pactos so-
ciales, destaca los cambios políticos, sociales 
y económicos que generaron cambios en su 
contenido, y las principales amenazas en-
frentadas por los mismos. Finalmente, lue-
go de analizar el caso particular de Irlanda, 
se extraen algunas conclusiones, basadas en 
la evidencia empírica, que deberían ser te-
nidas en cuenta para la implementación de 
un acuerdo social real en la Argentina.

Gabriel Molteni Revista Cultura Económica 
Año XXV • Nº 70 • Diciembre 2007: 7-22

“El diálogo es un elemento esencial de la democracia”
Monseñor Luis Villalba (2007)

“El Programa para la Recuperación Nacional ha demostrado 
lo que somos capaces de lograr  cuando trabajamos juntos 

para mejorar nuestro nivel de vida y la equidad social”
Charles J. Haughey (1990)
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II. Diálogo y acuerdo social: significado y 
relevancia

El “diálogo social” entre diferentes gru-
pos económicos y sociales, y entre éstos y las 
autoridades públicas, constituye un atributo 
esencial de una sociedad democrática. Asi-
mismo, representa un medio para resolver 
inevitables conflictos de intereses sobre po-
líticas económicas y sociales en un marco de 
cooperación3. 

En las últimas seis décadas, por ejemplo, 
el concepto de diálogo social ha sido cen-
tral a la misión y organización de la OIT4. 
Siguiendo a este organismo, por “diálogo 
social” se entiende y se incluye a todos los 
tipos de negociación, consulta o simple-
mente intercambio de información entre 
representantes de los gobiernos, empleados 
y trabajadores, sobre temas de interés co-
mún relacionados a la política económica y 
social. Puede darse como un proceso tripar-
tito, con el gobierno como una parte oficial 
en el diálogo, o puede consistir en relacio-
nes bipartitas entre sindicatos y organiza-
ciones empresarias, con o sin participación 
indirecta del gobierno. El principal objetivo 
del diálogo social es promover la construc-
ción de consenso y participación democrá-
tica entre los principales interesados –sobre 
todo del mundo del trabajo5.

La dimensión del diálogo social implica 
la participación de los sindicatos, las organi-
zaciones empresarias, otras asociaciones de 
agentes económicos y organizaciones de la 
sociedad civil, en la discusión, negociación, 
formulación e implementación de políti-
cas económicas y sociales relacionadas con 
el empleo y la calidad de vida. Esto puede 
cubrir un amplio rango de temas como la 
gestión macroeconómica, gastos e impues-
tos del gobierno, tasas de interés, comer-
cio exterior, salarios mínimos, políticas de 
empleo, crédito, capacitación, entre otros. 
Ghai menciona dos ejemplos interesantes 
provistos por Irlanda y Sudáfrica. En cada 
caso, los socios en el diálogo social incluye-
ron a todos los grupos económicos y socia-
les claves; y las discusiones cubrieron áreas 
críticas que afectaban el empleo, las remu-
neraciones, la productividad, el crecimien-
to, la estabilidad de precios y la seguridad 
social6.

De esta manera, aunque la población 
participa indirectamente en estos temas al 
votar en elecciones gubernamentales, algu-
nos países proporcionan una participación 
más directa en la formulación e implemen-
tación de políticas a través de una variedad 
de “acuerdos”. Éstos pueden surgir de la 
representación de diferentes grupos eco-
nómicos y sociales en comités ministeria-
les, comisiones de planeación o consejos 
económico-sociales nacionales7. Es decir, el 
resultado esperado del diálogo social es la 
“concertación” o acuerdo de las partes invo-
lucradas. La concertación puede ser infor-
mal o institucionalizada, y frecuentemente 
es una combinación de las dos. Puede tener 
lugar a nivel nacional, regional, local o em-
presarial. Puede ser interprofesional, secto-
rial o una combinación de ambas. 

Pizzuto define el pacto social como un 
método de implementación política en paí-
ses democráticos basado en la concertación 
entre los principales actores sociales8. Como 
resultado de negociaciones entre el gobier-
no, los sindicatos, la comunidad empresa-
rial y la sociedad civil, se firma un acuerdo 
en el que se incorpora una lista de medidas 
a implementar. Por su parte, Ahlquist define 
el pacto social como “un contrato político 
articulado públicamente y por escrito entre 
el gobierno y las principales federaciones 
de trabajadores y empresarios”9. Los pactos 
sociales se suelen considerar como un mé-
todo más efectivo de implementación polí-
tica que la “negociación colectiva” (collective 
bargaining), en la medida en que implican 
un acuerdo entre los principales represen-
tantes económicos y sociales dentro de un 
país determinado. 

Fajertag y Pochet, y Hassel ofrecen una 
visión similar, aunque agregan el concepto 
clave de “competencia”, definiendo los pac-
tos sociales como nuevas formas de macro-
concertación competitiva en los cuales los 
gobiernos y los social partners se encuentran 
regularmente con el objetivo de coordinar 
políticas entre áreas formalmente interde-
pendientes e institucionalmente segmen-
tadas como la fiscal, la salarial, el mercado 
laboral o la política social10. Aunque los 
acuerdos sociales bi o tri-partitos han dife-
rido sustancialmente en su contenido, im-
plementación y durabilidad, casi todos han 
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implicado alguna forma de intercambio en 
el cual los sindicatos empujan hacia arriba 
la negociación salarial o aceptan cambios 
en la regulación del mercado laboral a cam-
bio de políticas impositivas o gasto social 
favorables.

En cuanto a las características de esta 
“concertación”, Ahlquist destaca que los 
pactos sociales, en cuanto a negociación sa-
larial se refieren, son como un punto inter-
medio entre dos extremos: la negociación 
salarial completamente centralizada y la ne-
gociación salarial completamente descen-
tralizada. Aunque los pactos sociales usual-
mente requieren una negociación centrali-
zada durante un cierto período de tiempo, 
difieren de ésta en varios puntos importan-
tes. Primero, los acuerdos tienen un tiempo 
limitado, con fechas definidas para su im-
plementación y terminación. Segundo, son 
acuerdos explícitos sobre áreas políticas es-
pecíficas. Tercero, casi siempre tienen obje-
tivos políticos específicos (nivel de inflación, 
incremento salarial, etc). Cuarto, los pactos 
sociales requieren el “auto-cumplimiento” 
de las partes involucradas, dado que el mis-
mo no es legalmente obligatorio. Por otra 
parte, los pactos sociales también difieren 
de la negociación completamente descen-
tralizada, dado que requieren una centra-
lización temporaria en la negociación o el 
empoderamiento de actores importantes 
junto con sus afiliados. 

Los pactos sociales también se diferencian 
de la actividad de lobby o de los contratos 
implícitos entre grupos de interés económi-
co y los partidos dado que son muy especí-
ficos, en cuanto a las políticas que abarcan 
y muy públicos. Es justamente la naturaleza 
contractual y pública de los pactos lo que 
los diferencian de todos los otros modos en 
que los gobiernos y los grupos de interés 
principales ejercen presión entre ellos.

En cuanto a la relevancia del acuerdo so-
cial, la literatura destaca, en general, que el 
diálogo y acuerdo social puede promover la 
equidad, la eficiencia y los ajustes necesarios 
para lograr un progreso económico sosteni-
do. La OIT, en su esfuerzo por promover 
el trabajo decente (decent work), destaca que 
“los procesos de diálogo social bipartito y 
tripartito, y de intercambio de información 
pueden promover incentivos pro-equidad y 

pro-eficiencia en el ambiente institucional. 
El diálogo social tripartito puede desem-
peñar un rol importante en apoyo de una 
coordinación macroeconómica más amplia 
y la ampliación del consenso sobre estrate-
gias económico-sociales”11. Por otra parte, 
Ahlquist destaca que los pactos sociales sir-
ven para dar una “señal” no sólo a los ciu-
dadanos como “votantes” sino también a los 
ciudadanos en su “rol de consumidores e in-
versores”. Es decir, los pactos pueden ser un 
intento para afectar las expectativas sobre 
el futuro curso de la política económica12. 
Analicemos a continuación la experiencia 
reciente de los pactos sociales europeos.

III. Pactos sociales en Europa: “corporati-
vismo competitivo” vs neo-corporativismo 
de la década del setenta

1. Origen y evolución de los pactos socia-
les

Durante los años sesenta y setenta, Eu-
ropa Occidental experimentó un rápido 
crecimiento económico, bajas tasas de des-
empleo y salarios crecientes. El pleno o casi 
pleno empleo fortaleció el poder de nego-
ciación de los sindicatos, generó un amplio 
conflicto industrial y reclamos de aumentos 
salariales. La mayoría de los pactos sociales 
que se firmaron en esos años tuvieron como 
objetivo precisamente limitar los aumentos 
salariales para controlar la inflación. Estas 
medidas de moderación salarial fueron ge-
neralmente logradas a cambio de mejoras 
en la protección social13.

Durante los años ochenta y noventa, la 
apertura de los mercados y la consecuen-
te necesidad de lograr competitividad in-
ternacional hizo que fuera difícil para los 
gobiernos aumentar los impuestos con el 
objetivo de financiar los costos de la segu-
ridad social14. Al mismo tiempo, el gasto 
social recibió presión a causa del creciente 
desempleo y los cambios demográficos, li-
mitando la capacidad de los gobiernos de 
negociar moderación salarial a cambio de 
extensión de beneficios sociales. Por este 
motivo, un número de gobiernos europeos 
intentaron lograr un amplio consenso con 
los sindicatos y la comunidad de negocios. 
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La concertación social se buscó, por lo tan-
to, por dos motivos: lograr legitimidad para 
llevar a cabo la impopular reestructuración 
del sistema de bienestar, y para superar po-
siciones de veto institucional por parte de 
los actores sociales.

Es decir, los pactos sociales que se die-
ron durante este período, se desarrollaron 
como resultado de la toma de conciencia, 
por parte de los principales actores econó-
micos (gobierno, empresas y sindicatos), de 
que la implementación efectiva de políticas 
económicas y sociales requería una acepta-
ción generalizada de las mismas.

A partir de la década del noventa, el paso 
acelerado del proceso de globalización y el 
surgimiento de la Unión Económico y Mo-
netaria (EMU) en Europa continuó limitan-
do la capacidad de los gobiernos para im-
plementar las políticas fiscal y monetaria de 
manera independiente. Asimismo, el sur-
gimiento del mercado común en 1992 ex-
puso a las empresas a mayor competencia, 
quienes solicitaron reducciones en los cos-
tos laborales y mayor flexibilidad laboral, 
mientras que los sindicatos perdieron ca-
pacidad de negociación. La mayoría de los 
países europeos experimentaron presiones 
crecientes sobre sus estados de bienestar15. 

Como resultado, los pactos sociales de los 
años noventa tendieron a ser diferentes a 
aquellos firmados en décadas previas, dado 
que difícilmente incluyeron nuevos benefi-
cios sociales a cambio de moderación sala-
rial, como tampoco incorporaron mejoras 
de bienestar de más largo plazo en la for-
ma de creación de empleo. A diferencia de 
las políticas de ingreso de los años setenta, 
los pactos sociales de los noventa tuvieron 
una racionalidad económica diferente, con 
políticas de oferta (supply-side policies) que 
tuvieron como objetivo promover la com-
petitividad.

De la literatura se pueden extraer algunas 
diferencias claves que tuvieron los pactos de 
los años noventa en relación a los de la déca-
da del setenta. En primer lugar, estos pactos 
fueron firmados en países que no presenta-
ban las características usualmente asociadas 
al neo-corporativismo –como la presencia 
de gobiernos de izquierda y actores socia-
les fuertes y centralizados. En segundo lu-
gar, estos pactos presentaron significativas 

diferencias en sus contenidos –incluyendo 
temas tan diversos como niveles de salario, 
horarios de trabajo, reforma del mercado 
laboral, reforma del estado de bienestar y 
capacitación. En tercer lugar, se firmaron en 
diferentes momentos en diferentes países 
–desde el firmado en la década del ochenta 
en Holanda hasta los firmados a comienzos 
del siglo XXI en Italia16. Lo cierto es que en 
los años noventa, la concertación social ex-
perimentó un fuerte resurgimiento. De los 
quince países de la Unión Europea, Alema-
nia, España, Irlanda, Italia, Finlandia y Por-
tugal experimentaron muchas iniciativas de 
este tipo durante el período 1992-199817.

En los primeros años del siglo XXI los 
países de la Unión Europea comenzaron a 
enfrentar nuevos requerimientos asociados 
a los objetivos de la Agenda de Lisboa, que 
se propone lograr de la UE “la economía 
basada en el conocimiento más competiti-
va y dinámica del mundo, capaz de lograr 
crecimiento económico sostenido con más 
y mejor empleo y mayor cohesión social”18. 
Esto plantea, indefectiblemente, la necesi-
dad de nuevos pactos sociales. 

Donaghey y Teague argumentan que los 
pactos sociales siguen siendo un elemento 
central de las relaciones industriales en los 
países miembros de la Unión Europea. Los 
pactos sociales proporcionan un mecanis-
mo de adaptación pragmática al trilema de 
la reconciliación y la integración de mer-
cados, del intergubernamentalismo y de la 
responsabilidad democrática (democratic ac-
countability). Asimismo, algunos desarrollos 
recientes sobre el diálogo social y los pactos 
sociales en nuevos países miembros, desta-
can un proceso de aprendizaje para lograr 
el catch-up económico al mismo tiempo que 
la innovación institucional. Finalmente, Do-
naghey y Teague argumentan que los pac-
tos sociales siguen siendo importantes para 
darle voz a la clase trabajadora alrededor 
de Europa19.

2. “Corporativismo competitivo” vs neo-
corporativismo de la década del setenta

Rhodes explora en su trabajo las im-
plicancias que tienen, para los estados de 
bienestar, los pactos sociales negociados na-
cionalmente en la construcción de vínculos 
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entre los sistemas de seguridad social, y las 
leyes laborales y la negociación salarial20. El 
argumento principal sostiene que el surgi-
miento de los pactos sociales ha estado re-
lacionado con presiones locales y externas 
para llevar a cabo la reforma del estado de 
bienestar en la UE, y que, contrariamente 
a lo que pronosticaron algunos, estas pre-
siones no están ni desorganizando el capi-
talismo europeo ni neutralizando el poder 
del Estado. Lo que es más, en vez de estar 
fragmentando las estructuras político-eco-
nómicas, las presiones por la reforma han 
estimulado los esfuerzos para “coordinar” 
vía la negociación.

De esta manera introduce el concepto 
de “corporativismo competitivo”. El mis-
mo implica que detrás de los pactos sociales 
existen varios grados de cohesión asociativa, 
y dos tipos de coalición –una buscando ga-
nancias distributivas y la otra ganancias de 
productividad– que tienen vínculos comple-
jos y que se superponen. Se puede concluir 
que el corporativismo competitivo se logra 
exitosamente si está basado en una cercana 
pero flexible interrelación entre estos dos 
tipos de coalición –aunque en la práctica no 
siempre se logra.

Varios son los autores que han propuesto 
la distinción entre neo-corporativismo y cor-
porativismo competitivo, siendo este último 
término más útil para explicar las recientes 
tendencias21. Mientras que el neo-corpora-
tivismo es un sistema de intermediación de 
intereses basado en algunos prerrequisitos 
institucionales (como organizaciones de 
interés jerárquicamente ordenadas y fun-
cionalmente diferenciadas), la referencia al 
corporativismo competitivo como un modo 
de hacer política permite enfocarse en la 
cooperación entre actores sociales y el esta-
do para la articulación de intereses, la asig-
nación de valores y la implementación de 
decisiones políticas22. Esta definición ha de-
mostrado ser particularmente útil para me-
jorar nuestro conocimiento de las tenden-
cias recientes de interacción entre el estado 
e intereses organizados, especialmente en 
países que no tienen las características insti-
tucionales originalmente propuestas como 
prerrequisitos para el neo-corporativismo.

Algunos autores, haciendo referencia 
a la nueva respuesta a las presiones sobre 

el estado de bienestar, utilizan el término 
“corporativismo del lado de la oferta”23. Las 
características de estos nuevos pactos socia-
les de principios de siglo XXI difieren de 
los viejos pactos sociales debido a factores 
nacionales e internacionales. Las caracterís-
ticas difieren en términos del contexto en 
el cual suceden. Este contexto se relaciona 
con el EMU, que cambió la competitividad 
internacional. Otra diferencia tiene que ver 
con el contenido de los pactos, que impli-
ca el intercambio o la negociación política. 
A su vez, la agenda social se ha ampliado. 
Consecuentemente, los actores involucra-
dos tienen que considerar más aspectos so-
cioeconómicos en el proceso de toma de de-
cisión política. Una tercera diferencia es que 
los objetivos de los actores involucrados en 
los pactos han cambiado. Cuando la agenda 
se amplía, los actores enfrentan la dificultad 
de considerar más intereses –usualmente 
conflictivos– para cada resultado de políti-
ca, que tiene diferentes consecuencias para 
varios sectores. Los negociadores no sólo 
tienen que negociar con los otros represen-
tantes de otros actores sociales (interorga-
nizacional) sino también deben tener en 
cuenta los diferentes intereses dentro de la 
misma organización (intraorganizacional). 
Una última diferencia se relaciona con el rol 
del gobierno dentro de los pactos sociales. 
El estado ha ganado un rol más importante 
en los nuevos pactos sociales. Esto resulta 
en un creciente énfasis en negociaciones tri-
partitas en vez de bipartitas.

La conclusión principal del enfoque 
“competitivo” es que aun en países que no 
tienen tradición neocorporativista y carac-
terizados por una debilidad institucional 
profunda (como España e Italia), la coope-
ración puede ser realizada y favorecer el 
éxito de paquetes de reforma importantes 
en la economía, el empleo y las políticas de 
bienestar.

3. Contenido de los pactos sociales 

Aunque los pactos sociales no siempre 
han logrado los resultados buscados, existe 
un número de casos exitosos. Por ejemplo, 
el caso de Irlanda se suele citar frecuente-
mente24. Este país se ha visto fuertemente 
beneficiado por la firma e implementación 
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de pactos sociales desde los ochenta, los que 
permitieron que alcanzara los beneficios 
de pertenecer a la Unión Europea –Irlan-
da experimentó un rápido incremento del 
PBI per capita, pasando de apenas el 70% 
del promedio de la UE a alcanzar cerca del 
140%.

Aproximadamente unos 55 Pactos Socia-
les han tenido lugar en 12 países de Euro-
pa, en los cuales los siguientes temas han 
estado presentes con mayor frecuencia –en 
orden de importancia25: 1. Fomento del cre-
cimiento de la economía, el empleo y la es-
tabilidad de precios; 2. Reformas en las po-
líticas salariales; 3. Reformas en el sistema 
de bienestar social (pensiones y salud); 4. 
Desarrollo del capital humano; 5. Cambios 
en el sistema impositivo y gasto público; 6. 
Redistribución el ingreso; 7. Alcance de los 
desafíos planteados por la Unión Europea; 
8. Fortalecimiento de las instituciones legis-
lativas; 9. Temas del medio ambiente. Por 
otro lado, existe un alto grado de heteroge-
neidad en los pactos sociales antes mencio-
nados, principalmente en cuanto a las áreas 
políticas o temas cubiertos, en el tipo de fir-
mantes, o en el nivel de éxito logrado por 
los mismos.

Algunos pactos sólo cubrieron una o dos 
áreas, como en el caso de España y, en cierta 
medida, los de Holanda y Finlandia. Otros 
países implementaron pactos sociales que 
fueron más amplios en términos de cober-
tura, algunos de los cuales intentaron cubrir 
ocho o nueve áreas –como por ejemplo los 
casos de Irlanda, Eslovenia y, en cierta me-
dida, Portugal.

Sin embargo, es posible mencionar que 
aquellos países que adoptaron pactos más 
limitados, llevaron a cabo acuerdos y con-
certaciones con mayor frecuencia. Irlanda 
y Finlandia son dos de los países que han 
sido más consistentes a lo largo de las dos 
últimas décadas para celebrar pactos cada 
dos o tres años. Irlanda, desde 1988, ha fir-
mado seis pactos sociales, cubriendo un pe-
ríodo de tres años en cada uno. Finlandia, 
desde 1990, ha celebrado un pacto social 
aproximadamente cada dos años.

El tipo de firmantes o participantes tam-
bién ha variado entre los diferentes pactos 
sociales europeos, reflejando la composi-
ción del consejo económico y social de cada 

país. Por ejemplo, los pactos sociales que tu-
vieron lugar en Bélgica, Austria y Holanda 
fueron llevados a cabo a través de acuerdos 
bipartitos, entre los sindicatos y los repre-
sentantes del sector empresarial, dado que 
los gobiernos no estaban representados en 
el consejo. Por otro lado, en la mayoría de 
los casos los pactos sociales fueron celebra-
dos luego de una concertación tripartita, 
entre gobierno, sindicatos y empresas.

Sin embargo, no todos los pactos socia-
les han sido implementados exitosamente. 
Portugal e Italia tienen tres pactos sociales 
respectivamente que fallaron en su imple-
mentación, principalmente debido al hecho 
de que uno de los principales firmantes –en 
ambos casos el mayor sindicato–, no firmó 
el acuerdo. Es decir, el éxito de estos pactos 
fue amenazado por la falta de compromiso 
de los actores sociales involucrados.

IV. El caso particular de Irlanda

Irlanda representa el “milagro económi-
co” de la década del noventa, cuya perfor-
mance ha sido descripta por algunos autores 
como el fenómeno del “tigre celta”26. En 
sólo quince años, Irlanda pasó de ser uno de 
los países más pobres de Europa a ser uno 
de los más ricos. Si bien el fuerte ingreso de 
inversión extranjera27 y las acertadas políti-
cas educativas28, que aumentaron la oferta 
de mano de obra calificada, son en parte 
factores que explican este éxito, la literatu-
ra destaca que los Pactos Sociales jugaron 
un papel fundamental para explicar ese mi-
lagro29. Sobre todo, la institucionalización 
de los acuerdos sociales y su continuación 
en el tiempo. En los párrafos siguientes se 
explicará la situación particular de Irlanda, 
cómo se llevaron a cabo los pactos y qué re-
sultados tuvieron.

Luego de un período de alta interven-
ción del Estado en la economía y de protec-
ción a las industrias locales, que comenzó 
en la década del treinta y se extendió hasta 
fines de la década del cincuenta, Irlanda 
comenzó a dar los primeros pasos hacia su 
transformación al adoptar medidas de des-
regulación en la economía –disminuyendo 
el nivel de intervención estatal, incentivan-
do la entrada de capitales extranjeros, y 
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liberalizando su comercio exterior– lo que 
permitió crear empleos y divisas mediante 
los saldos de exportación. Asimismo, la eco-
nomía se veía beneficiada por una adminis-
tración macroeconómica ordenada, caracte-
rizada por un déficit de balanza de pagos 
modesto y una política fiscal conservadora 
en la que sólo se tomaba prestado para fi-
nanciar la inversión en capital público30. De 
este modo, durante la década del sesenta, 
Irlanda pudo alcanzar buenos niveles de 
crecimiento, semejantes a los del resto de 
Europa Occidental.

Durante la década del setenta, Irlanda se 
vio muy afectada por las dos crisis del petró-
leo (en 1973 y 1979) y la consecuente rece-
sión económica mundial, así como también 
por las malas políticas económicas adopta-
das para enfrentar los contratiempos ex-
ternos y locales –política fiscal expansiva31. 
Hacia 1987 la economía irlandesa estaba en 
crisis. La tasa de desempleo era alta, la in-
flación también, el crecimiento bajo, la in-
versión estaba estancada y los mecanismos 
de financiamiento del Estado estaban ago-
tados (deuda excesiva, déficit presupues-
tario y alto nivel impositivo)32. Ante este 
escenario tan delicado el gobierno se vio 
obligado a tomar medidas ortodoxas. Sin 
embargo, uno de los pasos más importantes 
que permitieron que Irlanda se recuperara 
rápidamente y estableciera las bases para el 
período posterior de tasas de crecimiento 
excepcionales, fue la implementación del 
Programa para la Recuperación Nacional 
(PRN)33.

El gobierno de Irlanda convocó previa-
mente, en 1986, al diálogo social a través 
del Consejo Económico Social Nacional 
(CESN), un cuerpo consultivo tripartito en 
el cual se analizó y discutió la situación eco-
nómico-social del país34. Como resultado del 
mismo, el CESN emitió un reporte estraté-
gico amplio que significó la arquitectura 
conceptual para el primer pacto social. Por 
un lado, el reporte destacó la importancia 
de un marco macroeconómico estable, que 
debía alcanzarse al reducir el gasto público 
y la deuda pública, y a través de una política 
estable de tipo de cambio. Asimismo, hizo 
hincapié en la necesidad de aumentar la 
competitividad de los sectores comerciables, 
al mantener los aumentos de costos medios 

por debajo del promedio ponderado de los 
principales socios comerciales de Irlanda. 
Finalmente, el reporte destacó la necesidad 
de reducir las tasas impositivas personales y 
de expandir la base impositiva.

El PRN fue un documento consensuado, 
producido y firmado por todos los princi-
pales socios, incluyendo los sindicatos. Es 
decir, este pacto demostró que, al menos 
al nivel más alto, los principales actores so-
cioeconómicos compartían el mismo análi-
sis sobre la economía irlandesa35. Ésta fue la 
principal diferencia con el pasado, cuando 
en las negociaciones salariales centralizadas 
de la década de 1970 se dió una falta de 
consenso sobre los principales determinan-
tes de la crisis económica36.

Este programa contemplaba un acuerdo 
por tres años entre el Gobierno, las empre-
sas y las agrupaciones gremiales, en el cual 
las partes se comprometían a restringir los 
aumentos salariales. Éstos se limitaron al 3% 
para las primeras 120 libras semanales y 2% 
para la parte excedente a las 120 libras para 
cada uno de los tres años cubiertos por el 
acuerdo. El Congreso Irlandés de Sindicatos 
se comprometió a no llevar a cabo acción in-
dustrial que resultara en aumentos adiciona-
les de costos para los empleadores37. A cam-
bio, el gobierno se comprometió a realizar 
una reforma en el sistema impositivo, que 
implicó la reducción en los impuestos per-
sonales para compensar los bajos aumentos 
salariales y la restauración del orden en las 
finanzas públicas. Por otra parte, hubo ade-
más un acuerdo de políticas gubernamenta-
les para apoyar el desarrollo de los sectores 
industrial, de servicios y de agricultura.38

Lo más destacado de este Programa fue 
que abarcó a todos los sectores tradicionales 
que interactúan en la economía: empresas, 
trabajadores y gobierno. Esto permitió al 
gobierno dar un fuerte giro a su economía, 
sin generar tensiones sociales ni preocupa-
ciones en el sector industrial. Los resultados 
fueron muy positivos; durante el período 
1987-1990: a) se limitaron las expectativas 
inflacionarias gracias a los acuerdos salaria-
les; b) se recuperaron las tasas de crecimien-
to: más del 4%; c) se redujo el tamaño de la 
deuda nacional: de 125% al 98% del PBI; y 
d) disminuyó el número de desempleados: 
de 232.000 a 172.000.
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Luego del éxito que tuvo el PRN, se am-
pliaron las negociaciones para extender 
nuevos programas colectivos de tres años. 
De esta manera el “pacto social” se institu-
cionalizó y se convirtió en la columna verte-
bral de la política económica irlandesa. Se 
inició así, un proceso político caracterizado 
por la determinación salarial centralizada, 
basada en la noción de “ganancias de com-
petitividad”, entendidas como reducciones 
en los costos salariales unitarios. De esta 
manera, el pacto social introdujo cambios 
importantes en el proceso de formación sa-
larial, por el cual los aumentos salariales en 
el sector “dinámico” de las multinacionales 
pasaron a estar estrechamente ligados a los 
aumentos de productividad y salarios en la 
porción más “atrasada” del sector manufac-
turero39.

Los acuerdos que siguieron al PRN fue-
ron todos precedidos por respectivos repor-
tes del CESN, los que proveyeron el susten-
to analítico para discutir temas específicos. 
En todos los casos incluyeron acuerdos sala-
riales y un número de medidas económicas 
y sociales. A medida que pasó el tiempo se 
fueron incorporando voluntariamente otros 
sectores de la comunidad –la sociedad civil–, 
e incluso se extendió el proceso de incorpo-
ración voluntaria desde el nivel nacional al 
nivel municipal y a las empresas individua-
les. Es por ello que la cooperación social fue 
bien adaptada en el área de políticas públi-
cas, en la cual todas las nuevas decisiones 
importantes se discutían con las partes del 
Programa antes de ser implementadas. 

Los programas que siguieron durante 
la década del noventa implicaron cambios 
adicionales de políticas que condujeron al 
país a tasas de crecimiento más altas40.

Con el Programa para el Progreso Eco-
nómico y Social (PPES) el gobierno reintro-
dujo la noción de “negociación a dos nive-
les” (two-tier bargaining), que había sido la 
característica de los acuerdos centralizados 
de la década del setenta44. En esta ocasión, 
el pacto social fue extendido a nivel local. 
Empresas locales integradas por represen-
tantes de los socios tradicionales de la co-
munidad, autoridades públicas y miembros 
de organizaciones de la sociedad civil (des-
empleados) se constituyeron en áreas espe-
cíficas, con el objetivo de diseñar e imple-

mentar políticas de empleo apropiadas en 
cada una de ellas45.

El Programa para la Competitividad y 
el Trabajo (PCT) de 1994, se enfocó en la 
creación de empleo, dado que la crisis de 
comienzos de los noventa impactó en la tasa 
de desempleo. La clave para el crecimiento 
sostenido y la creación de empleo continuó 
siendo la noción de competitividad, lo que 
implicó una política continuada de mode-
ración salarial, mayor reducción en las tasas 
impositivas, control sobre el gasto público y 
medidas para aumentar la eficiencia de los 
sectores no comerciables de la economía46.

El Acuerdo 2000 para la Inclusión, el 
Empleo y la Competitividad (A2000) de 
1996 se centró en dos temas particulares: 
la necesidad de extender el pacto social al 
nivel empresa, y la necesidad de reducir 
las disparidades sociales y la exclusión47. Al 
igual que sucedía a nivel nacional, se plan-
teó la necesidad de promover relaciones de 
cooperación entre trabajadores y directivos 
a nivel empresa, como instrumento para 
aumentar la competitividad y compartir ga-
nancias. Roche y Geary señalan, sin embar-
go, que este tipo de acuerdo no tuvo mucha 
difusión en Irlanda48. Con respecto al tema 
de la exclusión social, se logró una innova-
ción en la estructura institucional del pacto 
social a nivel nacional, mediante la inclusión 
de organizaciones de la sociedad civil en el 
proceso de negociación49. Esta “columna 
social” estaba integrada por organizaciones 
de desempleados, jóvenes, mujeres y orga-
nizaciones religiosas.

Cabe destacar que, a pesar de las altas 
tasas de crecimiento, no se produjo una ex-
pansión del gasto público dado que la firma 
del Tratado de Maastricht en 1992 requirió 
políticas fiscales sanas, y que la incorpora-
ción de Irlanda al Sistema Monetario Euro-
peo limitó el uso de política monetaria ex-
pansiva50. Lo que es más, Irlanda disminuyó 
drásticamente las tasas impositivas perso-
nales y corporativas –mientras continuaban 
descendiendo las tasas arancelarias–, fina-
lizando el siglo XX con la tasa impositiva 
general más baja de toda Europa (con ex-
cepción de Luxemburgo). 

Los resultados macroeconómicos para el 
período 1993-1999 fueron los siguientes: a) 
crecimiento del PBI del 9% anual; b) tasa 
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de inflación anual del 1,9%; c) el radio de 
la deuda/PBI cayó del 93% al 53%; d) se re-
virtió la tendencia de emigración de la po-
blación; y e) la tasa de desempleo cayó al 
4,5%.

A comienzos del siglo XXI se le dio conti-
nuidad a los pactos, a través de la firma del 
Programa para la Prosperidad y la Justicia 
(PPJ) del año 2000. En el PPJ, el pacto social 
cambió el énfasis en la política macroeconó-
mica por políticas orientadas del lado de la 
oferta (supply side-oriented policies). El desem-
pleo ya no era el problema más acuciante, 
sino la falta de trabajadores y mano de obra 
calificada51. El acuerdo contenía una serie 
de recomendaciones sobre desarrollo de 
capacidades, inversiones en infraestructura 
(caminos y transporte público), provisión 
de casas baratas, y el desarrollo de facilida-
des para el cuidado de los hijos. Las polí-
ticas sociales también recibieron una espe-
cial atención, donde las partes acordaron el 
desarrollo de una serie de indicadores para 
monitorear su progreso.

A éste le siguió la firma del Pacto para 
el Progreso Sostenido (PPS) del año 200352. 
En el 2006 se anunció un nuevo Pacto, el 
sexto acuerdo corporativista de este tipo, 
donde además de establecer aumentos de 
salarios a nivel nacional y centralizado, se 
incluyen acuerdos sobre políticas de educa-
ción, salud, empleo y del bienestar social. 

A modo de conclusión, la serie de pactos 
nacionales que se dieron desde 1987 fueron 
vitales para la performance económica de Ir-
landa, ya que permitieron dar certidumbre y 
estabilidad sobre precios, salarios y relacio-
nes industriales. Varios de los logros especí-
ficos fueron: a) los aumentos salariales mo-
destos que permitieron mantener la compe-
titividad del sector comercial; b) las grandes 
reducciones en las tasas impositivas a los 
ingresos de los empleados, que compensa-
ron lo anterior; c) un mejor clima de trabajo 
entre empresas y trabajadores, con menos 
disputas y huelgas y menor cantidad de días 
de trabajo perdidos; d) flexibilidad y apoyo 
del gobierno para lograr mayor control de 
las finanzas públicas, iniciar el programa de 
reforma del sector público, y establecer un 
cuadro macroeconómico consistente para 
participar en la Unión Europea; e) niveles 
récord de empleo; f) aumento del nivel de 

vida para los trabajadores; y g) positivo rol 
de las agrupaciones comerciales e industria-
les, sindicatos y agrupaciones sociales para 
direccionar las decisiones del gobierno ha-
cia un mejorado ambiente de negociaciones 
en cuanto a las relaciones industriales.

Con respecto al rol del Estado en la 
economía irlandesa, si bien el tamaño del 
mismo disminuyó –en lo que respecta a su 
acción directa en la actividad económica–, 
tuvo un rol muy importante con la imple-
mentación de regímenes de promoción 
industrial y de las exportaciones vía diver-
sas organizaciones públicas. La política de 
desarrollo industrial fue aceptada como la 
inclusión de elementos tradicionales de las 
distintas áreas como la impositiva, de trans-
porte, de telecomunicaciones, de energía, 
de competencia, de administración públi-
ca, y de educación; así como las actividades 
promocionales de las distintas agencias de 
desarrollo53. Algunas características de la 
política industrial irlandesa han sido: a) 
esquema de liberación de ganancias sobre 
las exportaciones industriales, que permitió 
que el sector manufacturero opere con una 
tasa cero de impuesto corporativo para su 
actividad exportadora; b) establecimiento 
de cuerpos como la Autoridad de Desarro-
llo Industrial (ADI), que permitió mayor 
flexibilidad operativa; c) establecimiento 
del Centro de Servicios Financieros, con la 
ayuda de incentivos impositivos y arreglos 
regulatorios favorables; d) unificación de la 
tasa de impuestos corporativos en tan sólo 
12,5% para el ingreso comercial en todos 
los sectores de la economía; e) liberaliza-
ción de la industria de telecomunicacio-
nes de acuerdo a los requerimientos de la 
Unión Europea; y f) continua y significativa 
inversión en el sistema educativo e infraes-
tructura para fomentar una base de recur-
sos humanos en el futuro.

V. Condiciones para el éxito de los pactos 
sociales

Con respecto al proceso de diálogo so-
cial, un principio que debe gobernarlo es 
la aceptación de la interdependencia entre los 
diferentes grupos. La sociedad depende de 
todos y cada uno de los grupos que parti-
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cipan, para lograr un consenso amplio y 
ganar apoyo para un conjunto de políticas 
acordadas. El segundo principio que debe 
regir el proceso de diálogo es el de respeto. 
Éste se logra con el mismo proceso a me-
dida que los sectores aprenden a respetar 
diferentes perspectivas en la mesa de diálo-
go. Finalmente, el tercer principio que debe 
caracterizar el diálogo es de la confianza. Al 
igual que el respeto, lleva tiempo construir 
confianza, y depende de que cada sector 
cumpla con lo acordado previamente54.

En lo que respecta al éxito de un pacto 
o acuerdo social depende de un número de 
criterios básicos, como son: a) la credibili-
dad, b) la continuidad, c) la concreción y d) 
una amplia cobertura.

La credibilidad es una condición indispen-
sable para que la política económica sea to-
mada seriamente dentro del país. Para ello, 
es necesario que el gobierno se muestre ca-
paz y con voluntad de aplicar la política en 
cuestión y comprometerse plenamente con 
su implementación. El diálogo social sue-
le mejorar la credibilidad de esas políticas 
dado que el diálogo mejora las chances de 
aceptación por consenso e implica una ma-
yor amplitud y diversidad de conocimiento. 
A veces se asume erróneamente que el go-
bierno posee un mejor conocimiento cuan-
do se trata de la planeación e implemen-
tación de políticas, pero en realidad puede 
estar excesivamente motivado por razones 
políticas55.

Por otra parte, las asociaciones de em-
presas y los sindicatos poseen también co-
nocimiento que puede ser efectivamente 
aprovechado a través del diálogo social. Por 
lo tanto, es deseable que las reformas sean 
negociadas a través de pactos sociales y no 
promovidas por los gobiernos unilateral-
mente.

Otro factor que promueve la credibili-
dad es la firmeza o resolución que tienen 
los policymakers. Usualmente, las presiones 
políticas llevan a revertir un programa ya 
anunciado. Por ello, un pacto social que di-
ficulte la reversión de políticas mejora su 
credibilidad.

La experiencia demuestra que la conti-
nuidad contribuye de manera importante al 
éxito de los pactos sociales –como en el caso 
de Irlanda. La estabilidad y calidad de los 

mismos suele ser superior en aquellos casos 
en que los pactos se concluyen y se renue-
van regularmente, dado que su recurrencia 
estimula el desarrollo de la confianza mutua 
y permite evaluar sus beneficios desde una 
perspectiva de largo plazo. En un país don-
de el pacto social se lleva a cabo una sola vez 
o es un evento esporádico, existe un menor 
grado de confianza ya que los costos y bene-
ficios son medidos en un contexto de corto 
plazo56.

La efectividad de los pactos sociales se 
ve adversamente afectada cundo la concer-
tación sólo resulta en declaraciones de po-
líticas generales, sin que se den acuerdos 
concretos y sin compromiso por parte de 
los actores sociales. Es decir, cuando no se 
llegan a concretar o materializar. Por este 
motivo, es importante que estos acuerdos 
especifiquen cronogramas y deadlines para 
llevar a cabo las distintas medidas y etapas 
de la reforma propuesta.

Los pactos que cubren un amplio rango 
de temas de importancia para la gobernabi-
lidad, el desarrollo económico y el bienestar 
de los empleados, tienen mayor probabili-
dad de éxito que aquellos que tienen un en-
foque más limitado. Esto se debe a que una 
mayor cobertura presenta mayores oportu-
nidades para realizar compensaciones entre 
los diferentes actores y mejora las chances 
de lograr un enfoque más integrado. 

Estos criterios logran hacer que los pac-
tos sociales sean efectivos en el alcance de 
los resultados planeados y que puedan ge-
nerar una cultura de consulta participativa 
y concertación social, contribuyendo de esta 
manera a la consolidación de un clima de 
negociación cooperativa y confianza mutua. 
Nuevos procesos de concertación pueden 
resultar en ciclos virtuosos, en los cuales 
las negociaciones enfocadas en los proble-
mas pueden contribuir efectivamente a re-
solverlos. La ausencia de los criterios antes 
mencionados puede llevar a resultados no 
exitosos, generando ciclos viciosos de des-
confianza mutua y de conflictividad57.

VI. Lecciones para la Argentina

A modo de conclusión es importante 
destacar algunos puntos cruciales de lo ana-
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lizado anteriormente. De la experiencia eu-
ropea y la evidencia empírica se pueden ex-
traer relevantes lecciones para la discusión 
sobre el acuerdo social en la Argentina.

En primer lugar, en relación a la relevan-
cia temporal de llevar a cabo un pacto so-
cial en la Argentina actual, si bien algunos 
destacan que la crisis económica ya quedó 
atrás y que los acuerdos sólo tienen éxito en 
condiciones extremas, es necesario señalar 
lo contrario. Ahlquist demuestra, basándo-
se en un análisis internacional de los de-
terminantes de los pactos sociales, que los 
problemas económicos son necesarios pero 
no suficientes para explicar la variación en 
la presencia o ausencia de pactos.

Los gobiernos pueden, y frecuentemen-
te lo hacen, elegir un paso alternativo al 
del procedimiento legislativo que excluye a 
los sindicatos y empresas. Hamman y Ke-
lly argumentan que los pactos sociales son 
atractivos cuando los líderes políticos per-
ciben que éstos son de ayuda para reducir 
los costos electorales potenciales del ajuste 
económico y de las políticas de restricción 
salarial58. Ellos demuestran que, con el ob-
jetivo de minimizar los costos electorales 
potenciales de implementación de políticas 
de bienestar y económicas impopulares, los 
partidos pueden emplear varias estrategias, 
entre ellas los pactos sociales. Un trabajo 
anterior de Regini conjeturaba que los pac-
tos sociales podían ser el modo que tenían 
los gobiernos de compartir el costo de al-
terar el régimen de bienestar social59. Los 
pactos pueden otorgar legitimidad a polí-
ticas impopulares a través de la inclusión 
de los actores sociales (social partners) 60. La 
pregunta entonces es: ¿por qué es necesario 
un acuerdo social en la Argentina?

En segundo lugar, se tratará de dar una 
respuesta a esta pregunta. Si bien la Argen-
tina se ha recuperado de la severa crisis eco-
nómica del 2001, habiendo experimentado 
un fuerte y sostenido crecimiento de la eco-
nomía –de aproximadamente 8% anual–, 
y habiendo reducido la tasa de desempleo 
a la mitad, tiene importantes desafíos por 
delante que requerirán tomar medidas im-
populares con el apoyo de todos los acto-
res sociales. Por un lado, el crecimiento ha 
estado fundamentado en una devaluación 
del peso en términos reales que sumado a 

un contexto internacional favorable –altos 
precios de los commodities–, generó superá-
vit comercial y superávit fiscal –este último 
en parte explicado por las retenciones a las 
exportaciones. Asimismo, el crecimiento ha 
estado basado en la expansión del consumo 
–a raíz de una mejora en la participación 
de los salarios en el ingreso total y de un 
aumento significativo del gasto público, y 
en menor medida de la inversión. Sin em-
bargo, la competitividad de la Argentina, 
basada principalmente en un tipo de cam-
bio depreciado (competitivo), va llegando 
a su techo ante una coyuntura de aumento 
creciente en el nivel de precios y aumentos 
salariales aún por encima de éste. Por otra 
parte, así como los países europeos experi-
mentaron fuertes presiones ante el proceso 
de globalización que llevó a la firma de los 
pactos sociales, Argentina también está ex-
perimentando fuertes presiones. 

Por lo general, eficiencia y equidad, cre-
cimiento y redistribución, competitividad 
y solidaridad son términos que frecuente-
mente se asocia a polos opuestos. Uno de los 
aspectos más importantes, aunque no reco-
nocidos, de la “nueva política del bienestar” 
en Europa occidental son los pactos sociales 
negociados a nivel nacional, diseñados pre-
cisamente para unir esos polos opuestos. 
Rhodes hacer referencia a éstos utilizando 
el término “corporativismo competitivo”, 
en relación a la elaboración de compromi-
sos basados en la equidad y teniendo en 
cuenta los diferentes trade-offs. ¿Cómo hará 
la Argentina para superar las presiones de la 
globalización y de la creciente competencia 
en la economía internacional, de la posibi-
lidad de un cambio de escenario en el mer-
cado mundial y de las pujas distributivas a 
nivel nacional, para lograr un crecimiento 
sostenido basado en ganancias de compe-
titividad? El ejemplo más interesante, y del 
que se pueden extraer mejores lecciones, es 
el de Irlanda. 

El modelo irlandés, con sus pactos so-
ciales de la década del noventa, es uno en 
el cual los salarios crecen sistemáticamen-
te menos que la productividad mientras los 
trabajadores son compensados con reduc-
ciones en el impuesto a los ingresos –que 
generalmente es progresivo61. Sobre la base 
de políticas fiscales y monetarias austeras, 
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estos acuerdos implicaron moderación sala-
rial compensada por recortes de impuestos. 
Al mismo tiempo, los acuerdos sociales se 
enfocaron en la exclusión y la desigualdad, 
en primer lugar, al mantener constante el 
valor real de las transferencias, y luego, con 
medidas más importantes en base a lo acu-
mulado en las arcas públicas después de 
siete años de crecimiento62. De esta mane-
ra se lograron ganancias de competitividad 
sostenidas con equidad social. La Argentina 
podría aprovechar lo positivo de esta expe-
riencia y al mismo tiempo mantener bajo 
control el nivel general de precios.

Sin embargo, esta estrategia sólo puede 
ser aplicada en el mediano plazo. Existen 
algunas razones para dudar sobre la soste-
nibilidad de este modelo en el largo plazo. 
Por un lado, el éxito del modelo depende de 
que otros países no sigan el mismo camino. 
Por el otro, los recortes de impuestos se tra-
ducen, tarde o temprano, en recortes en la 
cantidad o calidad de los servicios públicos 
(incluyendo la redistribución correctora del 
mercado) a menos que la economía crezca 
a tasas excepcionales. Así como el modelo 
irlandés necesita cambiar para permanecer 
viable, la Argentina lo necesitará en una 
etapa posterior. En ella, necesitará asegurar 
el crecimiento de la competitividad basada 
en el conocimiento, las habilidades, la capa-
cidad de innovar, y no solamente en bajos 
costos salariales y en impuestos más bajos 
que los que tienen los competidores más 
cercanos. Asimismo, necesitará fortalecer la 
efectividad del sector público evitando des-
equilibrios fiscales.

En tercer lugar, es necesario destacar las 
condiciones que son necesarias para que 
un pacto social llegue a implementarse y 
tenga éxito en sus objetivos. Por un lado 
se hace imprescindible construir el diálogo 
social –del que se habló en la primera sec-
ción–, en el marco de un Consejo Social y 
Económico Nacional, que se caracterice por 
la interdependencia de los diferentes acto-
res sociales y el respeto y la confianza entre 
ellos. De este proceso deben participar tan-
to el estado, como los sindicatos y empre-
sarios, como así también la sociedad civil63. 
Una vez alcanzado el acuerdo, el éxito en la 
implementación del pacto requiere que el 
mismo sea creíble, con apoyo desde lo ins-

titucional y que se sostenga en el tiempo y 
tenga amplia cobertura. 

El proceso es bastante complejo en la 
práctica. Todos los sectores participantes 
se involucran con los mismos derechos y 
obligaciones, es decir, parten de la misma 
base desde la etapa de consulta y prepara-
ción que conduce, luego, al acuerdo nacio-
nal. Asimismo, este proceso va más allá de 
la negociación, en el sentido tradicional del 
mismo. En realidad se trata de un proceso 
en el cual se busca un consenso amplio, te-
niendo en cuenta los diferentes trade-offs o 
compensaciones que existen entre y dentro 
de los grupos de interés64. Sin apoyo insti-
tucional, es probable que los problemas re-
aparezcan y que los acuerdos estén abiertos 
a la manipulación o violación. Para ello es 
importante hacer un esfuerzo especial en 
crear instituciones formales como los con-
sejos económicos y sociales. Estos cuerpos 
facilitan el consenso sobre la dirección es-
tratégica y económica del desarrollo65. 

En cuarto lugar, la literatura es clara en 
que el éxito del proceso de diálogo social y 
la culminación en un acuerdo social, pue-
den generar importantes beneficios para el 
país. Por un lado, permite construir un en-
tendimiento compartido sobre los principa-
les problemas, aún cuando no se compartan 
las soluciones. También amplía y profundi-
za el consenso dentro de la sociedad, per-
mitiendo una respuesta mucho más cohesi-
va a los desafíos que se presentan. Por otro 
lado, aumenta la capacidad de innovación, 
permitiendo que emerjan nuevas ideas, y 
por el hecho de compartir experiencias y 
“mejores prácticas”, genera un nuevo mo-
delo de acción –importante en un contex-
to de búsqueda de coincidencias entre ob-
jetivos económicos y sociales. Asimismo, la 
ampliación del proceso a las organizaciones 
de la sociedad civil puede contribuir enor-
memente a crear un ambiente de amplia y 
profunda participación66. 
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1. Introducción y motivación

Que la categoría del bien común viva hoy 
una situación de crisis –es decir, de transi-
ción– es algo muy sabido y ampliamente 
confirmado por una multiplicidad de seña-
les. Una de ellas –por cierto no menor– es 
la doble confusión en continuo aumento 
que se hace, por un lado, entre el bien co-
mún y el bien total y, por otro, entre el bien 
común y el interés general. Como aclara el 
Documento Preparatorio de la 45ª Semana 
Social, en los números 17 y 19, mientras el 
bien total es la suma de los bienes individua-
les, el bien común es más bien el producto 
de los mismos. Esto significa que el bien 
común es algo indivisible, porque solamen-
te en su unidad es posible conseguirlo; tal 
como sucede en un producto de factores la 
anulación de sólo uno de éstos, anula todo 
el producto. Siendo común, el bien común 
no atañe a la persona tomada singularmen-
te, sino en relación con otras personas. El 
bien común es, por lo tanto, el bien de la 
relación misma entre personas, teniendo 
presente que la relación de las personas se 
entiende como bien para todos aquellos 
que participan en la relación. Comprende-
mos entonces la profunda diferencia con 
el bien total: en este último no intervienen 
las relaciones entre personas y, por consi-
guiente, tampoco intervienen los bienes 
relacionales, cuya relevancia a los fines del 
progreso civil y moral de nuestra sociedad, 
es ampliamente conocida. También está di-
fundida en el léxico político y económico 
actual, la confusión entre el bien común y 
el interés general, como si los sustantivos 
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‘bien’ e ‘interés’, por un lado, y los adjetivos 
‘común’ y ‘general’, por el otro, fuesen sinó-
nimos. Sin embargo, lo general se contra-
pone a lo particular mientras lo común se 
contrapone a lo propio. En el bien común, 
el bien del que cada uno hace uso no puede 
ser separado del uso que hacen los demás. 
Sobre la diferencia entre los conceptos de 
bien y de interés ni siquiera hace falta hacer 
mención, ya que ésta es muy clara.

¿Cómo se origina esta situación de crisis? 
Por un lado, por el giro individualista que 
la cultura occidental ha iniciado debido a 
muchos motivos, desde hace ya tiempo. Es 
claro que en el horizonte del individualismo 
(axiológico) no haya lugar para la noción 
de bien común. Por otro lado, por el pleno 
despliegue del pluralismo contemporáneo. 
Al faltar una ética común, se ha producido 
una apertura de la multiplicación de las di-
ferencias en los intereses, en las preferencias 
y en la concepción misma del bien. Ocurre 
entonces que, aunque se compartan los 
mismos valores fundamentales, se registran 
amplias diferencias en el modo de interpre-
tarlos y sobre todo en su puesta en práctica. 
También en el lenguaje popular, en lo que 
se habla, se suceden agregación de prefe-
rencias y procedimientos de negociación de 
los intereses que entran en conflicto. Pero 
el bien común es el bien propio de la vida 
en común y de las relaciones significativas 
entre las personas. Es común lo que no es 
sólo propio –esto sucede con el bien priva-
do– ni lo que es de todos indistintamente, 
esto sucede con el bien público. En su Vida 
Activa, Hannah Arendt escribe que común 
“es el mundo mismo en cuanto es común 
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a todos y distinto del espacio que cada uno 
de nosotros ocupa en manera privada”. De 
modo tal que, común es el lugar de las rela-
ciones interpersonales.

Una prueba significativa de las implican-
cias profundas del vuelco individualista es 
que allí donde la noción de bien común ha 
resistido –in primis, la Doctrina Social de la 
Iglesia– ha sido sometida a un cierto reduc-
cionismo. Por ejemplo, en el n. 74 de la Gau-
dium et Spes, el bien común se define como 
“el conjunto de aquellas condiciones de la 
vida social que permiten, ya sea a la colec-
tividad como así también a sus miembros, 
alcanzar la propia perfección más plena y 
rápidamente” (n. 26). Como se ve, el bien 
común no es un fin en sí mismo, sino sólo 
un instrumento para el bien del individuo o 
para los grupos de individuos. Muy oportu-
namente el Compendio de la Doctrina Social de 
la Iglesia, publicado en el año 2004, aclara 
este concepto cuando escribe: “El bien co-
mún no consiste en la simple suma de los 
bienes particulares de cada sujeto del cuer-
po social. Siendo de todos y de cada uno es 
y permanece común, porque es indivisible 
y porque sólo juntos es posible alcanzarlo, 
acrecentarlo y custodiarlo. [...] Ninguna 
forma expresiva de la sociabilidad –desde la 
familia, pasando por el grupo social inter-
medio, la asociación, la empresa de carácter 
económico, la ciudad, la región, el Estado, 
hasta la misma comunidad de los pueblos y 
de las Naciones– puede eludir la cuestión 
acerca del propio bien común, que es cons-
titutivo de su significado y auténtica razón de 
ser de su misma subsistencia” (Nn.164-65; 
cursiva agregada). Como se puede notar, 
esta definición no sólo recalca con fuerza 
la originalidad del bien común –del cual 
procede su indivisibilidad– sino que indica 
el camino para su realización. En particu-
lar, “[En el Estado democrático], aquellos a 
quienes les compete la responsabilidad de 
gobierno deben poder interpretar el bien 
común de su propio país, no sólo según la 
orientación de las mayorías, sino desde la 
perspectiva del bien efectivo de todos los 
miembros de la comunidad civil, incluidos 
también los grupos minoritarios” (n. 169). 
El Estado, por lo tanto, interpreta y no de-
termina, ni sanciona qué es el bien común, 
porque el Estado es “expresión de la socie-

dad civil” (n. 168) y no viceversa, como qui-
sieran las varias versiones del Estado ético.

Es interesante mencionar aquí el pen-
samiento de Antonio Rosmini. Después de 
haber definido el bien común como fin de 
la sociedad civil, el célebre teólogo y filóso-
fo escribe: “El bien común es el bien de to-
dos los individuos que componen el cuerpo 
social y que son sujetos de derecho; el bien 
público, en cambio, es el bien del cuerpo 
social tomado en su conjunto, o sea, toma-
do según el modo de ver de algunos, en su 
organización”. En el lenguaje contemporá-
neo, el bien público, del cual habla Rosmi-
ni, corresponde al bien colectivo, es decir al 
bien indistinto de la sociedad –como sugie-
re el comunitarismo–, mientras que el bien 
común es el bien de las personas que viven 
y que se constituyen en sociedad. (En julio 
de 2004, se fundó la “Universidad del Bien 
Común” surgida de las iniciativas promovi-
das por el Comité Mundial del Agua. Pero 
cualquiera que leyese el documento consti-
tutivo de tal Universidad comprendería que 
se trataba del bien colectivo y no del bien 
común).

Habiendo aclarado esto, ¿podemos em-
plear todavía con fines prácticos, la idea del 
bien común? Para demostrar y explicar que 
dicho principio (que es uno de los cuatro 
pilares que sostienen la Doctrina Social de 
la Iglesia) no es una abstracción o peor aún, 
una expresión retórica que cada tanto viene 
invocada según el interés de uno u otro sec-
tor político o grupo de poder, es indispen-
sable indicar cuáles son las formas concretas 
que hoy puede asumir la concecusión del 
bien común. Aristóteles (Ética Nichomachea, 
VI) nos recuerda que la virtud “es una dis-
posición que produce elecciones”. No se es 
virtuoso por hablar o respetar las reglas so-
lamente. Se necesita además realizar obras y 
esforzarse para que esas mismas reglas sean 
buenas. Y ésta es una tarea que nos compete 
a todos, y en particular le concierne a los ca-
tólicos que quieren vivir con responsabilidad 
su ciudadanía. La imagen de un ‘país ajeno’ 
–para usar la expresión del arzobispo Bag-
nasco, en el reciente Concilio permanente 
de la CEI– está hoy ante los ojos de todos. 
La tentación de la ‘antipolítica’, que cunde 
y se difunde por todo el país, se nutre de 
aquellas que Spinoza llamaba las ‘pasiones 
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tristes’. No se trata de la tristeza, del llanto 
o del sufrimiento, sino de la impotencia, de 
la desilusión, de la fragmentación. Este tipo 
de tristeza es la que frena el empuje vital 
del cual serían capaces muchas personas, 
en forma individual o colectiva, en nuestro 
país1. Y es siempre esta tristeza la que gene-
ra melancolía, esa condición producida en 
las conciencias individuales debido al con-
traste entre la experiencia y la expectativa. 
Los católicos en Italia no pueden asistir pa-
sivos y resignados a tal espectáculo.

Más adelante trataré de indicar algunas 
líneas de participación, en el ámbito socio-
económico, donde la categoría de bien co-
mún es capaz de expresar toda su impor-
tancia. Para comodidad de la exposición, 
agruparé tales propuestas en torno a tres 
palabras clave: persona, democracia y fra-
ternidad.

Una observación preliminar. Si el siglo 
XV ha sido el siglo del primer Humanismo, 
un evento exquisitamente italiano, el siglo 
XXI, desde sus inicios expresa con fuerza la 
exigencia de arribar a un nuevo Humanis-
mo. Entonces fue la transición del feudalis-
mo a la modernidad el factor decisivo para 
empujar en esa dirección. Hoy es también 
una época igualmente radical –el pasaje 
de la sociedad industrial a la ‘post indus-
trial’, o bien de la modernidad a la posmo-
dernidad–, para hacernos comprender la 
urgencia de un nuevo Humanismo. Globa-
lización, ‘financierización’ de la economía, 
nuevas tecnologías, cuestiones migratorias, 
aumento de las desigualdades sociales, con-
flictos de identidad, cuestiones ambientales 
y deuda internacional son solamente algu-
nas de las palabras que nos hablan del ac-
tual ‘malestar de la civilización’ –para evo-
car un célebre ensayo de Sigmund Freud. 
Frente a los nuevos desafíos no servirá la 
mera actualización de las viejas categorías 
de pensamiento o el simple recurso a las 
más refinadas técnicas de decisión colecti-
va. Se requiere intentar caminos distintos: 
después de todo, éste es el deber primario 
del movimiento católico hoy, el cual debe 
redescubrir la urgencia de realizar obras y 
no simplemente actividades. Porque como 
ha escrito Aristóteles: “Cada arte persigue 
un cierto fin, pero se hace evidente que hay 
diferencias entre los fines: algunos son acti-

vidades; otros son obras que están más allá 
de aquellas”. 

2. La cuestión antropológica como nueva 
cuestión social

Empiezo con la primera palabra clave: la 
persona humana. Mientras el personalismo 
filosófico del siglo XX –de Mounier, Mari-
tain, Ricoeur, para ubicarnos– ha servido 
para contrastar las graves degeneraciones 
del concepto de persona a causa de las catás-
trofes del nazismo, el fascismo y el comunis-
mo, no han tenido que defender la noción 
misma de persona humana. El neopersona-
lismo del cual hoy tenemos necesidad, debe 
saber recoger el desafío de quien niega que 
todos los individuos sean también personas. 
El argumento de algunos conocidos bioéti-
cistas como P. Singer y T. Engelhardt, según 
el cual los neonatos con malformaciones sí 
serían individuos humanos pero no perso-
nas por no haber elaborado aún la auto-
conciencia o porque nunca podrán hacerlo 
debido a sus lesiones cerebrales, demanda 
la distinción entre humano y no humano: 
¿qué es lo que distingue la vida humana de 
aquella no humana?, ¿cómo dialogar con 
culturas –como por ejemplo la china– que 
ni siquiera poseen el término persona y que 
no comprenden qué puede significar que la 
persona sea un ente individual en una rela-
ción necesaria, ontológica, con el otro?

Comprendemos por qué la cuestión bio-
política –en el sentido de M. Foucault– está 
hoy en el centro de las agendas políticas y 
en el debate cultural. El Movimiento Cató-
lico Italiano no puede sustraerse a la tarea 
de ofrecer respuestas a preguntas de este 
tipo si quiere ser una comunidad educado-
ra y no un mero lugar de instrucción. El eje 
de la igualdad –que ha sido la bandera de 
las luchas que han distinguido al siglo XX– 
hoy se ha corrido desde la economía hacia 
la moral. Nace aquí la exigencia y la urgen-
cia de afrontar el tema de la nueva laicidad. 
Para comprender el alcance del problema, 
conviene considerar las acciones que, des-
pués de la ruptura de la unidad religiosa oc-
cidental y de las guerras de religión, toman 
impulso en Europa; aquellos proyectos de 
separación entre la esfera pública y la esfera 
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privada que, desde la Revolución Francesa, 
constituyen la esencia de la secularización. 
Como es sabido, este término ha sido acuña-
do por Max Weber, aunque el principio que 
está en su base había sido precedentemente 
anticipado por John Stuart Mill, gran eco-
nomista y filósofo inglés, aproximadamente 
en la mitad del siglo XIX.

La idea de base de la secularización es 
que la religión (y más en general, los sis-
temas de creencias individuales), debe ser 
confinada a la esfera de lo privado, es decir, 
no debe contaminar la esfera de lo público, 
que debe ser gobernada solamente por pro-
cesos de racionalización. El concepto de lai-
cidad, que proviene de una posición de este 
tipo, nos dice que el Estado debe actuar con 
los instrumentos que tiene a su disposición, 
con el objetivo de evitar que ese contagio se 
materialice. De aquí la noción de laicidad 
como la ‘indiferencia’ del Estado frente a las 
varias opciones religiosas y, por lo tanto, la 
idea según la cual el criterio que debe guiar 
la acción del legislador tiene que ser del etsi 
Deus non daretur –cuya primera formulación 
fue hecha por Ugo Grozio.

Es bueno recordar que, en el mundo en-
tero, sólo un continente –Europa– ha cono-
cido un marcado proceso de secularización, 
luego del cual los individuos han sido ‘for-
zados’ a privatizar sus principios religiosos. 
Nada parecido ocurrió en los otros conti-
nentes. Tomemos el ejemplo de los Estados 
Unidos. Allí la religión, o mejor las religio-
nes, han ocupado desde sus inicios la esfe-
ra pública, contribuyendo a forjar el ethos 
público que ha encontrado su más alta ex-
presión en la Constitución. Esto explica por 
qué en los Estados Unidos el principio de 
laicidad, como lo entendemos nosotros los 
europeos, ni siquiera se comprende. El he-
cho es que la Revolución Americana es cua-
litativamente muy distinta de la Revolución 
Francesa, como lo ha descripto en modo 
magistral Hannah Arendt. De la primera se 
ha originado el principio de ‘neutralidad’ 
–que significa ‘imparcialidad’– del Estado 
hacia las religiones: el Estado no puede 
preferir una religión sobre otras, pero todas 
son, no sólo permitidas, sino incluso favore-
cidas en su expresividad y operatividad. De 
la segunda se ha originado, en cambio, el 
principio de ‘separación’ –que significa ‘in-

diferencia’– entre el Estado y las religiones, 
principio que excluye a las religiones de la 
construcción de la ética pública. (Esto ex-
plica por qué el Estado laico europeo debe 
crear sus escuelas laicas, sus hospitales lai-
cos, y, en general, debe producir por sí mis-
mo aquellos bienes meritorios que la ética 
laica juzga esencial que los ciudadanos con-
suman o tengan a su disposición).

¿Cuál es la res nova de la fase histórica 
actual? Que la “laicidad de la modernidad” 
hoy está en una crisis irreversible, desde el 
momento en que no se encuentra en condi-
ciones de hacerse cargo de la realidad, vale 
decir, de dar respuestas creíbles a interro-
gantes de tipo: ¿cuál tendrá que ser la rela-
ción entre razón ética y razón económica?; 
¿entre valores no negociables y derecho?; 
¿qué respuestas dar a los desafíos del mul-
ticulturalismo?; ¿cómo sujetos que tienen 
concepciones de vida tan diversas pueden 
vivir en una sociedad política unitaria?; 
¿cuáles son los elementos comunes de las 
diversas matrices culturales presentes en un 
mismo país, que deben entrar a formar par-
te de la llamada ‘razón pública’? Si no se 
tiene la intención de admitir, debido a mo-
tivos autoritarios, la tesis central de la ver-
sión del positivismo jurídico, según la cual 
auctoritas non veritas facit legem, es evidente 
que se debe plantear el problema de cómo 
hacer emerger y cómo hacer converger los 
contenidos de verdad presentes, incluso en 
distintos grados, entre los diferentes uni-
versos culturales. Como nos recuerda Be-
nedicto XVI, una laicidad que no se abra 
a la trascendencia, que absolutice la razón, 
constituye un verdadero absolutismo de ca-
rácter integrista. Una laicidad tal termina 
cayendo en la dictadura del racionalismo.

Pues bien, es cuando nos ponemos frente 
a preguntas de este tipo, que se compren-
de por qué la secularización y la noción de 
laicidad que ella proponía, ya se han vuel-
to obsoletas, superadas por los hechos. En 
Europa, el Estado laico moderno ha podido 
practicar el separatismo, del cual hemos ha-
blado anteriormente, porque todos los acto-
res, en el momento en el cual ingresaban a 
la arena pública, tenían –creyentes y no cre-
yentes– una común referencia de valores, la 
de la tradición judeo-cristiana. Como está 
indicado en el Documento Preparatorio, el 
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Estado laico moderno separa el pecado del 
delito, pero no olvida el Decálogo; propone 
orientaciones educativas o modelos familia-
res pero los obtiene –aunque no lo reconoce 
explícitamente– de la cultura cristiana.

La crisis actual se origina en que, bajo la 
presión de los nuevos fenómenos migrato-
rios asociados a la realidad de la globaliza-
ción, aquella referencia común a la matriz 
cultural cristiana se ha ido disolviendo pau-
latinamente, resultando en que el Estado 
laico moderno se ha quedado impotente 
frente a todo un conjunto de nuevos desa-
fíos. Pretendiendo continuar aplicando el 
principio de separación en un contexto que 
no es más el de la modernidad, en el cual 
la referencia al Decálogo era cosa descon-
tada, el Estado no puede hacer otra cosa 
que lo que hoy se está viendo para seguir 
autoproclamándose laico. Es decir: aquello 
que es técnicamente posible, el Estado debe 
permitirlo; lo que el individuo prefiere, la 
ley no debe prohibírselo, etc. Si el Estado 
es laico –se argumenta– también su legisla-
ción debe ser laica, o sea axiológicamente 
indiferente, dado que no hay un criterio 
que sea aceptado por todos para fijar un 
ordenamiento de valores sobre aquello que 
concierne al bien. De aquí surge la directiva 
de acción política, que acertadamente se re-
sume en el slogan ‘prohibido prohibir’. Pero 
una posición de este tipo es claramente in-
sostenible porque está colmada de efectos 
perversos. De hecho, para sostener la tesis 
según la cual la ley no puede distinguir en-
tre opciones que tengan que ver con el bien 
–desde el momento en que, como exige el 
relativismo ético, no existe ontológicamen-
te ninguna distinción entre las diversas mo-
rales que no sea puramente sintáctica– se 
necesitaría encontrar los principios políti-
cos que prescindieran ellos mismos de cual-
quier referencia a valores; principios cuya 
justificación no requiriese ninguna apela-
ción a las concepciones del bien que están 
en discusión. Ciertamente, esto es posible 
sólo con una condición: la de aceptar la re-
ducción del accionar político a un accionar 
meramente procedimental.

Pero la visión puramente práctica de 
la democracia conduce a contradicciones 
pragmáticas que a la larga serán insosteni-
bles. De hecho, la hipótesis de una realidad 

social compuesta por personas que son ‘mo-
ralmente extranjeras’ –en el sentido de T. 
H. Engelhardt– y que interactúan solamen-
te de acuerdo a las reglas del mercado, está 
destinada a toparse con el hecho de que el 
mantenimiento de las mismas reglas del 
intercambio de mercado depende, básica-
mente, del reconocimiento, por parte de to-
dos, de los derechos de la persona humana. 
Sin este común reconocimiento, no sería ni 
siquiera posible definir y atribuir a las per-
sonas derechos de propiedad, ya que las re-
glas y los procedimientos durarían sólo po-
cos instantes. He aquí entonces por qué es 
simplemente ilusoria –para no añadir otras 
cosas– la propuesta, de un ‘liberalismo’ en 
materia de valores y de un intervencionis-
mo estatal en el ámbito social y económico. 
No se puede ser defensor al mismo tiempo 
de un liberalismo ético y de un solidarismo 
socio-económico.

A la luz de lo antedicho, se llega a com-
prender por qué hoy se habla cada vez más 
de ‘post secularismo’, término acuñado por 
Peter Berger en el año 1999, en su ensayo 
“The de-secularization of the world”. So-
mos testigos de una revisión profunda de 
la relación entre política y religión y, por 
consiguiente, de una nueva definición del 
concepto de laicidad hasta ahora en uso. 
Veamos las etapas principales.

El primer paso ha sido la toma de con-
ciencia de que la distinción entre lo público 
y lo privado, hoy, no significa esencialmente 
nada. Más bien, la distinción importante es 
aquella entre ‘esfera pública’ y ‘esfera polí-
tica’, como últimamente John Rawls (“The 
idea of public reason revisited”, 1997), Jür-
gen Habermas, A. Seligman y muchos otros 
han admitido con mucho coraje y honesti-
dad. ¿Qué es la esfera pública? Es aquel am-
plio campo de acción de actividades humanas 
donde se cultivan y se confrontan los valores 
fundamentales de lo humano, aquellos va-
lores que interesan a todo hombre en cuan-
to tal. La esfera política, en cambio, abarca 
todas las actividades humanas que por estar 
orientadas a una decisión en común, postu-
lan lo común, o sea, alguna forma de acuer-
do y de entendimiento entre aquellos que 
son portadores de puntos de vista y concep-
ciones disímiles de la verdad y del bien.

El segundo paso, consecuente del prime-
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ro, es que el discurso y la perspectiva reli-
giosa, en cuanto conciernen a lo humano, 
forman parte por derecho de la esfera pú-
blica. Todo lo contrario, por lo tanto, del 
principio de separación. La razón pública 
no puede prescindir del aporte del discurso 
religioso. Lo que ayuda a explicar por qué 
la relación entre fe y cultura está viviendo, 
también en nuestro país, una nueva esta-
ción.  

El tercer paso, el decisivo, es la toma de 
conciencia de que la ‘vieja’ laicidad –aquella 
de la modernidad– viola, en modo esencial, 
el principio de igualdad entre los ciudada-
nos. De esto se trata. Si se pretende que en 
la esfera pública se expresen solamente ra-
zones no religiosas, los ciudadanos que li-
bremente eligen vivir hasta el fondo su fe 
deben afrontar una carga mayor para parti-
cipar en el proceso democrático respecto de 
la que debe afrontar un no creyente. Como 
observa A. Ferrara, si la única moneda de 
curso legal en el espacio público está cons-
tituida por razones laicas (en el viejo senti-
do), entonces es evidente que no todos los 
ciudadanos se encuentran en un plano de 
igualdad, desde el momento en que al cre-
yente se le pide que haga un camino herme-
néutico más largo para presentar razones en 
la esfera pública. Lo que representaría una 
flagrante violación del proclamado princi-
pio de justicia, verdadero pilar del pensa-
miento laico. 

Entonces, ¿qué propuesta, que sea po-
sitiva, se puede presentar? Rawls y Haber-
mas, aunque desde ángulos distintos y con 
diversas intenciones, presentan una pro-
puesta que considero apropiada y digna 
de atención. Los ciudadanos pueden llevar 
sus convicciones religiosas al espacio pú-
blico en cualquier momento y sin ninguna 
restricción, sin deber soportar ‘costos’ para 
obtener permisos. Sin embargo, cuando se 
llega a la esfera política, es decir, en el mo-
mento en el cual se trata de deliberar sobre 
el texto de una ley, el creyente debe agre-
gar a sus razones religiosas otras razones, 
para que puedan ser entendidas por el no 
creyente. Y viceversa, el portador de un cre-
do inmanentista y hasta el ateo, cuando se 
trata de legislar, debe proveer razones que 
puedan ser entendidas por las personas que 
no compartan su misma ideología. La clave 

de la ‘nueva laicidad’ está en esto: el Estado 
se ubica en forma equidistante en relación 
a todas las argumentaciones, cualquiera sea 
su punto de partida, religioso u otro.

Vamos a poner en evidencia una conse-
cuencia práctica de este principio. La tesis, 
citada frecuentemente en el reciente deba-
te italiano en materia de bioética, según la 
cual el conceder el derecho de abortar (o 
de efectuar manipulaciones embrionales) 
no significa obligar a todos a utilizarlo y 
que, por lo tanto, los católicos no debieran 
impedir la aprobación de las leyes de este 
tipo, es una tesis que viola el principio de 
igualdad, como fue explicado más arriba. 
Ella de hecho privaría a los católicos de 
cualquier influencia en la esfera política, 
desde el momento en que no les permitiría 
a ellos traducir las razones basadas en su fe 
en razones políticas. La laicidad de la pos-
modernidad no puede aceptar tales formas 
de discriminación.

¿Qué implicancias de orden práctico para 
el mundo católico se derivan de la perspecti-
va recién esbozada? Me limito a indicar dos. 
Cuando el discurso religioso ingresa en la 
esfera pública debe no sólo responder a las 
eventuales críticas, sino que además debe 
argumentar y proveer razones sosteniendo 
sus propias peticiones, razones que deben 
poder ser entendidas –aunque no necesa-
riamente compartidas– por los ‘otros’. Y 
ésta no es una tarea fácil; el mundo católico 
italiano no está suficientemente preparado 
para ella. Y se entiende el porqué. Mientras 
el discurso religioso estaba relegado a la es-
fera privada, no había necesidad de elaborar 
razones o argumentaciones para los demás. 
Para aquellos que comparten la misma fe 
existen la teología y la pastoral. Pero cuan-
do debo entrar en el agora de la polis y con-
frontarme con aquel que no es creyente, no 
puedo sustraerme al deber de proporcionar 
razones. En este plano, los católicos están 
bastante atrasados. Una excepción notable 
que confirma la regla ha sido la experien-
cia del Comité “Ciencia y Vida”, constituido 
para el referéndum de junio de 2005. Los 
católicos que en este caso se empeñaron al 
máximo, no se limitaron a afirmar sus pro-
pios principios fundamentales sobre la ma-
teria objeto de referéndum, sino que, ade-
más, supieron proveer razones de peso, de 
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las cuales se derivaron precisas directivas de 
acción. Y ganaron porque supieron conven-
cer también a muchos no creyentes. 

La segunda implicancia se refiere a las 
amenazas que, por lo menos potencialmen-
te, podrían ocultarse entre los pliegues de 
los varios intentos con los cuales los cristia-
nos crearon los acuerdos necesarios para 
legislar en la esfera política. El riesgo es do-
ble. Por un lado, el del isomorfismo cultu-
ral, un peligro que es especialmente eviden-
te en el diálogo con el liberalismo filosófico. 
Esto porque el pensamiento liberal no es, 
prima facie, antagónico a la visión cristiana 
de la persona y de la historia, el peligro es 
el de perder de vista que la interpretación 
liberal de la libertad, en cuanto prescinde 
de la naturaleza relacional de la subjetivi-
dad humana, es una interpretación dema-
siado débil para el cristianismo, el cual no 
puede ciertamente contentarse con reducir 
la libertad a la sola libertad de elección, en-
tendida en sentido individualista. Por otro 
lado, se corre el riesgo de la captura, de la 
reducción del cristianismo a una útil tradi-
ción generadora de convenientes normas 
sociales de comportamiento. Este es el ries-
go que se corre todas las veces en las cuales 
los cristianos aceptan confrontarse solamen-
te con aquellos sectores de la cultura ‘laica’ 
dispuestos a acoger instrumentalmente la 
función social de la religión.

3. De la democracia representativa a la de-
mocracia deliberativa: el rol de la socie-
dad civil organizada

 
La segunda palabra clave a la que antes 

hice referencia, es la palabra democracia. 
Y es gracias al principio democrático que 
se pudo conjugar, sobre todo durante el si-
glo XX, la libertad y la justicia social. Un 
fragmento del filósofo francés Henri Berg-
son expresa la idea en forma eficaz: “La 
democracia es así: proclama la libertad, rei-
vindica la igualdad y reconcilia a estas dos 
hermanas enemigas recordándoles que son 
hermanas”. En realidad, tomados indivi-
dualmente, los principios de libertad y de 
igualdad parecen ser enemigos; es sólo el 
principio democrático el que los hace mar-
char juntos. 

¿Cuál es el problema de hoy? Que el mo-
delo de la democracia representativa –cuyos 
méritos históricos están fuera de duda– ya 
no es capaz de sostener instituciones polí-
ticas que puedan asegurar una ecuánime 
distribución de los frutos del desarrollo y 
dilatar los espacios de libertad de los ciuda-
danos. Tratemos de aclararlo. Tres son las 
características esenciales del modelo elitis-
ta-competitivo elaborado por Max Weber 
y Joseph Schumpeter. En primer lugar, la 
democracia es principalmente un método 
de selección de una elite que por ser exper-
ta es capaz de tomar las decisiones que las 
circunstancias requieran. La democracia es 
entonces el procedimiento a utilizar para 
seleccionar dentro de la sociedad a aque-
llos que sean capaces de tomar decisiones, 
toda vez que sea necesario dentro del cuer-
po político. La segunda característica es la 
obstaculización de los excesos de poder de 
la leadership política. Debido a que el riesgo 
de degeneración y de abuso de autoridad 
no puede ser siempre evitado, es oportuno 
introducir ‘granitos de arena’ en los engra-
najes del poder. ¿Y qué mejor modo para 
conseguir dicho resultado que el de hacer 
soplar sobre los partidos políticos el viento 
de la competencia? La tercera característi-
ca, finalmente, es que el modelo en cues-
tión se califica por su orientación hacia el 
crecimiento económico y al progreso de la 
sociedad. Nótese la analogía: como en la 
arena del mercado, las reglas de la com-
petencia económica sirven para asegurar 
una eficiente asignación de los recursos y, 
por lo tanto, la más alta tasa de desarrollo 
posible. Así, del mismo modo, en la esfera 
política los partidos compiten entre ellos 
para vencer en las elecciones maximizando 
sus respectivos consensos; y las reglas de la 
competencia electoral deben ser tales que 
impidan la formación de grumos de poder 
que puedan favorecer a uno u otro entre los 
contendientes. En definitiva, la idea de base 
del modelo es que las empresas administran 
los mercados y que los gobiernos regulan 
las empresas: por otra parte, burocracias 
de distinto tipo gestionan la administración 
pública y el gobierno las controla y regula. 
Por lo tanto, es a la esfera política que se 
le demanda el trazado del sendero a seguir 
por la sociedad entera. 
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Notables han sido los resultados positi-
vos que este modelo de democracia –con sus 
múltiples variantes nacionales– ha permiti-
do obtener después de la segunda posgue-
rra. Pero los cambios epocales, de los cuales 
se ha hablado al inicio, lo han vuelto inade-
cuado e incapaz de afrontar los nuevos de-
safíos. La democracia deliberativa, en cam-
bio, nos muestra que puede estar a la altura 
de la situación. La razón, básicamente, es 
que para dicho modelo no es admisible que 
el bienestar –el ‘estar bien’ de los margina-
dos y de los que se encuentran en desventa-
ja–, dependa, según las circunstancias, del 
‘estado benevolente’ o de las instituciones 
del ‘capitalismo compasivo’. Más bien, esto 
debería ser el resultado de estrategias de in-
clusión en el circuito de la producción –y no 
de la redistribución– de la riqueza.

Como se sabe, tres son las características 
esenciales del método deliberativo. Prime-
ro, la deliberación se relaciona con las cosas 
que están en nuestro poder. (Como enseña-
ba Aristóteles, no deliberamos sobre la luna 
o sobre el sol). Por lo tanto, no todo discurso 
es una deliberación, la cual es, en cambio, 
un discurso que apunta a la decisión. Se-
gundo, la deliberación es un método para 
buscar la verdad práctica y, por lo tanto, es 
incompatible con el escepticismo moral. En 
este sentido, la democracia deliberativa no 
puede ser una pura técnica sin valores; no 
puede reducirse a un mero procedimiento 
para tomar decisiones. Tercero, el proceso 
deliberativo postula la posibilidad de la au-
tocorrección y, por lo tanto, que cada parte 
llamada en causa admita, ab imis, la posibi-
lidad de cambiar las propias preferencias y 
las propias opiniones a la luz de las razones 
aducidas por la otra parte. Esto implica que 
no es compatible con el método delibera-
tivo la posición de quien, en nombre de la 
ideología o de intereses de parte, se declara 
impermeable a las razones de los otros. Y 
es por esta razón que la deliberación es un 
método esencialmente comunicativo.

Ciertamente no son pocos los nudos teó-
ricos y prácticos que deben desatarse para 
que el modelo de democracia deliberativa 
pueda constituir una alternativa plenamen-
te aceptable respecto de la que existe hoy. 
No hay dudas de que la concepción delibe-
rativa de democracia sea hoy el método que 

mejor que otros pueda afrontar los proble-
mas del desarrollo y del progreso de nues-
tros países. Esto es así, mientras se pueda 
pensar en la política como una actividad 
que no se basa sólo en el compromiso y en 
la inevitable tasa de corrupción que siempre 
la acompaña, sino también en los fines de la 
convivencia misma y del vivir en comuni-
dad. Además, es también la vía más eficaz 
para contrastar la invasión de lo ‘político’ 
(en el sentido de Hobbes) y, por lo tanto, 
ayuda a relanzar el rol de lo civil. Esto hace 
que el espacio público, deje de ser peligro-
samente identificado con el espacio estatal.

En el discurso del Convenio de la COME-
CE, recordando los cincuenta años de la 
firma del Tratado de Roma, el 24 de mar-
zo de 2007, Benedicto XVI reafirmó con 
fuerza que la democracia no se contrapo-
ne a los valores absolutos. De otro modo, 
se terminaría por “defender la idea de que 
la comparación entre los bienes es el único 
medio para el discernimiento moral y que 
el bien común es sinónimo de consenso. En 
realidad, si el consenso puede constituir un 
legítimo equilibrio de intereses particula-
res diversos, se transforma en mal común 
toda vez que implica acuerdos lesivos a la 
naturaleza del hombre”. Esto equivale a de-
cir que la mediación democrática no puede 
limitarse a mediar entre posiciones diversas 
sin referencia a su verdad. Tratemos de pro-
fundizar un momento esta cuestión.  

El principio democrático –como se sabe– 
se sostiene sobre dos columnas fundamen-
tales. Por un lado, que todos aquellos que 
directa o indirectamente se vean influencia-
dos por una decisión política, puedan, en 
alguna medida, influenciar la decisión mis-
ma. Por otro lado, que aquellos que hayan 
adquirido por vía electoral el poder para 
tomar decisiones, sean considerados res-
ponsables por las consecuencias que pro-
duzcan, respondiendo electoralmente a los 
ciudadanos; es el llamado principio de im-
putabilidad personal del accionar político. 
Pues bien, la globalización va debilitando 
estas columnas, atenuando el fuerte víncu-
lo, dentro de cada estado-nación, entre de-
mocracia e instituciones democráticas. La 
realidad de hoy, en efecto, nos presenta un 
cuadro en el cual encontramos sujetos ca-
paces de crear normas vinculantes, también 
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erga omnes, pero que no poseen territorio y 
que no están sujetos por instituciones demo-
cráticas del tipo de aquellas a las que hasta 
ahora hemos estado habituados. El Estado 
Nacional ya no es más el único productor de 
normas jurídicas. Piénsese en sujetos como, 
por ejemplo, las empresas transnacionales 
que desde algunos años están construyendo 
la nueva lex mercatoria; las organizaciones 
transnacionales; las organizaciones no gu-
bernamentales; las mismas organizaciones 
íntergubernamentales, como la Unión Eu-
ropea, que han asumido poderes suprana-
cionales que no están contemplados en el 
derecho internacional y no están regulados 
por medio de su instrumento principal que 
es el tratado; los organismos interestatales 
como el WTO o el G8 que, si bien no tienen 
una legitimación democrática según los cá-
nones elitista-competitivos, toman decisio-
nes de gran importancia práctica. 

Piénsese también en el nexo entre de-
mocracia competitiva y aquel fenómeno, 
tan ampliamente difundido en la praxis del 
accionar político, llamado “corto-placismo” 
(short-termism). Los partidos políticos pre-
disponen su propia plataforma electoral 
pensando en las elecciones sucesivas y no 
en los intereses de las futuras generaciones. 
Y ésta, de hecho, es la estrategia a seguir 
para vencer en la competencia electoral. 
Sin embargo, la política auténticamente 
democrática es la visión de los intereses en 
el largo plazo. La responsabilidad hacia las 
generaciones futuras es una cuestión que, 
sobre todo hoy, no puede ser eludida. La 
naturaleza de la mayor parte de los temas 
relevantes en los ámbitos, ya sean éstos so-
ciales o económicos, es hoy tal que las de-
cisiones que los gobiernos toman sobre la 
base de un horizonte temporal breve gene-
ran casi siempre efectos de largo plazo que 
repercuten sobre las generaciones futuras, 
a las cuales los gobiernos no responden 
electoralmente. (La segunda columna de la 
que se ha hablado más arriba, entonces se 
desmorona). Tomemos dos ejemplos. Si el 
gobierno de un pequeño país decide crear, 
por razones electorales, un paraíso fiscal en 
el cual se favorezca el lavado de dinero su-
cio, esto producirá efectos no solamente en 
el funcionamiento de los mercados finan-
cieros, sino también en las generaciones fu-

turas de aquel país, las cuales sufrirán una 
pesada hipoteca. Otro ejemplo sería la deci-
sión del gobierno de un país de no ratificar 
los acuerdos en el ámbito ambiental, como 
el de Kyoto, que puede ciertamente tener 
válidas razones económicas si el horizonte 
de tiempo es breve (bajarían los costos de 
producción y, por lo tanto, aumentarían los 
márgenes de competitividad con respec-
to a otros países que hubiesen ratificado el 
acuerdo). Pero es evidente que decisiones 
de este tipo tendrán efectos negativos en las 
generaciones futuras.

Tal es, por lo tanto, la discrasia creciente 
de las estructuras políticas pensadas para el 
corto plazo y para el contexto nacional y las 
consecuencias que de éstas se derivan, que 
superan las fronteras nacionales e inciden 
en la esfera de la libertad de las generacio-
nes futuras, creando serios problemas. De 
aquí la miopía que parecen sufrir gran par-
te de las decisiones en la política. De aquí 
surge también la paradoja por la cual los 
contenidos de los programas electorales se 
hacen cada vez más genéricos y generales, 
mientras que siempre hay más espacio de 
acción para los expertos en las técnicas de 
persuasión y para capturar (y, muy a menu-
do, manipular) las preferencias de los elec-
tores. La consecuencia ‘economicista’ de la 
concepción de la ciudadanía, a su vez vin-
culada al dominio de los lobbies económicos, 
es el hacer que los ciudadanos sean induci-
dos a desarrollar un rol pasivo en el proce-
so democrático, dentro del cual el debate 
electoral es controlado por los expertos. La 
conclusión sobre lo arriba expuesto es que 
el modelo de democracia representativa no 
es capaz, en las actuales condiciones histó-
ricas, de generar y defender aquellas insti-
tuciones económicas de las cuales depende, 
ya sea una elevada tasa de innovación como 
así también la ampliación de la platea de 
actores que tengan título para participar del 
proceso productivo. La democracia delibe-
rativa, en cambio, muestra estar a la altura 
de la situación.

Quisiera llamar la atención acerca de dos 
implicancias prácticas de lo mencionado 
anteriormente. La primera concierne a la 
organización institucional que pensamos 
debe asumir el sector non profit en nuestro 
país. Si se observan los orígenes y el desa-
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rrollo histórico del variado mundo de las 
organizaciones de la sociedad civil es posi-
ble individualizar tres modelos identitarios, 
que, a su vez, nos llevan a otras lógicas de 
funcionamiento y modelos organizativos. 
El más antiguo ve a las organizaciones non 
profit (ONP) como una expresión fuerte y 
de emanación directa de la sociedad civil: 
una libre reunión de personas en torno a 
un proyecto a realizar juntos para la per-
secución de intereses colectivos aunque no 
universales. El principio regulativo sobre el 
que se basa este modelo es el de subsidia-
riedad horizontal, así como ha ido afirmán-
dose a partir del Humanismo Civil (siglo 
XV). El segundo modelo muestra a las ONP 
como sostén de la esfera pública. Piénsese 
en aquellas realidades non profit creadas y 
sostenidas por sujetos colectivos institucio-
nalizados, como los sindicatos, los entes lo-
cales, los IPAB, etc. El principio regulatorio 
de dicho modelo es la subsidiariedad verti-
cal. Nótese la diferencia: mientras que con 
esta última ‘se ceden’ cuotas de soberanía, 
con la subsidiariedad horizontal ‘se com-
parte’ soberanía. Finalmente el tercer mo-
delo, de reciente afirmación, ve a las ONP 
como una derivación de los sujetos for profit. 
Piénsese en las múltiples expresiones de la 
corporate philanthropy y de las fundaciones 
de empresas, ya muy difundidas también 
en nuestro país. En el fondo de este modelo 
encontramos el principio de ‘restitución’: la 
empresa for profit sabe que debe restituir a la 
sociedad una parte del beneficio obtenido, 
ya que este último es también ‘mérito’ de la 
sociedad.

También es verdad que en el curso del 
tiempo se ha ido produciendo cierta hibri-
dación de los tres modelos identitarios, y 
esto también en relación a las característi-
cas culturales de cada país y de cada lugar. 
Pero también es verdad que, según preva-
lezca uno u otro modelo, se desprenden 
consecuencias distintas no sólo en lo que 
atañe a la governance de las ONP, sino tam-
bién en referencia al tipo de relaciones que 
ellas establezcan con los otros sectores de la 
sociedad. La cuestión crucial a afrontar es 
entonces, la de decidir si se quiere que los 
tres modelos puedan coexistir pacíficamen-
te entre ellos o si el diseño institucional y 
por lo tanto el cuadro normativo deba favo-

recer sólo a uno de ellos. Elegir la segunda 
alternativa significa, de hecho, hacer preva-
lecer, a largo plazo, el tercer modelo de non 
profit. No hay necesidad de gastar palabras 
en demostrarlo. Ahora, quien considera –y 
quien escribe se encuentra entre éstos– que 
hay buenas razones para que esto último no 
sea deseable, tiene el deber de indicar cuá-
les sean ellas. Indico sólo dos. 

La primera es que un non profit pensado 
como cadena de transmisión del for profit 
no produciría un mejoramiento significati-
vo en la situación: el rol de las ONP sería 
de hecho, meramente aditivo. Pero nosotros 
sabemos que la clave del non profit reside en 
su carácter ‘emergente’, en tanto pone en 
discusión todas las relaciones preexistentes 
entre los varios actores de la sociedad y el 
Estado. No se limita a sumar relaciones a 
las ya existentes, sino que cambia su natu-
raleza. La segunda razón tiene que ver con 
la dimensión ‘justificadora’ de las ONP. És-
tas crean valor ya sea instrumental como así 
también expresivo. El primero se mide en 
términos de los resultados producidos, de 
aquí el énfasis que la literatura especializada 
pone en los aspectos organizativos y de ges-
tión de las ONP: éstos deben ser eficientes 
si quieren ser sostenibles. El valor expresivo 
o simbólico de las ONP, se mide, en cambio, 
por su capacidad de producir bienes rela-
cionales y, sobre todo, capital social de tipo 
linking; en pocas palabras, por su capacidad 
para ampliar los espacios de libertad de los 
ciudadanos, los cuales deben poder expre-
sar con obras los valores o los carismas de 
los que son portadores.

Ahora bien, si después de procedimien-
tos legislativos o administrativos fuese a 
afirmarse como hegemónico el segundo o 
el tercer modelo identitario, resultaría cla-
ro que el valor expresivo del non profit sería 
estúpidamente sacrificado en ventaja del 
instrumental. Pero hoy no se advierte, sobre 
todo en nuestro país, una gran necesidad 
de ONPs ‘desbalanceadas’ hacia el lado del 
funcionamiento. He aquí por qué la posi-
ción que prefiero es aquella de un non profit 
plural, que deje a los sujetos de la sociedad 
civil, portadores de cultura, la elección del 
modelo que consideren más cercano a su 
‘visión del mundo’.

Vivimos en una época en la cual se anun-
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cian grandes cambios en el sector legislati-
vo, sobre todo en lo que concierne a nuestro 
tercer sector. La ley del año 2006 que insti-
tuye la figura de la empresa social está por 
entrar en función (los cuatro reglamentos 
que todavía faltan deberían ver la luz antes 
de fin de año; la reforma de la ley 266/1991 
sobre el voluntariado ya ha sido depositada 
en la Comisión XII de la Cámara de Dipu-
tados; el borrador de la reforma del Libro I, 
Título II del Código Civil que tiene que ver 
específicamente con las fundaciones y las 
asociaciones, está por ser enviado al Conce-
jo de Ministros; la Agencia para la ONLUS 
está preparando, junto con la Agencia de 
Ingresos, una propuesta de ley que apunta 
a simplificar y a hacer operativamente más 
eficaz el cinco por ciento; la reforma de la 
ley 47/1987 sobre las organizaciones no gu-
bernamentales debe ser actualizada). Se re-
quiere poner manos a la obra para alejar el 
peligro de que, en ausencia de un debate 
apasionado y civil sobre “hacia dónde está 
yendo el non profit italiano”, los procedi-
mientos que se anuncian, terminen por im-
poner, de modo subrepticio, un modelo en 
particular, lo que terminaría por producir 
efectos perversos, provocando graves lace-
raciones.

Deseo hacer un rápido comentario sobre 
una segunda implicancia de la lógica del 
bien común. Hoy se están confrontando, y 
a veces colisionando, dos visiones de la rela-
ción entre sociedad política y sociedad civil. 
Esto depende de la concepción de la polí-
tica que se quiera adoptar. Evocando la ya 
famosa diferenciación del politólogo ameri-
cano M. Oakeshott, la opción es entre políti-
ca como enterprise association y política como 
civil association. La primera concepción, que 
presupone al menos en algún grado una vi-
sión de la sociedad de tipo organicista, ve a 
la política como la actividad que debe guiar 
a la sociedad en una dirección determina-
da. De este modo, la órbita de lo político 
coincide de hecho con la órbita de lo públi-
co. Para esta concepción de la política los 
partidos son asimilables al management de 
una gran empresa, que debe esforzarse para 
hacer compatibles los pedidos de los varios 
tipos de stakeholder para gobernarse. La 
otra concepción, en cambio, que se acerca 
al ideal liberal-democrático de la política, 

no acepta que el espacio público esté ocu-
pado totalmente por los partidos, los cuales 
si bien son actores indispensables, no son 
los únicos en un escenario en el que actúan 
actores sociales y civiles. No acepta que es-
tos últimos sean asimilables a los primeros. 
Las dos concepciones tienen su razón de ser 
y sus respectivos puntos fuertes y débiles. 
Aunque diversamente interpretadas, ellas 
están presentes de manera transversal, en 
ambas alineaciones de la política italiana.

¿Qué consecuencias prácticas derivan de 
las dos concepciones de la política? En pri-
mer lugar, una manera distinta de interpre-
tar el principio de subsidiariedad. Mientras 
la política como enterprise association privile-
gia la subsidiariedad negativa, que consis-
te en la prohibición de sustracción (nunca 
privar de autonomía a las unidades sociales 
inferiores), la política como civil association 
hace hincapié en la subsidiariedad positiva, 
que consiste en el deber de ayudar, ponien-
do la órbita de lo social al servicio de la per-
sona. En el primer caso, la subsidiariedad 
es, de hecho, una técnica de gobierno, en 
el segundo caso, es más bien un principio 
de orden social. Una segunda consecuencia 
importante concierne la factibilidad o no de 
realizar algunas de las más relevantes accio-
nes de la democracia deliberativa. Las mis-
mas están basadas en el principio que exige 
alcanzar las decisiones de cierto peso –pién-
sese en el gobierno del territorio, en las 
grandes infraestructuras, en el cuidado del 
ambiente– involucrando todas las partes en 
causa o a sus representantes, sobre la base de 
una adecuada información y en un contexto 
de colaboración. El ejemplo más inmediato 
es el francés, donde la reciente ley sobre la 
“democracia de proximidad” ha impuesto 
el desarrollo de un ‘debate público’ cuando 
se deben tomar decisiones, cuyos efectos se 
extienden más allá del horizonte temporal 
fijado por las sesiones electorales. La Com-
mission nationale du debat publique, cuya com-
posición refleja todas las expresiones de la 
sociedad francesa, asegura la imparcialidad 
de la discusión, organiza los debates locales 
y verifica que las decisiones tengan en cuen-
ta los resultados de la consulta. Otro ejem-
plo es el de los foros deliberativos, como 
fueron pensados y reglamentados por J. Fis-
hkin, que se van difundiendo cada vez más 
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en Norteamérica. Otro ejemplo es el de la 
reciente decisión del gobierno de Gordon 
Brown de crear los ‘jurados ciudadanos’ y 
las ‘comisiones cívicas’ en las cuales los ciu-
dadanos más o menos organizados, pueden 
hacer valer sus razones (ya no preferencias 
o deseos) en relación a cuestiones de inte-
rés común, como la infancia, el crimen, la 
salud, etc. Claramente sólo la política como 
civil association es capaz de dar rienda suelta 
a éstos o a otros institutos que representan 
la condición necesaria para la participación 
popular de tipo deliberativo. La concepción 
alternativa de la política puede asegurar al 
máximo la participación consultiva y la pe-
ticionaria, como sucede por ejemplo con los 
referéndum.

Una tercera consecuencia de relevancia 
tiene que ver con el proceso de reforma de 
los gobiernos, ya sean centrales como así 
también locales. Lo que está en juego es 
cómo reinventar las burocracias y las admi-
nistraciones públicas para mejorar su per-
formance. Hasta los años noventa del siglo 
pasado, la respuesta que se ofrecía en el 
enfoque del New Public Management ha sido 
básicamente la de introducir en las activi-
dades de gobierno lógicas y principios tí-
picos del mercado (esquemas de incentivo, 
descentralización, externalización, desre-
gulación, etc.). Sin embargo, los resultados 
fueron inferiores a las expectativas, y pour 
cause. Éste es el motivo por el cual en estos 
últimos años, en los países más evoluciona-
dos, se está pasando al llamado third-party 
government, que privilegia los instrumentos 
indirectos de acción pública, como conve-
nios, bonos sociales, deducciones y des-
cuentos fiscales, préstamos garantizados, 
programas de asset building y otros. La nue-
va governance que se va delineando se apo-
ya sobre dos ideas-fuerza. Por un lado, la 
solución de los problemas públicos postula 
un enfoque cooperativo por parte de todos 
los segmentos de la sociedad; por el otro, 
el enfoque cooperativo necesita del pasaje 
de la jerarquía a la red. Solamente una con-
cepción de la política como civil association 
es capaz de incorporar el paradigma de la 
nueva governance.

En definitiva, el verdadero nudo a des-
atar es: en las condiciones históricas ac-
tuales, ¿qué visión de la política es la más 

adecuada para interpretar las exigencias de 
progreso –y no sólo de desarrollo– de un 
país como el nuestro, que se encuentra fren-
te a desafíos inéditos de dimensión epocal? 
Si la sociedad humana no está garantizada 
por la mera reunión de intereses contras-
tantes entre los distintos grupos sociales, 
¿qué noción de la política es la más apta 
para asegurar las condiciones para el ‘estar 
con’, es decir, para dar vuelo al principio de 
fraternidad? Si el fin de la política es el bien 
común de la sociedad humana, ¿cuál es la 
idea de política más coherente y eficaz a la 
cual se debe apuntar? Mi respuesta es la po-
lítica como asociación civil.

4.  Capital social de tipo linking y finanzas 
socialmente responsables

Paso finalmente a la tercera palabra clave: 
fraternidad. Fue la escuela de pensamiento 
franciscana la que otorgo a la palabra fra-
ternidad el significado que ha conservado a 
lo largo del tiempo. Hay páginas de la Regla 
de Francisco que nos ayudan a comprender 
bien el sentido del principio de fraternidad, 
que es el de ser una suerte de complemento 
algebraico del principio de solidaridad.

De hecho, mientras que la solidaridad 
es el principio de organización social que 
permite a los desiguales transformarse en 
iguales, el principio de fraternidad es aquel 
principio de organización social que permi-
te a los iguales ser diferentes. La fraternidad 
permite a las personas que son iguales en su 
dignidad y en sus derechos fundamentales, 
expresar en modo diverso su plan de vida, o 
su carisma. Las épocas que dejamos a nues-
tras espaldas, el siglo XIX y sobre todo el 
siglo XX, se han caracterizado por grandes 
batallas en nombre de la solidaridad, ha-
yan sido éstas culturales o políticas, y esto 
ha sido algo bueno: piénsese en la historia 
del movimiento sindical y en la lucha por la 
conquista de los derechos civiles. El punto 
es que una buena sociedad no se puede con-
tentar con el horizonte de la solidaridad, ya 
que una sociedad que fuese sólo solidaria 
y no fraterna sería una sociedad de la cual 
cada uno buscaría alejarse. 

Es fácil comprenderlo. Como se sabe, 
son dos las categorías de bienes que par-



   Revista Cultura Económica 35

ticipan en nuestro bienestar: los bienes de 
justicia y aquellos de gratuidad. Los bienes 
de justicia, por ejemplo, aquellos que están 
asegurados por el welfare state, establecen 
un preciso ‘deber’ a cargo de alguna enti-
dad (típicamente pero no sólo, el Estado), 
de modo que los derechos de los ciudada-
nos sobre aquellos bienes sean satisfechos. 
En cambio, los bienes de gratuidad, por 
ejemplo los bienes relacionales, fijan una 
obligación que deriva de un vínculo espe-
cial que nos une a uno con el otro. Es el 
reconocimiento de una mutua ligatio entre 
las personas sobre la que se funda una ob-
ligatio. Nótese que cuando para defender 
un derecho se recurre a la ley, se cumple 
con una obligación por vía de gratuidad y 
como consecuencia de un proceso de reco-
nocimiento recíproco. Pero nunca, ninguna 
ley, ni siquiera la constitucional, podrá obli-
garnos a la relacionalidad.

Y sin embargo, los bienes de gratuidad 
son fundamentales para la necesidad de fe-
licidad que cada persona conlleva. Porque 
donde no hay gratuidad, no puede haber 
esperanza. De hecho, la gratuidad no es una 
virtud ética, como lo es la justicia. La misma 
considera la dimensión que está por sobre 
la ética del accionar humano; su lógica es 
la de la sobreabundancia. La lógica de la 
justicia, en cambio, es la de la equivalencia, 
como enseñaba Aristóteles. Entendemos 
entonces por qué la esperanza no puede 
basarse en la justicia. En una sociedad, por 
hipótesis, perfectamente justa, no habría 
espacio para la esperanza. ¿Qué podrían 
esperar sus ciudadanos? No sería así en una 
sociedad donde el principio de fraternidad 
haya logrado echar raíces profundas, justa-
mente porque la esperanza se nutre de la 
sobreabundancia.

Un punto que se suele olvidar demasiado 
a menudo es que la economía de mercado 
moderna se constituye a partir del Huma-
nismo, durante el siglo XV. Tres son sus 
principios regulativos. Primero, la división 
del trabajo, con el fin de permitir a todos 
los seres humanos participar en el proce-
so productivo, también a aquellos menos 
dotados física o intelectualmente. Es de la 
división del trabajo que nace la necesidad 
del intercambio sistemático y, por lo tanto, 
de la inevitable interdependencia entre los 

hombres. Segundo, la idea de desarrollo, 
entendida como compromiso de las gene-
raciones presentes para proveer en parte a 
las necesidades de la generación futura y, 
por lo tanto, como necesidad de acumula-
ción. Tercero, la libertad de empresa y en 
consecuencia, el principio de competencia 
como método para coordinar las decisiones 
tomadas por una multitud de sujetos y para 
favorecer la emulación. Estos tres principios 
están orientados a un fin último que es el 
bien común. Con el advenimiento de la Re-
volución Industrial y luego con la afirmación 
de la filosofía utilitarista de J. Bentham, la 
economía de mercado, aunque conserva los 
tres principios, cambia el fin que deviene en 
el bien total y ya no más en el bien común. 
La lógica del beneficio que comporta en sí 
misma la economía capitalista no es otra 
cosa que la aplicación práctica de la lógica 
del bien total. La economía de mercado por 
lo tanto, es el genus, mientras que el capita-
lismo es una species. Los grandes constructo-
res de la economía de mercado en la species 
civil, fueron sobre todo los franciscanos y 
más tarde los dominicos, mientras la spe-
cies capitalista de la economía de mercado 
está sobre todo ligada a la escuela de pensa-
miento escocés.

¿Es posible hoy lograr un mercado civil? 
Vale decir, ¿tiene sentido esforzarse en ima-
ginar un modelo de economía de mercado 
capaz de incluir (al menos tendencialmen-
te) a todos los hombres y no solamente a 
aquellos adecuadamente ‘provistos’ o dota-
dos, y de valorizar, es decir, atribuir valor 
a ambas dimensiones del ser humano, la 
expresiva como así también la adquisitiva, 
y no solamente a la dimensión adquisitiva 
como sucede actualmente? 

Desde el advenimiento de la economía 
de mercado en adelante es el intercambio 
el que va a permitir una gran diversidad 
genética en las poblaciones humanas. Pero 
cabe recordar que en sus inicios, la econo-
mía de mercado fue fundada no solamen-
te sobre los principios del intercambio de 
equivalentes y redistributivo, sino también 
sobre el principio de reciprocidad. Fue con 
la explosión de la Revolución Industrial y, 
por lo tanto, con la plena afirmación del sis-
tema capitalista que el principio de recipro-
cidad se pierde en el camino, y por si esto 
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fuera poco, es excluido del léxico económi-
co. Con la modernidad se afirma así, la idea 
según la cual un orden social puede soste-
nerse solamente sobre los otros dos princi-
pios. De aquí el modelo dicotómico Estado-
mercado: al mercado se le pide eficiencia, 
es decir, producir cuánta riqueza se pueda, 
en función del vínculo de los recursos y de 
los conocimientos tecnológicos; en cambio, 
al Estado se le exige el deber primario de 
proveer a la redistribución de esa riqueza 
para garantizar niveles socialmente acepta-
bles de equidad.

Pensemos, para considerar un solo ejem-
plo, en el amplio debate, aún lejos de con-
cluir, acerca del big trade-off –recordando el 
título del célebre libro de Arthur Okun de 
1975– entre eficiencia y equidad (o justicia 
distributiva). ¿Es preferible favorecer a una 
o a la otra?, vale decir, ¿es mejor dilatar el 
espacio de acción del principio del inter-
cambio de equivalentes, que apunta preci-
samente a la eficiencia, o bien atribuir más 
poderes de intervención al Estado con el fin 
de que éstos mejoren la distribución del ré-
dito? Y además: ¿a cuánta eficiencia se debe 
renunciar para mejorar los resultados en el 
frente de la equidad? Y así sucesivamente. 
Interrogantes de este tipo han colmado (y 
colman) las agendas de estudio de grupos 
de economistas y de científicos sociales, con 
resultados prácticos más bien modestos, a 
decir verdad. La razón principal de esto 
no está ciertamente en la carencia de datos 
empíricos o en lo inadecuado de los instru-
mentos de análisis a disposición. Más bien 
la razón es que esta literatura se ha olvida-
do del principio de reciprocidad, es decir, 
del principio cuyo fin propio es aquél que 
pone en práctica la cultura de la fraterni-
dad. Haber olvidado que no es sustentable 
una sociedad de seres humanos en la que 
se elimina el sentido de fraternidad y en la 
cual todo se reduce, por un lado, a mejorar 
las transacciones basadas en el intercambio 
de equivalentes y, por otro, a aumentar las 
transferencias realizadas por estructuras 
asistenciales de naturaleza pública, nos da 
cuenta de por qué, no obstante la calidad de 
las fuerzas intelectuales en dicho campo, no 
se ha llegado aún a una solución creíble de 
aquel trade-off. No tiene futuro una sociedad 
en la cual se disuelve el principio de gratui-

dad; no es, de hecho, capaz de progresar 
aquella sociedad en la cual existe solamente 
el ‘dar para tener’ o bien el ‘dar por deber’. 
He aquí por qué ni la visión liberal-indivi-
dualista del mundo, en la cual todo (o casi) 
es intercambio, ni la visión estado-céntrica 
de la sociedad, en la cual todo (o casi) es de-
bido, son guías seguras para hacernos salir 
del estancamiento en el cual nuestras ciuda-
des están hoy empantanadas.

Un modo eficaz para comprender la re-
levancia de lo arriba expuesto es conside-
rar el sentido de la noción de capital social 
como factor de progreso. Robert Putnam 
(1993; 2000) ha trazado una neta distinción 
entre capital social de tipo bonding y capital 
social de tipo bridging. El primero es el con-
junto de las relaciones que se forman entre 
personas que pertenecen a un mismo grupo 
social caracterizado por una fuerte homo-
geneidad de valores y de intereses: una fa-
milia, una asociación, la comunidad de un 
pueblo. Este tipo de capital crea relaciones 
fiduciarias, pero de corto alcance: realiza 
más bien formas de solidaridad, pero sola-
mente a favor de los miembros del grupo. 
El capital social de tipo bridging, en cam-
bio, es aquél que se crea cuando personas 
que pertenecen a grupos sociales diversos, 
y también entre aquellos culturalmente dis-
tantes, llegan a entretejer formas estables 
de relaciones interpersonales. Nace de aquí 
la confianza generalizada, que es algo bien 
diferente de la confianza particularista arri-
ba mencionada. Hoy sabemos que la con-
fianza generalizada es el verdadero factor 
de desarrollo económico y de progreso mo-
ral de un país. Sólo ella, de hecho, es capaz 
de generar aquel capital reputacional que 
rebaja significativamente los costos de tran-
sacción.

Hay, sin embargo, un tercer tipo de ca-
pital social no considerado por Putnam (ni 
por su escuela): aquél de tipo linking. Éste 
consiste en las redes de relaciones entre or-
ganizaciones de la sociedad civil (asociacio-
nes, fundaciones, Ongs, iglesias) e institucio-
nes político-administrativas (ya sea a nivel 
central o local) con miras a la realización de 
obras que ni la sociedad civil ni la sociedad 
política solas, podrían realizar. El principio 
regulativo de las relaciones entre los dos ti-
pos de sociedad es el de subsidiariedad.
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Pues bien, la situación de nuestro país es 
que a un elevado capital social de tipo bon-
ding, y a un adecuado nivel de capital social 
bridging, se enfrenta un insuficiente nivel de 
capital social de tipo linking. Y con esto se 
explica el problema italiano. No es cierto 
–como ya todos lo saben– que la carencia de 
capital humano o la de capital físico impi-
da a nuestro país realizar su extraordinario 
potencial. Es más bien la ‘separación’ de la 
sociedad civil y la sociedad política, por una 
parte, y la insuficiente dotación de confian-
za generalizada, por la otra, el verdadero 
cuello de botella de Italia.

¿En qué ámbitos esta debilidad se hace 
sentir más? Indico tres, aquellos que a mí 
me parecen más críticos. El primero es 
aquél que concierne a la dificultad de crear 
un modelo de welfare que sea compatible 
con las exigencias de desarrollo del país. 
El welfare italiano es todavía de viejo tipo, 
es decir, de resarcimiento, un modelo que 
apunta a mejorar las ‘condiciones de vida’ 
de los grupos que se encuentran en un ma-
yor grado de necesidad. Se gastan nume-
rosos recursos para los pobres y los mar-
ginados, pero estos resultan escasamente 
eficaces, en el contexto actual marcado por 
el fenómeno de la globalización. Se requie-
re realizar pasos decisivos hacia un welfare 
centrado en las capacidades, que incida en 
las ‘capacidades de vida’ de los necesitados. 
Pero, sin capital social de tipo linking esto 
no puede realizarse.

Segundo. Italia posee un capital humano 
muy respetable: instituciones de investiga-
ción universitaria de buen nivel y un mun-
do empresario vivaz y apasionado. Y, sin 
embargo, universidades, empresas y entes 
locales no logran crear sinergias para dar 
vida a fundaciones de desarrollo, sobre el 
modelo de la Silycon Valley en California, o 
distritos industriales de nueva generación. 
La desconfianza recíproca –es decir la falta 
de confianza– que reina entre los vértices 
del triángulo indicado no permite generar 
recorridos virtuosos de desarrollo que sin 
embargo estarían al alcance. 

Tercero. La falta de un ethos compartido 
es lo que condena a Italia al corto-placismo. 
Decía el gran escritor latino Séneca: “no 
hay vientos favorables para el navegante 
que no sabe donde debe ir”. Para saber a 

donde ir, se necesita conocer el fin al cual 
se tiende. Pero el fin no lo puede decidir la 
política por sí sola. Ella está más bien llama-
da a servirlo. No puede fijarlo ni una élite 
de intelectuales ni una oligarquía del poder 
económico-financiero. Es la democracia 
participativa el lugar ideal-típico donde la 
sociedad política, sociedad civil y sociedad 
comercial pueden llegar a definir qué es el 
bien común del país.

Si las cosas están en estos términos, 
¿quién debe empezar a romper esta suerte 
de círculo vicioso abriendo el camino a la 
creación del capital social de tipo linking? 
Mi respuesta es clara: las asociaciones de 
empresarios privados y sociales. No sólo 
empresas privadas sino también y sobre 
todo empresas sociales. Permítaseme hacer 
referencia a un gran empresario florenti-
no del Humanismo civil, Coluccio Salutati, 
quien en 1437 escribía: “Consagrarse ho-
nestamente a la actividad económica puede 
ser una cosa santa, más santa que vivir en 
el ocio de la soledad, porque la santidad al-
canzada con una vida rústica sirve solamen-
te a uno mismo, pero la santidad de la vida 
laboriosa eleva la existencia de muchos”.

¿Qué hay de notable en este párrafo? La 
idea de que la vida económica en cuanto ge-
neradora de valor está de por sí consagrada 
al bien común, algo que encontramos más 
que eficazmente realizado por varias de las 
expresiones del movimiento católico italia-
no. Pero, ¿bajo qué condiciones se realiza 
esto? Depende de que a la motivación ex-
trínseca, representada por la búsqueda del 
beneficio, el empresario acompañe la moti-
vación intrínseca, que consiste en compren-
der que las dotes que hacen de un sujeto un 
empresario deben estar al servicio del bien 
común. El empresario que mira sólo a la 
maximización del beneficio es un sujeto ver-
daderamente mediocre. Por un lado, porque 
en las condiciones históricas actuales no es, 
después de todo, tan difícil alcanzar ese fin. 
Pero sobre todo es un sujeto miope, y por lo 
tanto tonto, porque no se da cuenta de que 
no podrá mantener por mucho tiempo su 
posición en el mercado si no puede contar 
con el sostén de la sociedad civil.

¿Cómo hacer entonces que el mercado 
pueda volver a ser un medio para reforzar 
el vínculo social a través de la promoción, 
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ya sea mediante la promoción de prácticas 
de distribución de la riqueza, que se sirven 
de los mecanismos del mercado para alcan-
zar la equidad, como así también a través 
de un espacio económico en el cual los ciu-
dadanos que libremente lo eligen puedan 
poner en práctica y, por lo tanto regenerar 
aquellos valores (tales como la solidaridad, 
el espíritu de iniciativa, la simpatía, la res-
ponsabilidad empresaria) sin los cuales el 
mercado mismo no podría durar por mu-
cho tiempo? La condición a cumplir es que 
pueda afirmarse dentro del mercado –y no 
ya fuera o en contra de él– un espacio eco-
nómico formado por sujetos cuyo accionar 
esté inspirado por el principio de recipro-
cidad. El aspecto esencial de la relación de 
reciprocidad es que las transferencias que la 
misma genera son indisociables de las rela-
ciones humanas: los objetos de las transac-
ciones no son separables de aquellos que les 
dan vida; vale decir, en la reciprocidad el 
intercambio deja de ser anónimo e imper-
sonal, como en cambio ocurre con el inter-
cambio de equivalentes.

Ya alrededor de la mitad del siglo XIX, 
en Europa primero y luego en los Estados 
Unidos, comienza a tomar forma la idea de 
intentar corregir los errores más evidentes 
de la lógica del bien total, sobre todo en re-
ferencia a la esfera propiamente financiera. 
Piénsese en el Banco del Pueblo fundado en 
enero de 1849 por P.J. Proudhon, cuya acti-
vidad durará sólo siete semanas, pero cuyos 
dos principios fundamentales, por un lado, 
que el acceso al crédito es el mejor camino 
para combatir la pobreza, y por otro, que el 
crédito constituye un fuerte vínculo social, 
continuarán, con gran éxito, en las expe-
riencias sucesivas. Me refiero a los “bancos 
del villaggio”, el primero de los cuales fue 
fundado por F.W. Raiffeisen en 1864, a las 
Cooperativas de ahorro y crédito ideadas 
por Schulze y Delitzsch y, finalmente, a las 
Cajas de Ahorro y a las Cajas Rurales italia-
nas, de cuyo rol en el desarrollo económico 
de nuestro país no se hablará nunca lo su-
ficiente.

La literatura sobre estas instituciones 
bancarias aún existentes es hoy en día tan 
vasta y conocida que no hace falta detener-
se aquí a ilustrar sus contenidos. Más bien, 
conviene plantearse la siguiente pregunta: 

¿por qué desde hace poco más de un cuar-
to de siglo a esta parte se está asistiendo al 
restablecimiento masivo de formas múlti-
ples de finanzas éticas, como la banca éti-
ca, las microfinanzas o los fondos éticos? 
Para responder se requiere comprender en 
qué sentido es ética la finanza ética. ¿Aca-
so se quiere decir que la finanza comercial 
no es ética, y, por lo tanto, que todos aque-
llos que operan en el sector financiero en 
los más variados contextos exhibirían un 
comportamiento éticamente censurable? 
Ciertamente no; pero entonces, ¿por qué 
tal distinción? Como se comprende, se trata 
de una cuestión en ninguna forma secunda-
ria. Para esbozar una respuesta, considero 
oportuno partir de una consideración de 
carácter general: la finanza ética es parte 
de un fenómeno mucho más amplio que es 
el consumo ético. No podemos comprender 
plenamente la finanza ética si no compren-
demos primero el genus del cual la finanza 
ética forma parte, y el genus es precisamen-
te el consumo ético.

En el curso de los últimos dos siglos la ca-
tegoría económica del consumo ha estado 
sujeta a tres teorizaciones diversas. En una 
primera fase, durante todo el siglo XIX, el 
consumo ha sido visto como destructivo. 
La misma palabra consumo, en el lenguaje 
corriente es usada como sinónimo de des-
trucción. Decimos ‘se consume una cosa’ 
para decir que se la destruye. Una vez con-
sumida no existe más. Es por esta razón que 
durante todo el siglo XIX, la virtud cívica 
por excelencia ha sido la parsimonia. Era la 
postura parsimoniosa la que merecía respe-
to y consideración a nivel público. El con-
sumo pertenecía a la esfera del vicio; tanto 
es así que cuando Bernard de Mandeville 
publica en 1714 su célebre “La Fábula de 
las abejas. Vicios privados y beneficios pú-
blicos”, él mismo corre serios riesgos en su 
integridad física por haber sostenido una 
tesis muy anticipada en relación al espíritu 
de los tiempos: decir que el consumo es un 
acto positivo mientras que la parsimonia, 
diríamos hoy, el ahorro, es un acto negati-
vo. Se requerirá más de un siglo, antes de 
que Keynes pueda defender esa tesis. Es de-
cir que durante todo el siglo XIX, es domi-
nante en la cultura, ya sea económica como 
de filosofía moral, la idea según la cual el 
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consumo es un acto de destrucción y por lo 
tanto algo que se necesita contener y limi-
tar al máximo, mientras que el ahorro es la 
virtud cívica por excelencia.

El siglo XIX es el siglo de Keynes, en el 
curso del cual la perspectiva de este discur-
so es completamente modificada. Keynes 
hará del consumo la variable fundamental 
del proceso económico. El multiplicador 
del rédito quiere significar esto: que una 
economía para desarrollarse necesita que el 
consumo se mantenga a niveles altos. Así, 
el consumo, de ser una actividad destructi-
va se transforma en una actividad virtuosa, 
aquella que pone en marcha el mecanismo 
económico. Las dos concepciones que he 
ilustrado brevemente (el consumo como 
destrucción y el consumo como recurso), 
son muy distintas entre sí, pero tienen un 
elemento en común: el de ver el consumo 
como dependiente de la producción. Quien 
guía la danza del juego económico es siem-
pre la producción, al consumo le está siem-
pre reservado un rol secundario.

La novedad de la actual fase histórica, 
es la tendencia hacia la alteración de la re-
lación de dependencia entre el consumo y 
la producción. El consumo está tomando, a 
pesar de miles de dificultades, la primacía. 
En este sentido, hoy se está verificando una 
intuición que tuvo el gran filósofo y econo-
mista inglés John Stuart Mill que ya en la se-
gunda mitad del siglo XIX había hablado de 
la soberanía del consumidor. En la realidad, 
el consumidor no ha sido nunca soberano 
y no lo es ni siquiera hoy. Potencialmente, 
sin embargo, el consumidor tendría la ca-
pacidad de enviar mensajes a la producción 
para que ésta se adecue a sus preferencias. 
Gastando mi dinero de un modo o de otro, 
envío una señal bien precisa a quien produ-
ce para decirle no sólo qué me agrada que 
el produzca sino también el modo en que 
deseo que su producto sea obtenido. Tal es 
así que, si el consumidor sabe que las zapa-
tillas de tenis (la referencia es al caso Nike) 
o bien la leche en polvo son producidos en 
un modo que él juzga éticamente contrario 
a su visión del mundo, desencadena la san-
ción económica, por ejemplo, en forma de 
boicot.

La gran novedad de esta época es por lo 
tanto, el surgimiento de una nueva figura, 

la del consumidor socialmente responsa-
ble. No es solamente la empresa la que ha 
de ser socialmente responsable. También 
el ciudadano, aquí como consumidor, no 
puede considerarse exonerado de la obliga-
ción de utilizar el propio poder adquisitivo 
para contribuir a alcanzar fines que él juzga 
como éticamente relevantes. Y bien, es en 
este contexto que se inserta el discurso de 
la finanza ética. ¿En qué sentido, es ética la 
finanza ética? Lo es, en tanto el componen-
te valorativo se transforma en el fin del ac-
cionar económico y no tanto en un vínculo 
a respetar o en una norma legal a tener en 
cuenta.

Ahora, mientras la finanza comercial in-
troduce el componente ético en el propio 
sistema de vínculos, la finanza ética lo ve 
como componente de su función objetivo. 
Es éste el núcleo fundamental. La finanza 
ética ubica el logro de determinados obje-
tivos o de determinados valores como pre-
ferencia y no como obligación. El banquero 
comercial se comporta de modo ético si res-
peta las reglas del juego, si no evade o no 
elude los impuestos, si no traiciona la con-
fianza de los ahorristas, y así sucesivamente. 
En cambio, poner la dimensión ética como 
argumento de la función objetivo significa 
que el sujeto económico está intrínsicamen-
te convencido de que existen valores o de-
rechos que pueden ser realizados en su ple-
nitud por medio de la actividad financiera. 
En el caso en cuestión el derecho del cual se 
trata es aquél referido al crédito.

Es verdaderamente paradójico que en el 
actual cambio de época, en el cual el térmi-
no derecho está entre aquellos más sobre-
dimensionados, no se haya todavía acusado 
recibo de que son muchos los segmentos de 
nuestra población a los que les viene siste-
máticamente negado el acceso al crédito y 
a la gestión racional del ahorro. Son éstos 
sujetos que aún siendo portadores de ideas 
y de proyectos industrialmente creíbles, no 
disponen de garantías colaterales ni de ga-
rantías reales; los inmigrantes que, por ser 
clasificados como sujetos no bancarizados, 
se ven sistemáticamente racionados en el 
crédito o a los que no se les reconoce su soli-
citud para gestionar microdepósitos. Todos 
ellos que, deseosos de salir de la pobreza 
(en el sentido relativo), rechazan el camino 
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del asistencialismo público o privado, por-
que prefieren valerse de las oportunidades 
que el mercado pueda ofrecerles.

Generalizando un instante, se puede de-
cir que, mientras ayer pobre era quien no 
podía acceder a niveles decentes de consu-
mo, hoy es pobre sobre todo quien es de-
jado fuera de los circuitos de producción 
de riqueza, o sea, quien se ve constreñido 
a la irrelevancia económica. Me gustaría 
en este punto, recordar un pensamiento de 
Hannah Arendt, de quien se ha cumplido 
recientemente el centenario de su naci-
miento. Escribía en El origen del totalitarismo 
(1951): “el mal radical reside en la voluntad 
perversa de hacer a los hombres superfluos. 
Es como si las tendencias políticas, sociales 
y económicas de esta época conjurasen se-
cretamente para manipular a los hombres 
como si fuesen cosas superfluas”. Son en-
tonces sobre todo los pobres los que tienen 
necesidad de servicios financieros, ya sea en 
forma de microcrédito como así también en 
la gestión del ahorro. Pues bien, las diversas 
expresiones de la finanza ética son aquellas 
que contribuyen más que cualquier otra ins-
titución económica, a combatir la pobreza 
entendida no tanto como falta de rédito, 
sino como vulnerabilidad y exclusión. Se 
puede decir, por lo tanto, que la batalla 
para asegurar a todos el acceso al crédito es 
una verdadera batalla de civilidad.

¿Qué decir de las perspectivas futuras? 
¿Tienen acaso razón aquellos que sostienen 
que la microfinanza estaría sufriendo una 
irreducible paradoja, aquella por la cual su 
mismo éxito decretase, a la larga, su propia 
extinción? Una respuesta no superficial exi-
ge que se apunte a los límites de la microfi-
nanza además de a sus fortalezas. Téngase 
en cuenta que el término límite quiere sig-
nificar aquí confín y no una laguna o error. 
Sólo una comprensión no distorsionada de 
los límites de validez y de eficacia de la mi-
crofinanza puede consentirnos el conjetu-
rar cuál será, en el futuro, su radio de ac-
ción. Veamos entonces, de ilustrarlos muy 
brevemente.

En primer lugar, la microfinanza no se 
ocupa ni se pregunta acerca de las causas de 
la pobreza. Su objetivo es el de intervenir 
sobre todo, sobre los efectos de la pobreza 
aliviando a los pobres de la dependencia y, 

por lo tanto, de la pérdida de autonomía 
que siempre las intervenciones en clave 
asistencial llevan a generar. La microfinan-
za considera por lo tanto el contexto social y 
normativo como un dato desde el cual par-
tir. Un segundo límite fue bien evidenciado 
por el Consultative Group to Assist the Poor 
(CGAP) en su The impact of microfinance, Do-
nor Brief, n.13, Julio de 2003. Se lee allí que 
la microfinanza se dirige, básicamente, a los 
‘moderadamente pobres’ y no a los que es-
tán en la pobreza extrema, los cuales tienen 
más que nada necesidad de todo cuanto 
sirve para alcanzar el umbral de la subsis-
tencia en sentido fisiológico. Por otra parte, 
las intervenciones de microfinanzas postu-
lan, para producir determinado efecto, al 
menos un simulacro de organización insti-
tucional de mercado, y donde hay pobreza 
extrema ni siquiera se puede hablar de mer-
cado. En tal sentido, la microfinanza tiende, 
de por sí, a acrecentar la desigualdad entre 
pobres y esto en la medida en que los más 
pobres entre los pobres, que no presentan 
ningún potencial emprendedor, no tienen, 
de hecho, acceso al microcrédito. Un tercer 
límite, finalmente, en parte relacionado al 
precedente, es que la microfinanza tiende, 
por su propia naturaleza, a formalizar la in-
clusión social de los excluidos mediante su 
auto-ocupación y el nacimiento de microem-
presas. Pero los pobres extremos tienen ne-
cesidad de ocupación, debido a que no son 
capaces de auto-ocuparse, ya sea por limita-
ciones de tipo cognitivas o fisiológicas.

¿Cuál es el sentido de lo antedicho? Por 
una parte, sugiere que no se debe pretender 
de la microfinanza aquello que ella no pue-
de dar. Para decirlo en términos generales, 
la microfinanza tiende a mejorar la ‘capaci-
dad de vida’ de las personas, dilata su capa-
bility set en el sentido de Amartya Sen, pero 
los pobres extremos requieren intervencio-
nes que apunten sobre todo a mejorar sus 
‘condiciones de vida’. Por otra, los límites 
indicados sirven para hacernos compren-
der las fortalezas de la microfinanza. Por ra-
zones de espacio los menciono solamente, 
debido a que son ya conocidos. La microfi-
nanza actúa como puente entre el sector in-
formal y el sector formal de la economía; es 
uno de los instrumentos más eficaces para 
favorecer la emancipación de las mujeres; 
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es el más potente instrumento para aumen-
tar la tasa de iniciativa empresarial de una 
comunidad local. Pero sobre todo es la más 
creíble –además de ser el camino más efi-
caz–, para crear el capital social de tipo lin-
king que es hoy unánimemente reconocido 
como el factor decisivo para el desarrollo.

Ahora se puede dar una respuesta al inte-
rrogante arriba expuesto. Si la microfinanza 
es capaz de conservar y reforzar su identidad 
–que es aquella definida por sus fortalezas–, 
continuará creciendo no solamente en los 
países en vías de desarrollo, sino también en 
aquellos de Occidente avanzado. Si, por el 
contrario, prevalece la posición de aquellos 
que ven en la microfinanza no mucho más 
que un instrumento para suplir a las imper-
fecciones del mercado financiero y, por lo 
tanto, un ulterior producto para insertar en 
la gama de los servicios financieros ya dispo-
nibles, entonces tiene los años contados. No 
es difícil darse cuenta de esto. Si hacemos 
depender la existencia de la microfinanza 
únicamente de los problemas vinculados a 
la presencia de información oculta y de ac-
ción oculta en el mercado de crédito, está 
claro que, resueltos éstos, no habrá más ne-
cesidad de los esquemas de préstamo típi-
cos de la microfinanza (préstamo de grupo; 
reuniones de grupo; restitución a intervalos 
cercanos; etc.).

He aquí por qué la cuestión del futuro 
de la microfinanza está indisolublemente 
vinculada a aquella que se relaciona con el 
fin último que ella pretende perseguir: si a 
la eficiencia del mercado o a su civilización. 
En la óptica de la sola eficiencia, a los suje-
tos que practican la microfinanza no puede 
no solicitárseles la completa autosuficien-
cia financiera (después del período inicial 
de su puesta en marcha), con lo que dichos 
sujetos terminarán obligatoriamente adop-
tando un comportamiento que será sustan-
cialmente igual al de la finanza comercial. 
Por ejemplo, serán los segmentos más ren-
tables de la clientela los que reciban las ma-
yores atenciones, y esto no para obtener un 
beneficio sino para contrastar los excesivos 
costos operativos relacionados a los otros 
segmentos de la clientela. Una importan-
te organización de microfinanza inglesa, la 
Street UK, informa que el costo para pres-
tar una libra esterlina ha sido de ocho libras 

en la etapa inicial de actividad y luego de 
dos libras y media en la fase de pleno fun-
cionamiento. 

Moverse, en cambio, en la óptica del 
mercado civil significa preguntarse si el 
más alto costo medio por unidad de dinero 
prestado a los sujetos que practican el mi-
crocrédito es o no compensado por el va-
lor agregado social (VAS) que la actividad 
de aquellos sujetos va a producir. A su vez, 
esto significa reconocer que la microfinanza 
produce no solamente un valor instrumental 
como cualquier otro sujeto que opera en el 
mercado financiero, sino también un valor 
expresivo que es medible, aunque no lo es 
según los cánones standard. (Como se sabe, 
no se mide la creación del capital social del 
mismo modo en que se mide la eficiencia).

En definitiva, el destino de la microfinan-
za está finalmente vinculado a la capacidad 
(y a la voluntad) de sus dirigentes de reali-
zar un balance armónico entre la dimensión 
‘expresiva’ y la ‘instrumental’, evitando que 
la afirmación plena de una, vaya en detri-
mento de la otra. Es éste el verdadero nudo 
a desatar. Mientras que al management de 
la finanza comercial nadie le pedirá nunca 
cuentas del valor expresivo generado por su 
actividad, el management de la microfinan-
za debe poder mostrar cuánto valor social 
agregado produce en su accionar. Sólo así 
podrá ‘justificar’ el más alto costo medio 
arriba mencionado. Se comprende enton-
ces, por qué es mucho más difícil gestionar 
una actividad de microfinanza que una de 
finanza comercial. El empresario civil no 
actúa sólo por motivaciones extrínsecas, 
aquellas que poseen una naturaleza teleo-
lógica (se cumple una acción para extraer 
de ella el mejor resultado posible) y que son 
expresión de pasiones peculiares, como la 
adquisitiva o la narcisista del yo. El empre-
sario civil posee también motivaciones in-
trínsecas, aquellas por las que se hace una 
cosa por el significado o el valor intrínseco 
de lo que se hace y no sólo por el resulta-
do final. Tales motivaciones provienen de 
una pasión especial, la pasión por el otro, 
no ya visto en mera clave instrumental. Por 
esta razón, el empresario civil se preocupa 
no sólo por el ‘quantum’ producido por sus 
iniciativas, sino también por ‘cómo’ el resul-
tado final ha sido obtenido.
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Escribió Chesterton: “Toda la diferencia 
entre construcción y creación es exactamen-
te ésta: una cosa construida se puede amar 
sólo después de que ha sido construida; 
pero una cosa creada se ama antes de hacer-
la existir”. Lo mismo vale para diferenciar 
al empresario constructor del empresario 
creador. El empresario ‘del bien común’ es 
un creador en este preciso sentido.

5. A modo de conclusión

¿Existe lugar para la categoría del bien 
común dentro del discurso y la práctica de 
la economía? ¿O es que esta última está ‘con-
denada’ a hablar el lenguaje y por lo tanto a 
ocuparse solamente de eficiencia, beneficio, 
competitividad, desarrollo y, como máximo, 
de justicia distributiva? La pregunta no es 
retórica si se considera que el bien común 
está hoy en la mira, si bien con intenciones 
diversas, de un doble frente, el de los neoli-
berales y el de los neoestatistas. Los prime-
ros se ‘contentan’ con la filantropía y con 
varias de las prácticas del conservadurismo 
compasivo para asegurar un nivel mínimo 
de asistencia social a los segmentos débiles 
y marginados de la población. Pero que no 
sea éste el sentido del bien común nos viene 
de considerar que la atención a quien tiene 
necesidades no debe ser objetual sino per-
sonal. La humillación de ser considerados 
‘objetos’ de la atención de los otros, aunque 
sea de tipo compasivo, es el límite grave de 
la concepción liberal-individualista, que no 
llega a comprender el valor de la empatía en 
las relaciones interpersonales. Como se lee 
en Deus Caritas Est: “La íntima participación 
personal en las necesidades y sufrimientos 
del otro se convierte así en un darme a mí 
mismo: para que el don no humille al otro, 
no solamente debo darle algo mío, sino a 
mí mismo; he de ser parte del don como 
persona” (n.34).

Tampoco la lógica neoestatista compren-
de el significado profundo del bien común. 
Insistiendo únicamente en el principio de 
solidaridad, el Estado se hace cargo de ase-
gurar a todos los ciudadanos niveles esen-
ciales de asistencia. Pero de este modo, con-
tradice el principio de gratuidad negando a 
nivel de la ‘esfera pública’ cualquier espacio 

para la acción gratuita. Si se reconoce que la 
gratuidad desarrolla una función profética, 
porque porta en sí misma una ‘bendición 
escondida’, pero no se permite que esta 
función se manifieste en la esfera pública, 
está claro que el espíritu del don estará su-
jeto a una lenta atrofia. La ayuda por la vía 
exclusivamente estatal tiende a producir in-
dividuos asistidos pero no respetados en su 
dignidad, porque no llega a evitar la repro-
ducción de la dependencia.

El desafío hoy, es luchar por restituir el 
principio del bien común a la esfera públi-
ca. El bien común, afirmando el primado de 
la relación interpersonal sobre su exonera-
ción, del vínculo intersubjetivo sobre el bien 
donado, de la identidad personal sobre la 
utilidad, debe poder encontrar espacio de 
expresión por doquier, en cualquier ámbito 
del accionar humano, también compren-
didas la economía y la política. El mensaje 
central es, por lo tanto, aquél de pensar la 
caridad, y por lo tanto la fraternidad, como 
clave de la condición humana, viendo en 
el ejercicio del don gratuito el presupuesto 
indispensable para que Estado y mercado 
puedan funcionar teniendo como meta el 
bien común. Sin prácticas extendidas de 
gratuidad se podrá también tener un mer-
cado eficiente y un Estado competente (in-
cluso justo) pero eficiencia y justicia, aunque 
unidas, no sirven para hacernos felices. “El 
amor-caritas –escribe Benedicto XVI– siem-
pre será necesario, incluso en la sociedad 
más justa […]. Siempre habrá sufrimiento 
que necesita consuelo y ayuda. Siempre ha-
brá soledad” (n.28).

Albert Camus escribió en Bodas: “Si hay 
un pecado contra la vida, no es quizá tanto 
desesperar de ella, sino el de esperar otra 
vida y sustraerse a la implacable grandeza 
de ésta....”. Camus no era creyente, pero 
nos enseña una verdad: no se necesita pe-
car contra la vida presente descalificándola, 
humillándola. No se debe, por eso correr el 
centro de gravedad de nuestra fe en el más 
allá, tanto de hacer insignificante el presen-
te: pecaríamos contra la Encarnación. Se 
trata de una opción antigua que data de los 
Padres de la Iglesia que llamaban a la En-
carnación un Sacrum Commercium para su-
brayar la relación de reciprocidad profunda 
entre lo humano y lo divino y sobre todo 
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para remarcar que el Dios Cristiano es un 
Dios de hombres que viven en la historia y 
que se interesa, es más, se conmueve, por 
su condición humana. Amar la existencia es 
entonces un acto de fe y no sólo de placer 
personal. Es lo que nos da la esperanza, la 
cual no concierne solamente al futuro, sino 
también al presente, porque tenemos la ne-
cesidad de saber que nuestras obras, ade-
más de un destino, poseen un significado y 
un valor también aquí y ahora.
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Durante las últimas tres décadas hemos 
visto un cambio notable en el rendimien-
to de la política monetaria. Para fines de la 
década de 1970 la inflación había subido 
a niveles muy altos, y muchos países de la 
Organización para la Cooperación y el De-
sarrollo Económicos (OCDE) experimenta-
ban tasas de inflación de dos dígitos. La ma-
yoría de los países de la OCDE tienen hoy 
tasas de inflación cercanas al nivel del 2%, 
lo que es consistente con lo que la mayoría 
de los economistas consideran estabilidad 
de precios, y la volatilidad de la inflación 
ha descendido notablemente. Una preocu-
pación puede ser que los niveles bajos y es-
tables de inflación pueden haberse logrado 
a expensas de una mayor volatilidad en la 
producción, pero eso no es lo que ha suce-
dido. La volatilidad de la producción tam-
bién ha descendido en la mayoría de los 
países de la OCDE. El rendimiento mejora-
do de la política monetaria se ha asociado 
con avances en la ciencia de la política mo-
netaria, es decir, con un conjunto de prin-
cipios que se han desarrollado a partir de 
una teoría rigurosa y de trabajo empírico, y 
que han llegado a guiar el pensamiento de 
quienes practican la política económica.

En este artículo, revisaré el progreso que 
la ciencia de la política monetaria ha tenido 
en las últimas décadas. En mi opinión, este 
progreso ha expandido significativamente 
el grado en el cual la práctica de la polí-
tica monetaria refleja la aplicación de un 
conjunto central de principios “científicos”. 
¿Acaso este progreso significa que, como 
afirma Keynes, la política monetaria se vol-
verá tan aburrida como la odontología, es 

decir, que esa política se reducirá a la apli-
cación rutinaria de principios básicos, algo 
muy semejante a rellenar caries?1 Afirmaré 
que existen, y siempre existirán, elemen-
tos de arte en la conducción de la política 
económica; en otras palabras, que siempre 
se necesitará un nivel importante de juicio 
para lograr resultados deseables en ambos 
frentes de la inflación y del empleo. 

I. Avances en la ciencia de la política mo-
netaria en décadas recientes

Durante las últimas cinco décadas, los 
economistas monetarios han desarrollado 
un conjunto de principios científicos bási-
cos, derivados de la teoría y de la evidencia 
empírica, que guían ahora el pensamiento 
en la mayor parte de los bancos centrales 
y explican gran parte del éxito en la con-
ducción de la política monetaria. Presen-
taré mi punto de vista sobre los principios 
claves y cómo se han desarrollado duran-
te aproximadamente los últimos cincuen-
ta años. Los principios son: 1) la inflación 
es siempre y en todas partes un fenómeno 
monetario; 2) la estabilidad de precios po-
see importantes beneficios; 3) no existe un 
compromiso a largo plazo entre desempleo 
e inflación; 4) las expectativas juegan un rol 
crucial en la determinación de la inflación 
y en la transmisión de la política moneta-
ria a la macroeconomía; 5) las tasas de inte-
rés reales necesitan subir con una inflación 
mayor, es decir, el Principio de Taylor; 6) la 
política monetaria está sujeta al problema 
de inconsistencia temporal; 7) la indepen-
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dencia del banco central ayuda a mejorar 
la eficiencia de la política monetaria; 8) el 
compromiso con un anclaje nominal fuerte 
es central para producir buenos resultados 
en política monetaria; y 9) las fricciones fi-
nancieras tienen un rol importante en los 
ciclos comerciales. Examinaré cada uno de 
los principios.

1. La inflación es siempre y en todas par-
tes un fenómeno monetario

Para las décadas de 1950 y 1960, la ma-
yoría de los macroeconomistas convergían 
en una visión consensuada de las fluctua-
ciones macroeconómicas que minimizaba 
el papel de los factores monetarios. Gran 
parte de este consenso reflejaba las conse-
cuencias de la Gran Depresión y de la obra 
seminal de Keynes Teoría General de la Ocu-
pación, el Interés y el Dinero, que señalaba el 
déficit de la demanda agregada como fuen-
te de la Gran Depresión y el papel de los 
factores fiscales como posibles remedios. 
En contraste, investigaciones realizadas por 
Milton Friedman y otros, que se conocieron 
como la tradición “monetarista” (Friedman 
y Meiselman, 1963; Friedman y Schwartz, 
1963a,b), atribuyeron gran parte de los pro-
blemas económicos de la Depresión a malas 
decisiones en política económica y en gene-
ral sostenían que el crecimiento en la oferta 
de dinero era un determinante clave en la 
actividad económica agregada y, en parti-
cular, en la inflación. Con el tiempo, estas 
investigaciones, así como las predicciones 
de Friedman acerca de que la política mo-
netaria expansionista de la década de 1960 
llevaría a tasas de inflación y de intereses al-
tas (Friedman, 1968), tuvieron un gran im-
pacto sobre la profesión económica, y casi 
todos los economistas llegaron finalmente a 
acordar con el famoso adagio de Friedman, 
“La inflación es siempre y en todas partes 
un fenómeno monetario” (Friedman 1963, 
p. 17), en tanto la inflación se refiere a un 
aumento sostenido en el nivel de precios 
(por ejemplo, Mishkin, 2007a).

El acuerdo general con el adagio de 
Friedman no significó que todos los eco-
nomistas suscribieran a la visión de que el 
crecimiento monetario fuera la información 

más valiosa con respecto a la inflación, sino 
más bien a que la fuente última de la in-
flación era una política monetaria abierta-
mente expansiva. En particular, un sello im-
portante en esta línea de pensamiento fue 
que los responsables de los bancos centrales 
llegaron a reconocer que mantener la infla-
ción bajo control era su responsabilidad.2

2. Los beneficios de la estabilidad de pre-
cios

Con el aumento de la inflación en las dé-
cadas de 1960 y 1970 los economistas, así 
como el público y los políticos, comenzaron 
a discutir los altos costos de la inflación (por 
ejemplo, ver las encuestas en Fischer, 1993; 
y Anderson y Gruen, 1995). La inflación 
alta socava el rol del dinero como medio de 
intercambio al actuar como un impuesto so-
bre las tenencias en efectivo. Además, una 
situación de inflación alta lleva a una sobre-
inversión en el sector financiero, que se ex-
pande para ayudar a los individuos y a los 
negocios a escapar de alguno de los costos 
de la inflación (English, 1996). La inflación 
lleva a la incertidumbre sobre los precios 
relativos y al nivel de precios futuros, difi-
cultando la toma de decisiones para las fir-
mas y los individuos, y disminuyendo así la 
eficiencia económica (Lucas, 1972; Briault, 
1995). La interacción entre el sistema im-
positivo y la inflación aumenta también las 
distorsiones que afectan adversamente la 
actividad económica (Feldstein, 1997). La 
inflación imprevista provoca redistribucio-
nes de la riqueza y en tanto la inflación alta 
tiende a estar asociada con una inflación 
volátil, estas distorsiones pueden aumentar 
los costos del financiamiento. Finalmente, 
algunos hogares sin duda no comprenden 
plenamente las implicancias de una ten-
dencia general en los precios –es decir que 
pueden sufrir un engaño nominal– dificul-
tando la planificación financiera.3 El efecto 
total de estas distorsiones se apreció mejor 
en el transcurso de la década de 1970, y el 
efecto total de los altos costos de la infla-
ción llevó a la opinión de que una inflación 
baja y estable puede aumentar el nivel de 
recursos empleados productivamente en la 
economía.4, 5



Año XXV • Nº 70 • Diciembre 200746

3. No existe un compromiso a largo plazo 
entre desempleo e inflación

Un artículo publicado en 1960 por Paul 
Samuelson y Robert Solow sostenía que el 
trabajo de A.W. Phillips (1958), que llegó a 
conocerse como la curva de Phillips, suge-
ría que existía un compromiso a largo plazo 
entre el desempleo y la inflación y que este 
compromiso debía explotarse.

Según esta perspectiva, los responsables 
de las políticas deberían elegir entre dos 
objetivos en competencia –la inflación y el 
desempleo– y decidir qué tan alta sería la 
tasa de inflación que estarían dispuestos a 
aceptar para lograr una tasa de desempleo 
baja. Incluso Samuelson y Solow mencio-
naron que un objetivo no perfeccionista de 
una tasa de desempleo del 3% podía alcan-
zarse con lo que ellos consideraron una tasa 
de inflación no demasiado alta del 4% a 5%  
anual. Esta forma de pensar fue influyente, 
y probablemente contribuyó a un activismo 
en política monetaria y fiscal que apuntaba 
a llevar a la economía a niveles de empleo 
que, en retrospectiva, no eran sustentables. 
En realidad los registros económicos de 
fines de la década de 1960 y de la década 
de 1970 no fueron buenos: la inflación se 
aceleró, y la tasa de inflación en los Estados 
Unidos y en otros países industrializados fi-
nalmente creció por encima del 10% en la 
década de 1970, lo que condujo a lo que se 
ha denominado “La Gran Inflación.”

El compromiso sugerido por Samuelson 
y Solow fue muy discutido por Milton Fried-
man (1968) y Edmund Phelps (1968), quie-
nes sostuvieron, en forma independiente, 
que no existía ningún compromiso a largo 
plazo entre el desempleo y la tasa de infla-
ción: más bien, la economía gravitaría a una 
tasa natural de desempleo a largo plazo, sin 
importar cuál fuera la tasa de inflación. En 
otras palabras, la curva de Phillips a largo 
plazo sería vertical, y los intentos para dis-
minuir el desempleo más allá de la tasa na-
tural sólo resultarían en una inflación ma-
yor. La hipótesis de la tasa natural de Fried-
man-Phelps fue inmediatamente influyente 
y comenzó a incorporarse en los modelos 
econométricos formales con bastante rapi-
dez.

Considerando el probable rol que tuvie-

ron los intentos de explotar el compromi-
so a largo plazo de la curva de Phillips en 
la “Gran Inflación”, los responsables de los 
bancos centrales hicieron bien en adoptar la 
tasa natural, es decir la perspectiva de que 
no existe un compromiso a largo plazo. Por 
supuesto, la discusión anterior acerca de los 
beneficios de la estabilidad de precios su-
giere un intercambio positivo a largo plazo, 
pero no del tipo de la curva de Phillips. Más 
bien, la baja inflación probablemente con-
tribuye a mejorar la eficiencia y por lo tanto 
a un empleo más alto en el largo plazo.

4. El rol crucial de las expectativas

Un aspecto crucial de la hipótesis de la 
tasa natural de Friedman-Phelps era que la 
inflación sostenida podía inicialmente con-
fundir a las firmas y a los hogares, pero en 
el largo plazo una inflación sostenida no 
impulsaría al empleo, ya que las expectativas 
de inflación se ajustarían a cualquier tasa 
sostenida de aumento en los precios. Desde 
principios de la década de 1970, la revolu-
ción de las expectativas racionales, presen-
tada en una serie de artículos de Robert Lu-
cas (1972, 1973 y 1976), llevó a este razona-
miento un paso adelante y demostró que las 
expectativas del público y de los mercados 
acerca de las acciones políticas poseen efec-
tos importantes sobre casi todos los sectores 
de la economía.6 La teoría de las expectati-
vas racionales enfatizaba en que los agentes 
económicos pueden ser motivados por un 
comportamiento optimizador, y, por lo tan-
to, sus expectativas acerca de variables fu-
turas deberían ser pronósticos óptimos (la 
mejor conjetura acerca del futuro) utilizan-
do toda la información disponible. Debido 
a que el comportamiento óptimo propuesto 
por las expectativas racionales indica que 
las expectativas deben responder inmedia-
tamente a la nueva información, las expec-
tativas racionales sugieren que el largo pla-
zo puede ser bastante breve, de forma tal 
que los intentos de bajar el desempleo por 
debajo de la tasa natural puede llevar a una 
inflación más alta muy rápidamente.

Un elemento fundamental de la revolu-
ción de las expectativas racionales es que las 
expectativas acerca de la política monetaria 
futura poseen un impacto importante so-



   Revista Cultura Económica 47

bre la evolución de la actividad económica. 
Como resultado, el componente sistemático 
de las acciones de quienes desarrollan las 
políticas, es decir, el componente que pue-
de ser anticipado, posee un rol crucial en 
la conducción de la política monetaria. De 
hecho, la administración de expectativas 
acerca de políticas futuras se ha convertido 
en un elemento central de la teoría moneta-
ria, como se señala en la síntesis reciente de 
Michael Woodford (2003).7 Y este elemen-
to posee implicancias de gran alcance, por 
ejemplo con respecto a los tipos de compor-
tamiento sistemático por parte de quienes 
desarrollan políticas que probablemente 
lleven hacia una estabilidad y crecimiento 
macroeconómicos.8

5. El principio de Taylor

El reconocimiento de que los resultados 
económicos dependen de expectativas con 
respecto a la política económica sugiere 
que la evaluación de las políticas requiere la 
comparación de rendimientos económicos 
bajo diferentes reglas de política moneta-
ria.9 Un tipo de reglas que ha recibido enor-
me atención en la literatura es la regla de 
Taylor (Taylor, 1993a), que describe la polí-
tica económica como el establecimiento de 
una tasa bancaria de muy corto plazo (tasa 
de fondos federales en los Estados Unidos) 
en respuesta a desviaciones en la inflación 
de su nivel deseado u objetivo (la brecha 
de inflación) y la desviación de la produc-
ción de su nivel de tasa natural (la brecha 
de producto).10 Taylor (1993a) sostuvo que 
una regla de este tipo poseía propiedades 
deseables y en particular que estabilizaría la 
inflación sólo si el coeficiente en la brecha 
de inflación era superior a la unidad. Esta 
conclusión se conoce como el “principio 
de Taylor” (Woodford, 2001) y puede des-
cribirse en su forma más sencilla diciendo 
que para estabilizar la política monetaria 
se debe elevar la tasa de interés nominal 
en más que el aumento en la inflación. En 
otras palabras, la inflación permanecerá 
bajo control sólo si las tasas de interés rea-
les suben en respuesta a un aumento en la 
inflación. Aunque el principio de Taylor 
parece ahora bastante obvio, estimaciones 
de las reglas de Taylor, como las de Clarida, 

Gali y Gertler (1998), indican que durante 
fines de la década de 1960 y en la década 
de 1970 muchos bancos centrales, e incluso 
la Reserva Federal, violaron el principio de 
Taylor, lo que resultó en la “Gran Inflación” 
que tantos países experimentaron durante 
este periodo.11 En realidad, a medida que la 
inflación creció en los Estados Unidos, las 
tasas de interés reales cayeron.12

6. El problema de la inconsistencia tem-
poral

Otro desarrollo importante en la cien-
cia de la política monetaria que surgió de 
la revolución de las expectativas racionales 
fue el descubrimiento de la importancia del 
problema de la inconsistencia temporal en 
artículos de Kydland y Prescott (1977), Cal-
vo (1978), y Barro y Gordon (1983). El pro-
blema de la inconsistencia temporal puede 
surgir si la política monetaria conducida 
sobre una base discrecional día a día, con-
duce a resultados a largo plazo peores de 
los que podrían lograrse con el compromiso 
con una regla política. En particular quie-
nes desarrollan políticas pueden encontrar 
tentador explotar un compromiso de curva 
de Phillips a corto plazo entre inflación y 
empleo; pero los agentes privados, sabedo-
res de esta tentación, ajustarán sus expec-
tativas para anticipar la política expansiva, 
de forma tal que sólo resultará en una ma-
yor inflación sin un aumento a corto pla-
zo en el empleo. En otras palabras, sin un 
mecanismo de compromiso, quienes llevan 
a cabo políticas monetarias se encontrarán 
imposibilitados de seguir en forma consistente 
un plan óptimo a través del tiempo; el plan 
óptimo puede ser inconsistente temporalmen-
te y así pronto será abandonado. La noción 
de la inconsistencia temporal ha llevado a 
una cantidad de importantes desarrollos 
con respecto a comportamientos de bancos 
centrales, tales como la importancia de la 
reputación (formalizada en el concepto de 
equilibrios reputacionales) y el diseño institu-
cional.

7. Independencia del banco central

El problema potencial de la inconsis-
tencia temporal ha producido una gran 
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cantidad de investigación que examina la 
importancia de las características institucio-
nales que pueden ofrecer a los responsables 
de los bancos centrales los mecanismos de 
compromiso que necesitan para conseguir 
una baja inflación. Quizás lo más significa-
tivo ha sido la investigación que muestra 
que la independencia del banco central, 
al menos en cuanto a ciertas dimensiones, 
probablemente sea muy importante para 
mantener una baja inflación. Permitir a los 
bancos centrales que sean independien-
tes respecto de los instrumentos, es decir, 
controlar el establecimiento de instrumen-
tos de política monetaria, puede ayudar a 
aislarlos de presiones de corto plazo para 
explotar el compromiso de la curva de Phi-
llips entre el empleo y la inflación y evitar 
así el problema de la inconsistencia tem-
poral.13 La evidencia apoya la conjetura de 
que el rendimiento de la macroeconomía 
se ve mejorado cuando los bancos centrales 
son más independientes. Cuando los ban-
cos centrales en los países industrializados 
están clasificados de menos independientes 
legalmente a más independientes legalmen-
te, se observa que el comportamiento de la 
inflación es mejor en los países con los ban-
cos centrales más independientes (Alesina y 
Summers, 1993; Cukierman, 1993; Fischer, 
1994; y las encuestas en Forder, 2000, y Cu-
kierman, 2006).

Un ejemplo particularmente interesante 
ocurrió con el otorgamiento de la indepen-
dencia respecto de los instrumentos al Ban-
co de Inglaterra en mayo de 1997 (Mishkin 
y Posen, 1997; Bernanke y otros, 1999); an-
tes de esa fecha, el Chancellor of the Ex-
chequer (el ministro de finanzas) establecía 
los instrumentos de política monetaria, no 
el Banco de Inglaterra. Durante 1995-96 la 
tasa de inflación minorista en el Reino Uni-
do (RPIX) fue muy cercana al 3%, pero la 
brecha entre los rendimientos de los bonos 
nominales y de los indexados, lo que se de-
nomina la inflación “breakeven” a diez años, 
fue sustancialmente superior, en el rango 
del 4% al 5%, lo que refleja las expectati-
vas de inflación de los inversores, así como 
la compensación para el riesgo de inflación 
percibido en un horizonte de diez años. En 
particular, la inflación promediada cayó sig-
nificativamente en el día en que el gobierno 

anunció la independencia del Banco de In-
glaterra y ha permanecido sustancialmente 
más baja desde entonces. Este caso de estu-
dio brinda un buen ejemplo de los benefi-
cios de la independencia de instrumentos.

Aunque existen argumentos convincentes 
a favor de la independencia de instrumen-
tos, no ocurre lo mismo para la indepen-
dencia de objetivos, para la habilidad de los 
bancos centrales de establecer sus propios 
objetivos para la política monetaria.14 En 
una democracia, el público ejerce control 
sobre las acciones de los gobiernos y los res-
ponsables de las políticas deben responder 
por ellas, lo que requiere que los objetivos 
de la política monetaria sean establecidos 
por el gobierno electo. Aunque los princi-
pios democráticos básicos apoyan el hecho 
de que el gobierno establezca los objetivos 
de la política monetaria, el tema de si debe 
establecer objetivos para el corto o el media-
no plazo es más discutido. Por ejemplo, una 
situación en la que el gobierno establece un 
objetivo de tasa de inflación o tasa de cam-
bio a corto plazo, que se cambia cada mes o 
cada trimestre, puede fácilmente llevar a un 
grave problema de inconsistencia temporal 
en el cual dominarían los objetivos de cor-
to plazo. En la práctica, sin embargo, este 
problema no parece ser grave debido a que, 
por ejemplo, en muchos países en los que el 
gobierno establece el objetivo de inflación 
anual, el objetivo rara vez cambia una vez 
que se logra la estabilidad de los precios, 
aunque, en teoría, los gobiernos podrían 
manipular los objetivos de política mone-
taria para buscar objetivos de corto plazo, 
generalmente no lo hacen si el proceso de 
establecimiento de objetivos es altamente 
transparente.

Sin embargo, el atraso de la política mo-
netaria respecto de la inflación es un tema 
técnico que el banco central está bien si-
tuado para determinar. Así, por ejemplo, 
decidir cuánto deberá transcurrir para que 
la inflación regrese a un objetivo de largo 
plazo requiere necesariamente criterio y ex-
periencia con respecto a la naturaleza del 
proceso inflacionario y su interacción con 
la actividad real. Esa necesidad de criterio 
y experiencia actúa en favor de que sea el 
banco central quien establezca objetivos de 
mediano plazo debido a que la velocidad 
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con la que pueden alcanzarse depende de 
los atrasos de la política monetaria. Si es el 
banco central o el gobierno quien debiera 
establecer los objetivos de inflación a me-
diano plazo es por tanto un tema abierto.

8. Compromiso con un anclaje nominal

La inhabilidad de la política económica 
para impulsar el empleo en el largo plazo, 
la importancia de las expectativas, los bene-
ficios de la estabilidad de precios y el pro-
blema de la inconsistencia temporal son las 
razones por las que el compromiso con un 
anclaje nominal, es decir la estabilización 
de una variable nominal tal como la tasa 
inflacionaria, la provisión de dinero o una 
tasa de intercambio, es crucial para lograr 
un resultado exitoso con la política mone-
taria.

Un compromiso institucional con la es-
tabilidad de precios a través del estableci-
miento de un anclaje nominal ofrece un ba-
lance al problema de la inconsistencia tem-
poral porque aclara que el banco central 
debe enfocarse en el largo plazo y así resistir 
la tentación de seguir políticas expansivas 
de corto plazo que son inconsistentes con 
el anclaje nominal. El compromiso con un 
anclaje nominal puede también alentar al 
gobierno a ser más responsable fiscalmente, 
lo que también actúa a favor de la estabili-
dad de precios. Por ejemplo, desequilibrios 
fiscales persistentes han, en ausencia de un 
anclaje nominal fuerte, llevado a algunos 
gobiernos, en particular en economías me-
nos desarrolladas, a recurrir al denominado 
impuesto inflacionario: la emisión de dine-
ro para pagar por bienes y servicios, lo que 
produce mayor inflación y es así inconsis-
tente con la estabilidad de precios.

El compromiso con un anclaje nominal 
también conduce a acciones políticas que 
promueven la estabilidad de precios, lo que 
ayuda a promover la eficiencia económica y 
el crecimiento. El compromiso con un an-
claje nominal ayuda a estabilizar las expec-
tativas inflacionarias, lo que reduce la pro-
babilidad de “sustos inflacionarios” en los 
cuales se disparan la inflación y las tasas de 
interés previstos (Goodfriend, 1993). Los 
sustos inflacionarios conducen a malos re-
sultados económicos debido a que la subida 

en las expectativas inflacionarias conduce 
no sólo a una inflación real más alta sino 
también a un ajuste en la política monetaria 
para poner a la inflación nuevamente bajo 
control, lo que a menudo resulta en impor-
tantes caídas en la actividad económica. El 
compromiso con un anclaje nominal es por 
tanto un elemento crucial en una admi-
nistración exitosa de las expectativas; y es 
una característica clave de teorías recientes 
acerca de la política monetaria óptima, co-
nocidas como la nueva síntesis neoclásica (o 
neo keynesiana) (Goodfriend y King, 1997; 
Clarida, Gali, y Gertler, 1999; Woodford, 
2003). Se ha observado que un compromiso 
exitoso con un anclaje nominal produce no 
sólo una inflación más estable sino también 
menor volatilidad en las fluctuaciones pro-
ductivas (Fatás, Mihov, y Rose, 2007; Mish-
kin y Schmidt-Hebbel, 2002, 2007).

9. Fricciones financieras y el ciclo comer-
cial

Investigaciones que reflejan cómo la in-
formación asimétrica puede impedir el fun-
cionamiento eficiente del sistema financie-
ro (Akerlof, 1970; Myers y Majluf, 1984; y 
Greenwald, Stiglitz, y Weiss, 1984) sugieren 
un vínculo importante entre las fluctua-
ciones del ciclo comercial y las fricciones 
financieras. Cuando los shocks del sistema 
financiero aumentan la asimetría de la in-
formación de forma tal que las fricciones 
financieras aumentan considerablemente, 
se produce inestabilidad financiera, y el sis-
tema financiero ya no es capaz de canalizar 
fondos hacia aquellos con oportunidades 
de inversión productiva, con el resultado 
de que la economía puede experimentar 
un importante vuelco económico negativo 
(Mishkin, 1997). El redescubrimiento del 
artículo de Irving Fisher (1933) sobre la 
Gran Depresión condujo al reconocimiento 
de que la inestabilidad financiera jugó un 
papel central en el colapso de la actividad 
económica durante ese período (Mishkin, 
1978; Bernanke, 1983; y la encuesta en Ca-
lomiris, 1993), y ha producido un gran can-
tidad de literatura acerca del rol de las fric-
ciones financieras en las fluctuaciones del 
ciclo comercial (por ejemplo, Bernanke and 
Gertler, 1999, 2001; Bernanke, Gertler, y 
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Gilchrist, 1999; Kashyap y Stein, 1994). En 
verdad, se comprende ahora bien que los 
descensos más graves en los ciclos comer-
ciales están siempre asociados con inestabi-
lidad financiera, no sólo en los países avan-
zados sino también en países con mercados 
emergentes (Mishkin, 1991, 1996). Minimi-
zar las fluctuaciones productivas requiere 
entonces que la política monetaria influya 
sobre el impacto de las fricciones financie-
ras en la actividad económica.

II. Avances en la ciencia aplicada de la po-
lítica monetaria

Los principios científicos son buenos, 
pero deben ser aplicados en forma prác-
tica para producir buenas políticas. Los 
principios científicos de la física o la biolo-
gía brindan una guía importante para los 
proyectos en el mundo real, pero es en los 
campos aplicados de la ingeniería y la me-
dicina en los que construimos puentes y cu-
ramos pacientes. Dentro de la economía, es 
también importante delinear la utilización 
de principios científicos en la formulación 
de políticas, ya que este tipo de categori-
zación nos ayuda a entender dónde se ha 
producido un progreso y dónde más pro-
greso es más necesario. Consideraré ciencia 
aplicada de la política monetaria a aquellos 
aspectos que involucran métodos sistemáti-
cos o algorítmicos tales como el desarrollo 
de modelos econométricos. Otros aspectos 
más evaluativos de la formulación de polí-
ticas son aquellos que denominaré el “arte” 
de la formulación de políticas.

Entonces, ¿cómo se han utilizado en for-
ma algorítmica los principios científicos bá-
sicos presentados? Presto especial atención 
a los ejemplos en los Estados Unidos porque 
son los más conocidos para mí, teniendo en 
cuenta mi experiencia en ese banco central, 
pero desarrollos similares se han producido 
en otros lugares.

Los primeros modelos econométricos 
keynesianos no otorgaban a la política mo-
netaria un rol prominente (por ejemplo, 
Tinbergen, 1939; Adelman y Adelman, 
1959; Klein, 1968). En cambio, los modelos 
orientados a la política desarrollados en la 
década de 1960, tales como el modelo MIT-

Penn-SSRC (MPS), desarrollado por Fran-
co Modigliani y colaboradores y utilizado 
como modelo de trabajo por analistas de 
política en la Reserva Federal hasta 1996, 
incorporaba un rol muy importante para la 
política monetaria, en general similar a los 
principales canales del mecanismo de trans-
misión de la política monetaria que están 
incorporados en los modelos de la presente 
generación.15 En este sentido, la noción de 
que la inflación es un fenómeno monetario 
ha sido incorporada en los modelos forma-
les hace ya varias décadas.

Versiones muy tempranas del modelo 
MPS mostraban un compromiso a largo pla-
zo entre el desempleo y la inflación, ya que 
el principio marcaba que no debía haber un 
compromiso a largo plazo entre estos, de-
moró algún tiempo en ser aceptado (por 
ejemplo, Gramlich, 2004). Para principios 
de la década de 1970, el principio que sos-
tenía que no existía un compromiso a largo 
plazo estaba totalmente incorporado en el 
modelo MPS con la adopción de una curva 
de Phillips aceleracionista (Pierce y Enzler, 
1974; Brayton y otros, 1997). El reconoci-
miento en sus modelos de que un desem-
pleo más bajo no podría obtenerse acep-
tando una inflación más alta fue un factor 
que llevó a los bancos centrales a adoptar 
políticas anti inflacionarias en la década de 
1980.

Aunque las curvas de Phillips aceleracio-
nistas se volvieron normales en los mode-
los macroeconométricos utilizados en los 
bancos centrales, como el modelo MPS en 
toda la década de 1970, los elementos de 
expectativas aún estaban en gran medida 
ausentes. La siguiente generación de mo-
delos enfatizó la importancia de las expec-
tativas. Por ejemplo, el personal en la Junta 
de Gobernadores del Sistema de la Reserva 
Federal desarrolló su modelo de siguien-
te generación, FRB/US (Brayton y Tinsley, 
1995; Reifschneider, Stockton, y Wilcox, 
1997; Reifschneider, Tetlow, y Williams, 
1999), para incorporar la importancia de 
las expectativas en la determinación de la 
actividad real y de la inflación. El modelo 
FRB/US, y modelos similares desarrollados 
en otros bancos centrales como el modelo 
QPM del Banco de Canadá (Coletti y otros, 
1996) y el modelo FPS del Banco de la Re-
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serva de Nueva Zelanda (Hunt, Rose, y Sco-
tt, 2000) fueron un producto de la revolu-
ción de las expectativas racionales y permi-
tieron que las expectativas se derivaran bajo 
muchas suposiciones diferentes, incluyendo 
las expectativas racionales. Las simulacio-
nes de políticas para ayudar a guiar la toma 
de decisiones en política monetaria, como 
las que se muestran al Comité de Mercado 
Abierto de la Reserva Federal (FOMC), en-
fatizan explícitamente suposiciones sobre 
expectativas futuras y cómo ellas se forman. 
Quienes desarrollan políticas han entonces 
llegado a reconocer que sus decisiones so-
bre políticas involucran no sólo el estable-
cimiento actual de políticas sino también 
cómo ellos podrían estar pensando acerca 
del establecimiento de políticas futuras.

El enfoque en agentes económicos op-
timizadores que surge de la revolución de 
las expectativas racionales ha llevado a es-
fuerzos en el desarrollo de modelos en los 
bancos centrales que no sólo hacen uso de 
las expectativas racionales sino que también 
están basados en microfundamentos más 
sólidos. Específicamente, estos modelos se 
basan en dos literaturas recientes, la teoría 
de ciclos comerciales reales (por ejemplo, 
Prescott, 1986) y la teoría neo-keynesiana 
(por ejemplo, Mankiw y Romer, 1991). A 
diferencia de los modelos macro keynesia-
nos más antiguos, la teoría neo-keynesiana 
brinda microfundamentos para conceptos 
keynesianos tales como rigideces nomina-
les, la no-neutralidad del dinero y la inefi-
ciencia de las fluctuaciones del ciclo comer-
cial al derivarlas de un comportamiento 
optimizador. El enfoque del ciclo comercial 
real utiliza modelos de crecimiento estocás-
tico de equilibrio general con agentes re-
presentativos optimizadores. La nueva clase 
de modelos resultantes en los cuales carac-
terísticas neo-keynesianas tales como las 
rigideces nominales y la competencia mo-
nopólica se agregan a los modelos de nego-
cios reales sin fricciones, se conocen como 
modelos dinámicos estocásticos de equili-
brio general (DSGE). Versiones simples de 
tales modelos han provisto ya un marco 
dentro del cual pensar acerca de aspectos 
claves del diseño de políticas monetarias, 
elementos que quizá se vean mejor ilustra-
dos en las discusiones de Woodford (2003) 

acerca de temas políticos en el modelo neo-
keynesiano de tres ecuaciones, que es ahora 
un manual de estudios. Los modelos DSGE 
más amplios y con más base empírica están 
ahora en sus primeros pasos de desarrollo y 
están comenzando a ser utilizados para los 
análisis de políticas en los bancos centrales 
(por ejemplo, en el Banco Central Europeo, 
Smets y Wouters, 2003, y Coenen, McAdam, 
y Straub, 2007; y en la Junta de la Reserva 
Federal, Erceg, Guerrieri, y Gust, 2006, y 
Edge, Kiley, y Laforte, 2007).

Existen dos implicancias muy importan-
tes a partir del análisis político con modelos 
DSGE, como se muestra en Gali y Gertler 
(de pronta aparición): primero, “la trans-
misión monetaria depende críticamente de 
las expectativas del sector privado acerca 
del camino futuro del instrumento de polí-
tica del banco central”, segundo, “los valo-
res naturales (equilibrio flexible de precios) 
tanto de la producción como de la tasa de 
interés real brindan importantes puntos 
de referencia para la política monetaria, y 
pueden fluctuar considerablemente”. Pue-
do atestiguar que ambas proposiciones es-
tán presentadas ahora en el Libro Azul (el 
documento principal de los funcionarios 
para analizar las opciones de políticas para 
el FOMC) .

La lógica básica del principio de Taylor, 
es decir aumentar las tasas de interés nomi-
nal más que uno a uno en respuesta a un au-
mento en la inflación, se desarrolló en con-
junción con el análisis del modelo de múl-
tiples países de Taylor y otros modelos ma-
croeconométricos (Taylor, 1993a,b; Bryant, 
Hooper, y Mann, 1993). Sin embargo, aun-
que el principio de Taylor es una condición 
necesaria para obtener buenos resultados 
con la política monetaria, no es suficiente. 
Los responsables de los bancos centrales re-
quieren de conocimiento acerca de cuánta 
diferencia hace el principio de Taylor sobre 
los resultados de política económica. Tam-
bién necesitan comprender qué tan supe-
rior a uno debe ser la respuesta de las tasas 
de interés nominal a los aumentos en la in-
flación y también necesitan saber cómo la 
tasa política debe responder a otras varia-
bles. Estudiar el rendimiento de diferentes 
reglas en modelos macroeconométricos se 
ha convertido en una tarea importante en 
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los bancos centrales y la conclusión es que 
el principio de Taylor es en verdad muy im-
portante. El análisis de las reglas políticas 
en los modelos macroeconométricos que no 
están plenamente basadas en agentes opti-
mizadores ha sido muy extenso (por ejem-
plo, Bryant, Hooper, y Mann, 1993; Levin, 
Wieland, y Williams, 1999), y vemos ahora 
análisis similares utilizando modelos DSGE 
(por ejemplo, Levin y otros, 2006; Schmitt-
Grohé y Uribe, 2006).

El segundo principio, y el sexto de los 
ocho principios, que enfatiza los beneficios 
de la estabilidad de precios y la importancia 
del problema de la inconsistencia temporal, 
la independencia de los bancos centrales y 
el compromiso con un anclaje nominal, po-
see aplicaciones importantes en el diseño 
de instituciones de política monetaria.

El argumento de que los bancos centrales 
independientes funcionan mejor y que son 
más capaces de resistir las presiones por una 
política monetaria francamente expansiva, 
que surgen del problema de la inconsisten-
cia temporal, ha llevado a una tendencia 
considerable a favor del aumento de la in-
dependencia de los bancos centrales. Antes 
de la década de 1990, sólo unos pocos ban-
cos centrales eran altamente independien-
tes, principalmente el Bundesbank, el Ban-
co Nacional de Suiza, y, en alguna medida 
menor, la Reserva Federal. Ahora casi todos 
los bancos centrales en países avanzados y 
muchos en países con mercados emergen-
tes poseen bancos centrales con un nivel de 
independencia a la par o que supera a la de 
la Reserva Federal. En la década de 1990, 
se otorgó mayor independencia a bancos 
centrales en países tan diversos como Ja-
pón, Nueva Zelanda, Corea del Sur, Suecia, 
el Reino Unido y aquellos en la zona del 
euro.

El creciente reconocimiento del proble-
ma de inconsistencia temporal y el rol de 
un anclaje nominal para producir mejores 
resultados económicos han significado un 
impulso importante para aumentar el com-
promiso de los bancos centrales hacia los an-
clajes nominales. Un desarrollo importante 
que se produjo en los últimos años ha sido 
una nueva estrategia en política monetaria: 
el establecimiento de objetivos de inflación, 
es decir el anuncio público de objetivos nu-

méricos a mediano plazo para la inflación, 
con compromiso y responsabilidad para 
alcanzar este objetivo, junto con una trans-
parencia mayor de la estrategia de política 
monetaria a través de la comunicación con 
el público (Bernanke y Mishkin, 1997). Ha 
habido una tendencia notable hacia el esta-
blecimiento de objetivos de inflación, que 
fue adoptado primero por Nueva Zelanda 
en marzo de 1990, y desde entonces ha sido 
adoptado por 23 países más (Rose, 2006). 
La evidencia es, en general, bastante favo-
rable para el establecimiento de objetivos 
de inflación, aunque los países que los han 
adoptado no han mejorado el rendimiento 
de su política monetaria más allá de los que 
no lo han hecho, en países industriales que 
han tenido una política monetaria exitosa 
(por ejemplo, Bernanke y otros, 1999; Mis-
hkin y Schmidt-Hebbel, 2002, 2007; Rose, 
2006). Y, a diferencia de otros regímenes de 
política monetaria, ningún país con su pro-
pia moneda que ha adoptado los objetivos 
de inflación se ha visto forzado a abando-
narlos.16

El principio científico que sostiene que 
las fricciones financieras afectan las fluctua-
ciones económicas ha llevado a los bancos 
centrales a prestar más atención a preocu-
paciones acerca de la estabilidad financiera. 
Muchos bancos centrales publican ahora los 
denominados informes de “Estabilidad Fi-
nanciera”, que examinan vulnerabilidades 
en el sistema financiero que podrían tener 
consecuencias negativas sobre la actividad 
económica en el futuro. Otros bancos cen-
trales están comprometidos con una regu-
lación y supervisión prudentes del sistema 
financiero para reducir la toma excesiva 
de riesgos que podría llevar a la inestabi-
lidad financiera. Los bancos centrales han 
también diseñado sus facilidades de présta-
mo para mejorar su habilidad para operar 
como prestamista de última instancia, así 
ellos pueden brindar liquidez rápidamente 
al sistema financiero en el caso de desequi-
librios financieros.

III. El arte de la política monetaria

He sostenido que han habido importan-
tes progresos en política monetaria en los 
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últimos años, tanto en término de princi-
pios científicos básicos como en las aplica-
ciones de estos principios al mundo real del 
desarrollo de políticas monetarias. La polí-
tica monetaria se ha convertido, en verdad, 
más en una ciencia. Existen, sin embargo, 
serias limitaciones para la ciencia de la po-
lítica monetaria. Al respecto, un ex vicepre-
sidente de la Junta de la Reserva Federal, 
Alan Blinder (1998, p.17), ha señalado que 
“la conducción de un banco central es en la 
práctica tanto un arte como una ciencia.” 
Por “arte” me refiero a la utilización de un 
criterio, criterio que está informado por la 
teoría económica y los datos pero de una 
forma que está atada menos explícitamente 
a modelos o algoritmos formales.

Existen varias razones por las que el cri-
terio siempre será un elemento importante 
en la conducción de la política monetaria. 
En primer lugar, los modelos son capaces 
de utilizar sólo una pequeña fracción de la 
información potencialmente valiosa, lo que 
nos habla de la complejidad de la econo-
mía. Por ejemplo, existen datos de muy alta 
frecuencia: mensuales, semanales y diarios, 
que no se incorporan a los modelos ma-
croeconométricos, que usualmente se esti-
man sobre datos trimestrales. Estos datos 
de alta frecuencia a menudo pueden ser 
muy informativos acerca de la dinámica de 
corto plazo de la economía y son utilizados 
evaluativamente por quienes hacen pronós-
ticos para los bancos centrales (por ejemplo, 
Reifschneider, Stockton, y Wilcox, 1997).

En segundo lugar, la información que 
puede ser muy útil para pronosticar la eco-
nomía o para decidir si un modelo en parti-
cular tiene sentido, a menudo es anecdótica 
y entonces no es fácilmente cuantificable. 
La Reserva Federal utiliza en gran medida 
información anecdótica para producir sus 
pronósticos. El personal en la Junta y en los 
Bancos de la Reserva Federal controlan una 
enorme cantidad de información anecdóti-
ca, y dicha información se discute extensa-
mente en el Libro Beige, de acceso público, 
que informa acerca de contactos en los Dis-
tritos de la Reserva Federal y con los partici-
pantes de las reuniones de FOMC.

En tercer lugar, aunque quienes desarro-
llan políticas monetarias utilizan en gran 
medida modelos tanto para predecir como 

para evaluar diferentes políticas, nunca 
están seguros de que un modelo sea real-
mente el correcto. Se producen debates ac-
tivos, y algunas veces acalorados, sobre qué 
enfoques de modelos son los correctos en 
macroeconomía, y a menudo no existe con-
senso acerca de cuál sea el mejor modelo. 
Como resultado, los bancos centrales deben 
expresar un cierto grado de humildad con 
respecto a su conocimiento sobre las rela-
ciones estructurales que determinan la ac-
tividad y los precios. Esta humildad es más 
notable en la práctica de los bancos centra-
les, que incluye observar muchos modelos: 
estructurales, de forma reducida, de equi-
libro general y de equilibrio parcial, y tam-
bién utilizar continuamente el criterio para 
decidir qué modelos son más informativos.

En cuarto lugar, la economía no perma-
nece estática, sino que cambia con el tiempo. 
Es poco probable que las relaciones econó-
micas permanezcan estables, y no siempre 
es claro cómo estas relaciones están cam-
biando.17 Por lo tanto, quienes desarrollan 
políticas deben algunas veces considerar 
en menor medida las ecuaciones estimadas 
econométricamente y, en cambio, realizar 
predicciones informadas acerca de cómo 
evolucionará la economía.

En quinto lugar, como parte de la admi-
nistración de expectativas, quienes desa-
rrollan políticas monetarias se comunican 
con los agentes económicos, que no son au-
tómatas sino que procesan la información 
en formas complejas. Los cambios sutiles 
pueden producir una gran diferencia en la 
efectividad de las estrategias de comunica-
ción, es decir que los detalles cuentan; y el 
criterio es entonces siempre un elemento 
importante de la buena comunicación.18

Aunque, por las razones expuestas, la 
evaluación será siempre un elemento nece-
sario de la política económica, las buenas 
decisiones requieren que la evaluación sea 
disciplinada, y no demasiado ad hoc, y que 
esté bien informada por la ciencia de la po-
lítica monetaria. Como ha afirmado Blin-
der (1998, p. 17): “Sin embargo, al practi-
car este oscuro arte, siempre he encontrado 
a la ciencia bastante útil”. Discutiré aquí dos 
episodios recientes ocurridos en los Estados 
Unidos: el período de vientos contrarios en 
lo financiero a principios de la década de 
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1990 y el boom de productividad de la nue-
va economía a fines de la década de 1990, 
para ilustrar como la evaluación informada 
por la ciencia fue capaz de producir buenos 
resultados económicos.

1. Vientos contrarios en las finanzas a 
principios de la década de 1990

El último principio científico, presenta-
do en la primera sección del artículo, señala 
el vínculo entre las fricciones financieras y 
el ciclo comercial, pero desgraciadamente 
es bastante difícil modelar el rol de estas 
fricciones en un modelo macroeconomé-
trico de equilibrio general. Los fines de la 
década de 1980 fueron testigos de prospe-
ridad y, luego, de un quiebre importante 
en el mercado inmobiliario comercial, lo 
que llevó a enormes pérdidas en los cré-
ditos, que produjeron una caída sustancial 
de capital en las instituciones depositarias 
(bancos). Al mismo tiempo los reguladores 
estaban aumentando los requisitos de capi-
tal de los bancos para asegurar el cumpli-
miento del Acuerdo de Basel. La falta de 
capital resultante significó que los bancos 
debieron recaudar nuevo capital o reducir 
el crecimiento de sus carteras restringien-
do los préstamos. Debido a su condición de 
debilidad, los bancos no pudieron recau-
dar mucho capital nuevo, así que debieron 
elegir el segundo camino. La disminución 
resultante en el crecimiento del crédito no 
tenía precedentes en el período posterior a 
la Segunda Guerra Mundial (Reifschneider, 
Stockton, y Wilcox, 1997). Debido a que los 
bancos poseen ventajas informativas al otor-
gar ciertos créditos (por ejemplo, Mishkin, 
2007a), muchos tomadores de créditos que 
dependen de los bancos ya no tuvieron ac-
ceso al financiamiento y debieron entonces 
recortar sus gastos.

Aunque el macro modelo a gran escala 
que se utilizaba entonces en la Junta de la 
Reserva Federal no incluía explícitamente 
las fricciones financieras en sus ecuaciones, 
los funcionarios de la Reserva Federal eran 
conscientes de que estas fricciones podían 
ser muy importantes y les preocupaba que 
pudieran estar teniendo un papel crítico en 
esa situación. En parte como reflejo de esa 
preocupación, muchos economistas de la 

Reserva estaban activamente involucrados 
en investigaciones acerca del impacto del 
crédito bancario sobre la actividad econó-
mica. Esta investigación, junto con informes 
anecdóticos acerca de que los comercios se 
estaban viendo limitados en los créditos e 
información de encuestas que indicaba que 
los estándares de créditos bancarios estaban 
siendo ajustados, hizo surgir la visión entre 
quienes desarrollan políticas en la Reserva 
Federal de que la contracción de capital en 
los bancos estaba limitando notablemen-
te los flujos de créditos y, por lo tanto, los 
gastos en los hogares y firmas. En verdad, 
el Presidente de la Reserva Federal, Alan 
Greenspan (1992) sugirió que las condicio-
nes financieras a principios de la década 
de 1990 estaban restringiendo la actividad, 
como un “viento contrario a 50 millas por 
hora” y en ese período el FOMC redujo la 
tasa de fondos federales a niveles muy por 
debajo de los sugeridos por la regla de Tay-
lor (por ejemplo, Rudebusch, 2006). En 
efecto, la recuperación de la recesión de 
1990-91 fue muy lenta, y el Fed mantuvo la 
tasa de fondos federales al 3% (lo que, con 
una tasa de inflación de cerca del 3%, impli-
caba una tasa real de cero) hasta febrero de 
1994, una postura política cómoda. La pos-
tura política expansiva del Fed de ese mo-
mento ha sido, retrospectivamente, juzgada 
como muy exitosa; la economía finalmente 
se recuperó y la inflación permaneció con-
tenida.

2. La nueva economía, estallido producti-
vo de fines de la década de 1990

Para principios de 1997, la tasa de des-
empleo había bajado al 5,3%, y los funcio-
narios de la Junta estaban prediciendo que 
la tasa de desempleo caería al 5%, un re-
sultado que sucedió a mediados de año. La 
predicción de una tasa de desempleo del 5% 
estaba muy por debajo de la mayoría de las 
estimaciones de la NAIRU (tasa de desem-
pleo no aceleradora de la inflación). Como 
resultado, la predicción de los funcionarios 
fue un aumento de la inflación (Svensson y 
Tetlow, 2005). La predicción de los funcio-
narios y la recomendación en el Libro Azul 
de febrero sugería que un período de ajuste 
en política monetaria sería necesario para 
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“prevenir un aumento continuo en la infla-
ción central” (Federal Reserve Board, 1997, 
p. 7). Aunque el FOMC subió la tasa de 
fondos federales en marzo de 1997, desis-
tió de aumentar más las tasas; en realidad, 
el FOMC redujo la tasa de fondos federales 
en otoño de 1998 luego del episodio que 
involucró al fondo de cobertura de Admi-
nistración de Capital a Largo Plazo y a la 
caída de los bonos rusos. A pesar de que la 
tasa de desempleo continuó por debajo de 
las estimaciones de la NAIRU, el resultado 
no fue la aceleración que los modelos de los 
funcionarios de la Junta predijeron (Svens-
son y Tetlow, 2005; Tetlow y Ironside, 2006) 
sino una caída en la tasa de inflación.

¿Por qué el FOMC mantuvo su posición y 
no aumentó las tasas frente a un crecimien-
to económico que estaba previsto como 
muy superior al crecimiento potencial, una 
decisión que, ex post, parece haber produci-
do resultados deseables sobre la inflación y 
el empleo? La respuesta es que el Presiden-
te del Fed, Greenspan, conjeturó correcta-
mente que algo inusual estaba sucediendo 
con la productividad. Por ejemplo, él estaba 
escuchando de los hombres de negocios que 
las nuevas tecnologías de la información 
estaban transformando sus negocios, faci-
litándoles el aumento de la productividad. 
Era también un gran fanático del trabajo 
histórico de Paul David (1990), que sugería 
que las nuevas innovaciones tecnológicas a 
menudo demoraron años en producir ace-
leraciones en la productividad de la econo-
mía general (Meyer, 2004). El Presidente 
Greenspan llegó a la conclusión de que la 
tendencia de crecimiento de la productivi-
dad se estaba acelerando, una conclusión 
que las predicciones de los funcionarios de 
la Junta no aceptaron plenamente hasta fi-
nes de 1999 (Svensson and Tetlow, 2005). 
Además, parecía estar convencido de que la 
aceleración en la productividad pondría un 
freno a las presiones inflacionarias, lo que 
implicaba que la inflación no se aceleraría 
incluso con un rápido crecimiento econó-
mico. Su visión prevaleció en el FOMC (Me-
yer, 2004).19

Los tipos de información utilizados para 
prever los efectos de una aceleración de la 
productividad son intrínsicamente difíciles 
de incorporar en modelos formales. Esto es 

obvio con respecto a las anécdotas que he 
mencionado. Pero incluso los datos sistemá-
ticos disponibles en el momento requerían 
el uso del criterio. Por ejemplo, parte de la 
historia de fines de la década de 1990 re-
flejaba las diferentes señales enviadas por 
mediciones en tiempo real del producto 
bruto interno y del ingreso nacional bruto, 
o al menos del componente de este último 
producido por corporaciones no financie-
ras, que está quizás mejor medido (Corrado 
y Slifman, 1999) y brindaba alguna señal 
avanzada de la aceleración de la producti-
vidad. Por supuesto, estas dos mediciones 
–PBI y INB– son las mismas en nuestros 
modelos formales, y sólo un filtrado eva-
luativo del contenido de la información en 
cada uno puede ser útil en tiempo real.

El buen criterio se beneficia no sólo por 
un buen manejo de los datos y el procesa-
miento exitoso de la información anecdó-
tica sino también con la utilización de mo-
delos científicos, y el episodio de fines de la 
década de 1990 no es una excepción. En la 
reunión de julio de 1997 de FOMC, los fun-
cionarios de la Junta presentaron simulacio-
nes utilizando el modelo FRB/US que exa-
minaba qué sucedería si la productividad se 
acelerara (Meyer, 2004; Tetlow y Ironside, 
2006). Sus simulaciones produjeron varios 
resultados que eran consistentes con lo que 
parecía estar sucediendo. Una aceleración 
de la productividad elevaría las ganancias 
y el valor de las acciones, lo que impulsaría 
la demanda agregada ya que los títulos más 
altos estimularían la inversión de los comer-
cios e impulsarían el gasto de los consumi-
dores a través de efectos de riqueza. La ace-
leración en la productividad también sería 
desinflacionaria y podría entonces explicar 
por qué la inflación caería a pesar de una 
tasa de desempleo en baja. Un aumento 
inesperado en el crecimiento de la produc-
tividad no se reflejaría inmediatamente en 
salarios más altos, por lo que los costos de 
la unidad de trabajo (salarios ajustados al 
crecimiento de la productividad) caerían, lo 
que llevaría a una caída en la inflación. Otra 
forma de mirar esta situación es a través del 
marco de la NAIRU. Para una tasa de des-
empleo dada, una aceleración inesperada 
en la productividad produciría una tasa de 
inflación menor de la que se produciría en 
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otro caso, así la NAIRU, con la cual la tasa 
de desempleo no conduciría a una acelera-
ción de la inflación, descendería. Como los 
hechos se desarrollaron de acuerdo con los 
resultados de estas simulaciones, el FOMC 
se convenció aún más de que un incremen-
to importante de la productividad estaba en 
camino y de que había menos necesidad de 
un ajuste monetario.

Los dos episodios presentados aquí ilus-
tran varios puntos acerca del arte de admi-
nistrar bancos centrales. Primero, es más 
probable que la política monetaria produz-
ca mejores resultados cuando los responsa-
bles de los bancos centrales reconocen las 
limitaciones de sus modelos formales. Sin 
embargo, el criterio no puede ser indiscipli-
nado. Es probable que la precisión del cri-
terio aumente cuando está informado por 
la ciencia de la política monetaria, ya sea a 
través de simulaciones de modelos o aplica-
ciones de principios científicos básicos.

IV. Nuevos avances para que la política 
monetaria sea más científica

Aunque el arte será siempre una carac-
terística de la política monetaria, la ciencia 
de la política monetaria seguirá avanzando, 
convirtiéndola un poco más en una cien-
cia. En esta sección presentaré brevemen-
te dónde creo que es más probable que se 
produzcan los futuros avances en política 
monetaria.

El esfuerzo por incluir microfundamen-
tos sólidos en modelos macroeconométricos 
de equilibro general continúa, como indica 
la creciente literatura sobre modelos DSGE 
(encuesta en Gali y Gertler, de pronta apari-
ción; y las discusiones sobre mejoras de mo-
delos en Erceg, Gust, y Guerrieri, 2006, y en 
Edge, Kiley, y Laforte, 2007). Sin embargo, 
estos modelos DSGE sólo ahora comien-
zan a ser llevados a los datos, y no son tan 
ricos en su cobertura de las características 
de la economía como lo son modelos más 
antiguos y más keynesianos, como el FRB/
US.20 Los modelos como el FRB/US poseen 
elementos que son más ad hoc, pero en la 
situación actual los responsables de ban-
cos centrales los consideran más realistas. 
Construir modelos macroeconométricos 

bien fundados en microfundamentos sóli-
dos pero con tratamiento de más sectores 
de la economía será uno de los muchos de-
safíos de la ciencia de la política monetaria 
en el futuro.

Las rigideces nominales son esenciales 
para comprender cuantitativamente el im-
pacto de la política monetaria sobre la eco-
nomía. El modelo canónico DSGE utiliza un 
marco simple de curva Phillips neo-keyne-
siano porque hace que este modelo sea muy 
tratable.21 Este marco está altamente estili-
zado, sin embargo, y no permite cambios 
endógenos respecto a qué tan a menudo se 
renegocian los contratos. Además, pueden 
existir otras razones por las que los precios 
no se reajustan demasiado a menudo, tales 
como la inatención racional.22 Mejores ex-
plicaciones, y validaciones más empíricas, 
con respecto a la fuente de las rigideces 
nominales pueden conducir a avances im-
portantes en la ciencia de la política mone-
taria.23

La necesidad de que sean manejables ha 
llevado a que los modelos basados en mi-
crofundamentos, tales como los modelos 
DSGE confíen en agentes representativos, 
lo que es una seria desventaja. Tengo la 
fuerte impresión de que lo que impulsa a 
muchos fenómenos macroeconómicos que 
son particularmente interesantes es la he-
terogeneidad de los agentes económicos. 
Incorporar agentes heterogéneos en los 
modelos macroeconométricos no será de 
ninguna forma algo sencillo, pero posee el 
potencial para hacerlos mucho más realis-
tas. Además, puede permitirnos entender el 
vínculo entre funciones económicas agrega-
das y la distribución del ingreso, un tema 
candente en círculos políticos. La heteroge-
neidad de los agentes económicos es tam-
bién crucial para comprender las fricciones 
en el mercado laboral. En algunos modelos 
DSGE, todas las fluctuaciones en el empleo 
se deben a variaciones en las horas por tra-
bajador, y, sin embargo, en el mundo real, 
los cambios en el desempleo son una fuente 
más importante de fluctuaciones en el em-
pleo. Incorporar la investigación y la litera-
tura correspondientes, en forma más direc-
ta, a los modelos macroeconométricos con 
microfundamentos los volverá más realistas 
y permitirá también mejores comparacio-
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nes de bienestar para diferentes políticas 
monetarias.

Aunque, como se mencionó más arriba, 
quienes desarrollan políticas económicas 
comprenden la importancia de las friccio-
nes financieras sobre los ciclos comerciales, 
los modelos macroeconométricos de equili-
brio general, en su gran mayoría, ignoran 
las imperfecciones del mercado financiero. 
La investigación ha comenzado a incorpo-
rar las imperfecciones del mercado finan-
ciero en los modelos cuantitativos dinámi-
cos de equilibro general (por ejemplo, Ber-
nanke, Gertler, y Gilchrist, 1999), y parte de 
esta investigación ha incluso comenzado a 
estimar estos tipos de modelos DSGE (por 
ejemplo, Christiano, Motto, y Rostagno, 
2007). Pero necesitamos saber mucho más 
acerca de cómo incorporar científicamente 
las fricciones financieras a las deliberacio-
nes políticas. Por ahora, el papel del arte en 
esta área es muy importante.

El nuevo campo de la economía conduc-
tiva, que utiliza conceptos de otras ciencias 
sociales tales como la antropología, la socio-
logía y, en particular, la psicología, sugiere 
que los agentes pueden no ser siempre los 
agentes racionales y optimizadores que asu-
mimos en nuestros modelos. Incluir la eco-
nomía del comportamiento en los modelos 
macro puede producir una gran diferencia 
en la forma en que estos modelos funcio-
nan (Akerlof, 2007). ¿Qué tan importantes 
son las desviaciones de la racionalidad para 
nuestra visión de los mecanismos de trans-
misión monetaria y cuáles políticas moneta-
rias mejoran el estado de bienestar? ¿Cómo 
pueden modelarse las desviaciones sistemá-
ticas de la racionalidad en una forma seria 
e incluirlas en los modelos macroecono-
métricos? Las respuestas a estas preguntas 
pueden aumentar aún más el realismo de 
los modelos macroeconométricos utilizados 
para propósitos políticos.

Uno de los fundamentos para la utiliza-
ción del arte del criterio en la conducción 
de la política monetaria es que la economía 
no es estacionaria, sino que está cambian-
do todo el tiempo. Esto significa que los 
agentes económicos están continuamente 
aprendiendo acerca del estado de la eco-
nomía, así, las suposiciones con respecto de 
las expectativas racionales que dependen 

de la estacionalidad para derivar expecta-
tivas, pueden a menudo no ser válidas. La 
investigación acerca de cómo los agentes 
aprenden, y sus implicancias para los ciclos 
comerciales, es un área activa de investiga-
ción (Bullard y Mitra, 2002; Evans y Honka-
pohja, 2003) que debería tener importantes 
beneficios en ayudarnos a atender mejor el 
impacto de la política monetaria sobre la 
economía.

Otro fundamento para mantener el arte 
en el desarrollo de la política monetaria es 
que nunca podemos estar seguros de cuál 
es el modelo correcto para la economía. 
Como mencioné antes, este argumento es a 
favor de la humildad en los bancos centra-
les. También apoya los avances en las técni-
cas científicas para pensar acerca de cuáles 
políticas económicas son más robustas para 
producir buenos resultados económicos. La 
investigación en esta área está también muy 
activa. Un enfoque examina las incertidum-
bres paramétricas, se examinan los métodos 
para asegurar que una política prescripta 
trabaja bien en toda una clase de modelos 
(por ejemplo, Levin, Wieland, y Williams, 
1999). Los enfoques no paramétricos bus-
can diseñar políticas que protejan contra 
malas especificaciones en los modelos en 
que no pueden ser medidas (por ejemplo, 
Hansen y Sargent, de pronta aparición; Tet-
low y von zur Muehlen, 2001).

La lista de áreas que producirán progre-
sos en la ciencia de la política monetaria es 
aquí necesariamente incompleta. Algunos 
de los avances más importantes en la cien-
cia económica son a menudo muy difíciles 
de predecir.

V. Conclusiones

La ciencia de la política monetaria ha re-
corrido un largo camino en los últimos cin-
cuenta años, y yo sostendría que sus avances 
son una importante razón para los éxitos 
políticos que tantos países han estado expe-
rimentando en los últimos años. La políti-
ca monetaria sin embargo nunca se volverá 
tan aburrida como la odontología. Siempre 
tendrá elementos de arte así como de cien-
cia. (Estas son buenas noticias ya que man-
tendrá interesante la vida para los econo-
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mistas monetarios, como yo.) Sin embargo, 
los progresos en la ciencia de la política mo-
netaria que he descrito aquí sugieren que la 
política monetaria se convertirá más en una 
ciencia con el tiempo. Además, aunque el 
arte será siempre un elemento clave en la 
conducción de la política monetaria, cuan-
to más informada esté la política monetaria 
por parte de la buena ciencia, más exitosa 
será.
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1 Considerando que mi esposa era dentista, debo 
decir que Keynes quizás no fue justo con los den-
tistas. Estoy seguro de que muchos de ellos en-
cuentran su trabajo muy emocionante.
2 Además, la investigación monetarista llevó a eco-
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nomistas keynesianos, por ejemplo Franco Modi-
gliani, a buscar mecanismos de transmisión que 
vinculan la política monetaria con la producción y 
la inflación (Mishkin, 2007a, capítulo 23).
3 Por supuesto, la teoría económica implica que la 
inflación puede ser demasiado alta o demasiado 
baja. La discusión ha enfatizado los costos aso-
ciados con la inflación alta. Pero existen también 
potencialmente costos importantes asociados con 
las tasas de inflación que son muy bajas. Por ejem-
plo, Akerlof, Dickens, y Perry (1996) sugieren que 
una rigidez de salarios nominal descendente pue-
den resultar en graves dificultades para el com-
portamiento de la economía en algunos momen-
tos cuando la inflación es demasiado baja. Otras 
investigaciones han mostrado que el límite bajo 
cero sobre las tasas de interés nominales pueden 
disminuir la eficiencia económica si la inflación es 
demasiado baja (por ejemplo, Reifschneider y Wi-
lliams, 2000). Eggertsson y Woodford (2003) dis-
cuten estrategias para enfrentar el problema de la 
tasa de interés cero.
4 Otra posibilidad es que una inflación baja puede 
incluso ayudar a aumentar la tasa de crecimien-
to económico. Mientras que los estudios de series 
temporales de países individuales y comparacio-
nes de tasas de crecimiento no estaban totalmen-
te de acuerdo (Anderson y Gruen, 1995), creció 
el consenso de que la inflación es dañina para el 
crecimiento económico, en particular cuando las 
tasas de inflación son altas.
5 Los efectos dañinos de la inflación sobre la efi-
ciencia económica implican que el nivel de em-
pleo sustentable es probablemente más bajo con 
tasas de inflación más altas. Así, los objetivos de 
estabilidad de precios y alto empleo son proba-
blemente complementarios, y no competitivos, y 
entonces no existe un compromiso de políticas 
entre objetivos de estabilidad de precios y empleo 
sustentable máximo, el así llamado mandato dual 
que la Reserva Federal recibió del Congreso (Mis-
hkin, 2007b).
6 El artículo de Lucas de 1976 ya fue muy influ-
yente en 1973, cuando se presentó inicialmente 
en la Conferencia Carnegie-Rochester. Aunque 
Muth (1961) introdujo la idea de expectativas ra-
cionales más de diez años antes, su trabajo no fue 
en general advertido hasta que Lucas lo resucitó.
7 En efecto, una de las implicancias de las expecta-
tivas racionales en un mundo de salarios y precios 
flexibles era la propuesta de ineficacia de la polí-
tica, que indicaba que si se anticipaba la política 
monetaria, no tendría ningún efecto real sobre la 
producción; solo la política monetaria no anticipa-
da podría tener un impacto significativo. Aunque 
la evidencia a favor de la propuesta de ineficacia 
de la política resultó ser débil (Barro, 1977; Mish-
kin, 1982a,b, 1983), el punto de la revolución de 

las expectativas racionales de que el impacto de la 
política monetaria sobre la economía está fuerte-
mente influenciado por si es o no anticipada, se 
ha generalmente aceptado.
8 Por supuesto, el reconocimiento de que la ad-
ministración de las expectativas es un elemento 
central en el desarrollo de políticas monetarias 
coloca en el centro la credibilidad de las autorida-
des de política monetaria para hacer lo que dicen 
que harán. No disminuye, sin embargo, la impor-
tancia de las acciones por parte de la autoridades 
monetarias porque “las acciones valen más que las 
palabras”: se creerá a las autoridades monetarias 
sólo si toman las acciones que sean consistentes 
con cómo ellos quieren que se administren las ex-
pectativas.
9 Aunque Lucas (1976) fue crítico de la práctica 
entonces habitual de utilizar modelos economé-
tricos para evaluar acciones políticas específicas, 
llega a la conclusión de que el análisis de políti-
ca monetaria debería incluir la comparación de 
rendimientos económicos que surgen de distintas 
reglas.
10 Variaciones de la regla de Taylor permiten tam-
bién el suavizado de las tasas de interés, como en 
Taylor (1999).
11 Contrariamente, Orphanides (2003) sostiene 
que la Reserva Federal siguió el principio de Ta-
ylor, pero que siguió políticas abiertamente expan-
sivas durante este periodo debido a percepciones 
erróneas, significativas y persistentes, acerca del 
nivel de producción potencial y la tasa natural de 
desempleo.
12 Por ejemplo, las estimaciones en Mishkin (1981, 
1992).
13 Para ver un ejemplo de cómo puede modelarse 
el problema de inconsistencia temporal que re-
sulta de la presión política, ver Mishkin y Weste-
lius (de pronta aparición). La independencia de 
instrumentos aísla también al banco central de la 
miopía que puede ser una característica del pro-
ceso político. La independencia de instrumentos 
vuelve así más probable que el banco central esté 
mirando hacia el futuro y que haga lugar, adecua-
damente, para los largos retrasos entre las accio-
nes de política monetaria y la inflación, al estable-
cer sus instrumentos de política.
14 La distinción entre objetivos e independencia 
de instrumentos fue primero realizada por Debe-
lle y Fischer (1994) y Fischer (1994).
15 Brayton y Mauskopf (1985) describen el modelo 
MPS. Como señala Gramlich (2004), los investiga-
dores de la Reserva Federal tuvieron una impor-
tante participación en la construcción de este mo-
delo y quizás sería más adecuado describirlo como 
el modelo Fed-MIT o el modelo Fed-MIT-Penn.
16 España y Finlandia abandonaron el estableci-
miento de objetivos de inflación cuando ingresa-
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ron en la zona del euro.
17 El canal del mercado inmobiliario es un ejem-
plo en el cual el mecanismo de transmisión mone-
taria ha cambiado sustancialmente y es probable 
que continúe haciéndolo, por ejemplo, Bernanke 
(2007) y Mishkin (2007c).
18 Debido a que los detalles cuentan, existe una ra-
zón importante para la utilización de estudios de 
casos para la investigación de las mejores prácti-
cas en las estrategias de comunicación de los ban-
cos centrales, y es por esto que me he volcado a 
la investigación en estudios de casos (Bernanke y 
Mishkin, 1992; Bernanke y otros, 1999; Mishkin, 
1999).
19 La exitosa utilización de la evaluación por parte 
del Presidente Greenspan durante este periodo es 
una de las razones por las que fue denominado 
“maestro” por Woodward (2000).
20 Para ser justos, los modelos como el FRB/US tie-

nen mucho en común con los modelos DSGE en 
que muchas de sus ecuaciones, pero no todas, es-
tán construidas sobre microfundamentos sólidos.
21 Estos modelos a menudo utilizan la sorprenden-
te construcción de Calvo (1983) o el ajuste cuadrá-
tico de costos de Rotemberg (1982); estas especi-
ficaciones arrojan idénticas especificaciones de la 
curva de Phillips.
22 Mankiw y Reis (2002) introducen este tipo de 
modelo; Kiley (2007) compara la capacidad de 
este tipo de modelos de mejorar la solución de 
modelos más conocidos de precios pegajosos.
23 Los estudios de microeconomía han comenzado 
a tener interesantes desarrollos (por ejemplo, Bils 
y Klenow, 2004; Nakamura y Steinsson, 2006).
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Camilo E. Tiscornia

Inflación y pacto social

De acuerdo con diversos relevamientos 
privados la inflación a nivel consumidor se 
encuentra en torno al 20% anual, muy por 
encima de lo que registra el INDEC tanto 
para Capital y GBA como para el interior 
del país, aunque más en línea con lo que 
ocurre en este último. Por otro lado, más 
allá de lo elevada de la misma para cual-
quier parámetro, lo más grave de todo es 
su aceleración, ya que a fines de 2006 era 
del 11%.

Una parte del fuerte aumento de precios 
es explicable por cuestiones estacionales, 
que llevaron a un alza de más de 100% de 
las verduras durante el 2007. Depurando 
el índice de precios al consumidor de ese 
componente, la inflación baja a 16%, un va-
lor aún muy elevado y superior a lo que, a 
principios de 2007, se estimaba podía ser la 
inflación real de todo el año (13%), lo que 
refleja la gravedad del problema.

El escenario internacional también con-
tribuyó a la aceleración de la inflación ya 
que los precios de los principales productos 
de exportación no paran de aumentar, con 
alzas de entre 40% y 100% anuales.

Los efectos de los factores estacionales 
tenderán a moderarse en línea con la me-
jora del clima, al tiempo que en el escena-
rio internacional se prevé que los precios se 
mantengan en niveles elevados pero no que 
sigan aumentando como lo hicieron duran-
te 2007. Esto implica que hay un conjunto 
de factores que tenderá a reducir la infla-
ción a lo largo del corriente año, sobre todo 
a nivel mayorista.

No obstante, hay un núcleo de inflación 
que, a priori, no bajará de modo automáti-

co a pesar de los factores mencionados. A 
esto se suma que, en virtud del prolongado 
congelamiento de tarifas a nivel residen-
cial y los controles de precios, hay inflación 
reprimida o postergada, la cual al menos 
deberá comenzar a sincerarse a partir de 
2008, tanto porque hay contratos que así lo 
estipulan como porque, de lo contrario, la 
falta de inversión agravará aún más los cue-
llos de botella existentes.

Esto implica que, luego de un prolon-
gado período en que el desempleo fue el 
principal problema a resolver para la polí-
tica económica, la inflación vuelve al centro 
de la escena, y con ella vuelven también los 
dilemas acerca de cómo enfrentarla. En su 
campaña el actual gobierno sostuvo que la 
forma es encarar un amplio acuerdo social 
que abarque a los principales actores en 
materia de formación de precios: el agro, 
la industria, los sindicatos y el estado. En 
su diagnóstico la puja distributiva y las ex-
pectativas inflacionarias desmesuradas son 
la clave del asunto; el acuerdo social sería el 
mecanismo que permitiría coordinar las ex-
pectativas para evitar que los aumentos de 
precios sean exagerados y que el combate 
a la inflación genere costos en términos de 
menor actividad económica.

Esto plantea una serie de preguntas rela-
cionadas que el presente número de Cultura 
Económica trata de ayudar a responder. ¿Es 
correcto el diagnóstico del gobierno acer-
ca de las causas de la inflación? ¿Qué dice 
la ciencia económica al respecto? Por otro 
lado, según cuáles sean las respuestas a es-
tas preguntas: ¿son los acuerdos sociales la 
forma de resolver un problema inflaciona-
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rio como el que está experimentando la Ar-
gentina actualmente?

El artículo de Mishkin que se incluye en 
este número de Cultura Económica es una 
buena forma de tratar de responder a las 
mismas desde la ciencia económica. Mish-
kin menciona y describe nueve principios 
científicos básicos que fueron elaborados en 
los últimos cincuenta años y que guían el ac-
cionar de la política monetaria en casi todas 
partes. A modo de avance, el primero de 
estos principios es la frase de Milton Fried-
man “la inflación es siempre y en todas par-
tes un fenómeno monetario”, lo cual da una 
idea tanto de cuál es para la macroeconomía 
moderna la principal causa de la inflación 
como de por dónde puede venir la solución 
a la misma. Otros de los principios son los 
beneficios de la estabilidad de precios y la 
inexistencia de una relación de compromi-
so (trade off) entre inflación y desempleo en 
el largo plazo.

Es importante aclarar estos dos puntos. 
En cuanto al primero de ellos: ¿qué se en-
tiende por estabilidad de precios? Hoy en 
día, en los países desarrollados, se busca 
que la inflación consumidor oscile en torno 
al 2% por año, mientras que en la gran ma-
yoría de los países en desarrollo ese valor 
puede llegar hasta 5%, pero no más de eso. 
Esto se debe a que hay evidencia empírica 
de que una inflación muy elevada conspi-
ra contra el crecimiento de largo plazo. En 
lo que hace al segundo, lo que implica es 
que en el largo plazo, sin importar el nivel 
de inflación, el nivel de producción será el 
mismo, el coherente con la llamada tasa na-
tural de desempleo. De lo anterior se des-
prenden dos conclusiones aplicables al caso 
argentino: la inflación actual está muy lejos 
de lo que hoy puede considerarse como es-
tabilidad de precios y bajarla no sólo sería 
positivo sino que en el largo plazo no im-
plicaría un menor nivel de actividad econó-
mica, o sea, un mayor desempleo, e incluso 
podría conducir a un mayor crecimiento.

Tal vez, un aspecto que no queda sufi-
cientemente explicitado en el artículo de 
Mishkin es la coherencia que tiene que ha-
ber entre la política fiscal y la monetaria, 
dado que, de lo contrario, la política mone-
taria no es efectiva para controlar la infla-
ción, o en el mejor de los casos sólo puede 

hacerlo por un tiempo1. El tesoro cuenta, en 
mayor o menor medida, con la capacidad 
de emitir dinero para financiarse (señorea-
je). Reducir el ritmo de emisión puede des-
financiar al tesoro, por lo tanto, éste debe 
obtener sus recursos por la vía del superávit 
primario (antes del pago de intereses) para 
ser solvente a largo plazo. Cabe notar que 
entre 1961 y 1990 no hubo un solo año con 
resultado primario positivo, y que en los ’90 
esto sólo se dio de modo esporádico y en 
una magnitud moderada. Esto llevó a que, 
cada vez que se intentaran aplicar en el país 
el diagnóstico y las recomendaciones de 
política que Mishkin resume, los resultados 
fueran como mucho temporarios, lo cual 
explica la reticencia de diversos sectores a 
aplicar ese esquema.

Sin embargo, aunque de un mal modo, la 
situación fiscal cambió en la Argentina lue-
go de la salida de la convertibilidad y así el 
sector público argentino acumula seis años 
de superávit antes del pago de intereses de 
la deuda, algo que rompe con la historia 
mencionada. Esto implica que, a diferencia 
de otros tiempos, actualmente están dadas 
las condiciones para que en la Argentina 
sean de aplicación los principios que men-
ciona Mishkin, o lo que es lo mismo, la Ar-
gentina no es un caso especial que requiere 
una teoría económica distinta.

A la luz de lo anterior, ¿qué rol juegan los 
acuerdos sociales de cara al tema inflaciona-
rio? El artículo de Molteni que se incluye en 
este número trata de dar una idea de para 
qué sirven en general los acuerdos sociales 
y los resultados que han tenido en los últi-
mos años pero, como puede verse luego de 
leerlo junto con el de Mishkin, la solución 
concreta al tema inflacionario no proviene 
de ellos. Si hubiera que darles un rol en el 
esquema de Mishkin, el mismo sería el de 
un catalizador: pueden ayudar a coordinar 
expectativas y eso es clave en la lucha con-
tra la inflación, sobre todo de cara a mini-
mizar las pérdidas que en el corto plazo se 
puedan producir en términos de actividad 
económica cuando se realiza una política 
antiinflacionaria. Sin embargo, si los acuer-
dos tienen lugar sin una política monetaria 
adecuada, caen en el vacío.

Resulta interesante en este punto analizar 
lo que el gobierno viene haciendo en con-
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creto, más allá de su discurso. Desde que tu-
vieron lugar las elecciones, se aumentaron 
las retenciones a las exportaciones, lo que 
incrementa el resultado fiscal y quita pre-
sión de demanda a la economía, al tiempo 
que desde lo monetario se convalidaron las 
tasas de interés más elevadas que impuso el 
escenario internacional. Ambas medidas es-
tán dentro de lo que la ciencia económica 
actual recomendaría como forma de con-
tener la inflación y, de persistir este sesgo 
en las políticas fiscal y monetaria, tal como 
lo anticipa la teoría, la inflación cederá. Si 
ello ocurre habrá que recordar que no fue 
el acuerdo social el que logró el resultado 
sino la aplicación de algunos de los pocos 
conceptos en los que los economistas están 
bastante de acuerdo.

Se deduce de lo anterior que la inflación 
baja y estable es una meta que debería ser 
perseguida por toda la sociedad, no sólo 
por una cuestión de eficiencia económica, 
que es el aspecto que tal vez más resalta el 
artículo de Mishkin, sino también por una 
cuestión de justicia distributiva: es larga-
mente sabido que son los más pobres los que 
proporcionalmente más pagan el llamado 
“impuesto inflacionario”. Así, la estabilidad 
de precios debería formar parte de lo que 
en el artículo de Zamagni se define como 
bien común, y de cara a lograrla, el consen-
so social (entendido no como un pacto cor-
porativo como el que propone el gobierno 

sino como una convicción arraigada en la 
sociedad) es un elemento importante ya que 
es una buena forma de comprometer a las 
autoridades en su consecución. Sin embar-
go, la satisfacción de esta demanda social 
por parte del gobierno, para ser efectiva, 
debe estar basada en lo que dice la ciencia 
económica al respecto y no en soluciones 
que, si bien pueden ser políticamente más 
redituables en el corto plazo, es sabido que 
son inefectivas.

Es evidente que el bien común no se ago-
ta en una inflación baja y estable, y ni si-
quiera en cuestiones que hacen a la eficien-
cia económica, como pudieran ser el ritmo 
de crecimiento económico o el nivel de PBI 
per capita, pero dichas cuestiones defini-
tivamente forman parte del mismo. Tener 
esto en cuenta debería ayudar a no cometer 
dos errores que se dieron frecuentemente 
en la Argentina: uno, el pensar que con una 
economía eficiente están resueltos todos los 
problemas del país; y el otro, creer que pue-
den lograrse “conquistas sociales” a costa 
de la eficiencia económica.

1 SARGENT, T y WALLACE, N. (1981): “Some Un-
pleasant Monetarist Arithmetic”, Federal Reserve 
Bank of Minneapolis Quarterly Review, 9, Nº1 (Win-
ter).
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María Marta Preziosa

Acción conjunta: la razón ética de la 
Responsabilidad Social Corporativa
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I. ¿Se ‘convirtió’ The Economist?1 

Allá por enero de 2005 el sub-editor de 
la revista inglesa Clive Crook, lamentaba 
que la Responsabilidad Social Corporativa2 
(RSC) hubiera ganado la batalla de las ideas. 
Su informe “The Good Company” dice que 
los defensores de las RSC intentan redimir 
al capitalismo porque no entienden como 
funciona: el objetivo egoísta del empresario 
siempre sirve al interés público. Hoy, The 
Economist en su reporte “Just Good Business” 
de Daniel Franklin, editor ejecutivo, afirma 
que para las compañías que tratan de ‘ser 
–o parecer– buenas’, la RSC es una cuestión 
de egoísmo ilustrado. ¿Se convirtió The Eco-
nomist?

Para Crook una empresa que aumenta 
sus ganancias y a la vez sirve al interés pú-
blico sólo está haciendo buen management y 
no RSC. Franklin con un tono menos ‘áci-
do’, dice que lo único distintivo de la RSC 
es que ayuda a pensar en forma imaginativa 
sobre la gestión de riesgos y oportunidades 
del negocio. Reconociendo el boom al que 
nadie se anima a oponerse, considera que, 
más allá de la filantropía corporativa, la 
RSC puede ser parte de la estrategia, crear 
valor y hacer que la empresa gane una ven-
taja competitiva, “Just good business”. 

Aquí estaría el único barniz de ‘conver-
sión’ de The Economist, fruto de la ‘predica’ 
de Michael Porter3: considerar que la RSC 
puede ser parte del ‘ADN’ corporativo. Una 
RSC está bien o mal hecha según su con-
tribución a la rentabilidad y sustentabili-
dad de un negocio y a su no disminución 
del bienestar general. Es más, Franklin dice 
taxativamente: “hasta la mejor práctica 

de RSE se puede reducir a una forma de 
‘egoísmo ilustrado’”. Ambos reportes sos-
tienen en forma sistemática y solvente los 
mismos argumentos filosóficos y éticos uti-
litaristas, sólo que cambian el tono frente al 
dato fáctico: la RSC llegó para quedarse en 
la opinión pública .

II. ¿Por qué hacer RSC?

Ahora bien, The Economist sostiene abier-
ta y coherentemente su propia identidad. 
Además, como “business rationale”4 esta ar-
gumentación es suficiente. Entonces, ¿por 
qué llamamos la atención sobre este punto? 
Buscamos el “business ethics rationale”, el ‘por 
qué hacerlo’ en términos de una ética de 
negocios. En esta cuestión The Economist no 
se ha movido y sigue firme en siglos de ‘en-
lightened self interest’. Es más, el reporte dice 
textualmente: “La pregunta teológica [sic] 
–¿debería existir la RSC?– es sumamente 
irrelevante. Las empresas lo están hacien-
do”.

En esta búsqueda no adoptamos un en-
foque jurídico, ni un enfoque operacional. 
No se pretende dar razones para una ley en 
RSC, ni indicar los pasos que deban realizar 
las empresas para certificar su desempeño 
social; tampoco se pretende que los consu-
midores premien o castiguen con su ‘voto’ 
el comportamiento de las empresas. Busca-
mos una razón de peso, ‘última’, para que 
la empresa se incline a actuar bajo criterios 
de RSC.

 Es importante encontrar una base ética 
para sostener el actuar e inclinarse por una 
determinada práctica o actividad: permite 
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hallar una motivación duradera, un sentido 
verdaderamente humanista. Incluso, encon-
trar un ‘hacia donde’ que valga la pena, es 
hallar un inspirador de la creatividad nece-
saria para llevar adelante el ‘cómo’ realizar 
algo. E implica ‘develar’ algo de la concep-
ción de sociedad que nos mueve a actuar 
junto con otros.

En la actividad empresaria, la reflexión 
ética tiene una modalidad particular por-
que las razones y los fines se piensan y se 
realizan en un grupo humano organizado. 
Los protagonistas del ‘business’ no son sola-
mente la persona individual, el mercado y 
el gobierno, sino también la institución-em-
presa. Los miembros de este grupo social, 
mientras se organizan para producir y co-
mercializar bienes, viven y comparten valo-
res que inclinan sus decisiones y que dan ra-
zonabilidad a las políticas que implementan 
en nombre de los fines de la empresa. Por 
ello centraremos nuestra búsqueda reflexio-
nando primero sobre dos pilares: (a) la con-
sideración de estatus moral de organización 
empresa (agencia moral corporativa), y (b) 
una mirada relacional sobre la RSC como 
catalizadora de la acción colectiva.

 

III. La empresa como agente moral 

1. ¿Qué es la agencia moral corporativa?

La película The Corporation5 dirigida por 
M. Achbar y J. Abbot y basada en el libro The 
Corporation: The Pathological Pursuit of Profit 
and Power de Joel Bakan (2005), describe a 
las grandes corporaciones como estructuras 
capaces de generar externalidades negati-
vas y daños sociales cultivando una mora-
lidad ‘psicopática’. Esta ilustración cruda y 
unilateral que hace la película, nos remite 
al debate de los años ochenta que, en el 
ámbito académico, se llamó “agencia mo-
ral corporativa”, fruto del crecimiento del 
tamaño y poder de las grandes corporacio-
nes. Hoy, luego de los grandes escándalos 
de principios de este siglo XXI, vuelve la 
misma pregunta: ¿cuál es el estatus moral 
de las corporaciones? 

Larry May (1998) y J. Angelo Corlett 
(1998) sintetizan las preguntas de esta cues-
tión propia de la ética empresaria que abre-
va en la metafísica y en la filosofía social. 
¿Se puede atribuir responsabilidad a la em-

presa en tanto empresa? ¿Tiene derechos y 
obligaciones? ¿Se atribuyen estos a la em-
presa y/o a sus directivos? ¿La empresa es 
ontológicamente distinta de las personas 
que la componen? ¿Qué tipo de unidad tie-
ne? ¿Tiene racionalidad e intencionalidad? 
Si son agentes morales, ¿son agentes com-
pletos o parciales? ¿Podemos considerar-
las moralmente virtuosas? ¿Podemos decir 
que se comportan con negligencia o mala 
voluntad al realizar daños? Estas preguntas 
–entre otras– componen la quaestio. Entre 
las respuestas más desarrolladas, el indivi-
dualismo y el colectivismo se llevan la ma-
yor parte de las publicaciones. Hay pocas 
‘intermedias’. Pero no resolveremos aquí 
este complejo tema, sino que a propósito de 
este artículo, valoramos que esta discusión 
introduzca la mirada organizacional en los 
planteos éticos de la actividad económica y 
social, así como en la particular forma de 
acción colectiva que se da en y por la empre-
sa: acción organizada con un fin, directivos, 
cadena de mando, sistema de recompensas 
e incluso cultura y ‘personalidad’.

2. La capacidad de autodeterminación de 
la empresa

Cada empresa tiene la posibilidad de 
crear valor social pero también de destruir-
lo. Si observamos la trayectoria de una or-
ganización empresaria en el tiempo y en 
distintos contextos podríamos observar un 
cierto carácter moral de conjunto. Éste ten-
drá una calificación más o menos positiva, 
en la medida en que los hábitos cultivados 
por la institución sean constructores de con-
fianza, amistad cívica y desarrollo. Su desa-
fío moral es, no sólo evitar el daño sino crear 
colectivamente valor económico y social.

¿Cómo se auto-determina una empresa? 
La empresa es una comunidad de trabajo 
que se organiza en función de un objetivo y 
mediante la acción política directiva cimen-
ta su personalidad corporativa. Buscando 
un fin económico, sus directivos coordinan 
la colaboración concibiendo una visión, una 
estrategia y un paradigma de negocios. En 
su camino de construcción se comparten ex-
periencias de socialización, conocimientos, 
un imaginario común, valores, aprendizaje, 
identidad. Este ethos organizacional com-
prende el desarrollo de modos colectivos y 
hábitos organizacionales referidos a proce-
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sos, estructura, gobierno y poder con el fin 
de alinearse hacia una unidad de acción (y 
de medición de resultados). Sobre estos ele-
mentos y la interacción con el entorno, la 
organización consolida una cultura corpo-
rativa que se refleja en los criterios de deci-
sión aplicados al trato con sus empleados, 
proveedores, accionistas, la comunidad, los 
clientes y el Estado (stakeholders)6. Cultura 
que la distingue de otras empresas que ope-
ran en el mismo sector7. 

Dada esta cultura corporativa, las de-
cisiones personales de los directivos y las 
políticas que ellos implementan buscan su 
‘razonabilidad’ en el ideario –implícito y 
explícito– compartido ‘interpretando’ con 
cada decisión lo que allí se entiende por fi-
nalidad de la organización. El margen de 
discrecionalidad de los directivos permite 
conducir el accionar colectivo de la empresa 
hacia un mínimo de la responsabilidad legal 
o apuntar su gestión hacia el máximo desa-
fío moral: protagonizar socialmente como 
organización una contribución al desarrollo 
y crecimiento junto con sus stakeholders. 

Casares (1967), uno de los mentores de 
nuestra Universidad Católica, atribuía a la 
empresa esta capacidad de auto-determina-
ción: “en tanto llegue a ser la empresa una 
real unidad social, que es a lo que parece 
destinada por su naturaleza, el espíritu de 
comunidad puede ser capaz de oponerse 
vitalmente, desde dentro de ella y ab ini-
tio, a la voluntad de dominio y al egoísmo 
propio del interés meramente económico”. 
Más cerca en el tiempo (1989) Goodpaster 
& Matthews afirmaban en Harvard Business 
Review que la organización empresaria pue-
de tener ‘conciencia’ y actuar con la raciona-
lidad de la ‘mano del management’ y no sólo 
con la racionalidad de la ‘mano del merca-
do’. Y es en este sentido en que afirmamos 
que la empresa como comunidad organiza-
da es un agente moral responsable8.

3. La empresa responsable

Responsable, según el diccionario de la 
Real Academia Española, es quién tiene a 
su cargo la dirección o vigilancia en algún 
trabajo. Significa estar obligado a respon-
der por algo o alguien y también poner cui-
dado o atención en lo que se hace o se de-
cide. Hacerse cargo es usado habitualmente 
como ‘estar al cuidado de’ e incluso como 

‘estar obligado a pagar’. 
En un sentido más existencial o actitudi-

nal ser responsable es atribuirnos la autoría 
de los actos.9 Quien la reconoce, hace crecer 
aquello que tiene a su cargo y por el con-
trario, el llamado ‘irresponsable’ niega u 
omite su contribución al decrecimiento o la 
destrucción. Es posible constatar en la vida 
cotidiana que siempre el cuidado respon-
sable conduce a que las personas, los pro-
yectos y las instituciones se desarrollen. Por 
ello clásicamente, la responsabilidad es una 
virtud derivada de la justicia. Es una virtud 
esperable de los directivos, pero también es 
deseable que la responsabilidad esté soste-
nida institucionalmente por los sistemas de 
gestión formales e informales de la organi-
zación10. 

Las decisiones de un liderazgo respon-
sable presuponen racionalidad en las de-
cisiones y respeto hacia los otros, de modo 
de no instrumentalizarlos (Goodpaster y 
Matthews, 1989), pero sabemos que, en el 
contexto organizacional, las virtudes se en-
trelazan en la cadena de mando y en el tra-
bajo en equipo. La responsabilidad no se 
reduce, moralmente, a las decisiones de los 
directivos ya que éstos cuentan con la cola-
boración activa y pasiva de todos los emplea-
dos. Por ello, es muy compleja la atribución 
moral de las acciones en la empresa. 

En este sentido, una gestión integral de 
la RSC puede institucionalizar el compor-
tamiento responsable en los procesos pro-
ductivos y comercializadores. Los sistemas 
organizativos y administrativos creados por 
los funcionarios pueden reducir la discre-
cionalidad; favorecer ciertos valores en los 
vínculos que la empresa establece; con-
cientizar al grupo humano empresa de su 
contribución al cuidado y al desarrollo. En 
definitiva, puede crear “una estructura de 
virtud”11 (Debeljuh, 2004) promotora y faci-
litadora –nunca garante– de la responsabili-
dad mediante indicadores y parámetros, la 
creación de valor social junto con los stake-
holders.

En esta perspectiva de la agencia moral, 
una política (policy) de RSC tiene sentido 
porque facilita que directivos y empleados 
se orienten mancomunadamente hacia el 
bien social. Y es en esta acción conjunta 
donde radica el ‘rationale’ ético de la RSC 
que profundizaremos más adelante.
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IV. La responsabilidad es una relación so-
cial

La responsabilidad se da en los víncu-
los. El ‘hacerse’ cargo pone en relación a 
alguien y a algo y, en tanto vínculo de cui-
dado, promueve la confianza necesaria 
para la acción mancomunada. En cuanto a 
la empresa, ¿frente a quién la empresa es 
responsable?; ¿en qué vínculos ha de desa-
rrollar la responsabilidad? En el idioma in-
glés encontramos tres vocablos, que se usan 
en el ámbito corporativo y que nos aportan 
matices al concepto. ‘Responsibility’ es una 
forma de confiabilidad; es ser responsable 
por algo, en la propia esfera de actividades, 
ante alguien. También es la fuerza social (ley 
o costumbre) que obliga a una conducta que 
se imputa según la relación o vínculo (p.e. 
posesión o paternidad). El segundo voca-
blo, ‘accountability’ agrega la idea de ‘rendir 
cuentas frente a alguien’ e implica hacerse 
cargo de efectos no previstos. Por último, 
‘liability’ significa ser legalmente responsa-
ble y dar seguridad de que se hará cargo 
(p.e. pagando los costos), en caso de riesgo 
o daño. 

Nuestra naturaleza es social y comparti-
mos un destino en común (Cf. CDSI, 6). Esto 
nos pone en una relación de interdependen-
cia y mutualidad: necesitamos la construc-
ción de confianza mediante el otorgamien-
to mutuo de la verdad y el bien. Siempre 
hay un ‘otro’ en la responsabilidad, por eso, 
como virtud componente o derivada de la 
justicia, se ordena a la alteridad. Desde esta 
óptica relacional, para la empresa, su desa-
fío es la co-responsabilidad (Lozano, 1999) 
con sus stakeholders y, desde el punto de vista 
ético, esta co-responsabilidad implica una 
conciencia solidaria, subsidiaria y equitativa 
del otro. Es importante subrayar la aclara-
ción de Argandoña: esto no implica que la 
empresa gestiona en interés de sus stakehol-
ders sino que cumple su fin económico social 
siendo responsable ‘con’ ellos. Por ello no es 
sólo frente a quien es responsable sino con 
quienes es responsable, lo que destaca la di-
mensión de acción conjunta de la RSC. 

No en sentido ético pero sí con racionali-
dad estratégica, cabría estudiar la propues-
ta de Brugmann y Prahalad (2007) quienes 
bajo la creación de un “nuevo pacto social” 
proponen a empresas y ONGs ‘co-crear’ 
nuevos modelo de negocios12.

1. La responsabilidad es un itinerario con-
junto

Algunas formas de hacer negocio pueden 
dañar el interés público. Son destructoras o 
vaciantes de valor, corruptas, manipulado-
ras e ineficientes. Estas formas irresponsa-
bles trasladan costos a la sociedad, al Estado 
e incluso a los mismos clientes que ‘preten-
den’ fidelizar. Este traslado de costos no sólo 
económicos, sino también sociales, es injus-
to y genera desconfianza, desintegración e 
incluso violencia. Por lo que, análogamente 
a la obligación moral que tenemos las per-
sonas a la ‘amistad cívica’ (Soaje, 1969), la 
empresa tiene la norma de ‘ser ciudadana’, 
de gestionar su negocio central con cuidado 
y respeto de todos los stakeholders. De este 
modo puede difundir servicio y calidad en 
los productos así como confianza, desarro-
llo y valor social en los vínculos. Este carác-
ter normativo de la RSC (Argandoña, 2005) 
supone aspirar a ser buen ciudadano (Loza-
no, 1999), aspirar a un modo particular de 
relación con los otros y con el mundo y no 
solamente a cumplir el mínimo deber13. 

¿Pero qué límite tiene esta contribución 
a la sociedad? ¿Debe la empresa resolver lo 
que le compete al Estado o a los individuos? 
Para pensar este límite pensemos la RSC 
como un itinerario14 a recorrer. La empresa 
puede auto-definir un camino de continuo 
avance en su ‘ciudadanía’. De una actitud 
reactiva pasar a una pro-actividad que acre-
ciente la legitimidad social de la empresa. 
Muchas de las definiciones de RSC (Prezio-
sa, 2005) invitan a las empresas a ir mas allá 
de la ley. Este ‘ir más allá’ discrecionalmen-
te, suele consistir en que la empresa exhi-
ba comportamientos o acciones de carácter 
voluntario y auto-regulatorio. Por lo que el 
itinerario empieza en el mínimo exigible 
–el cumplimiento de las leyes jurídicas y de 
mercado, la administración eficiente, renta-
ble– y conduce hasta un máximo deseable y 
posible de comportamiento ético que tiene 
en cuenta el crecimiento de los stakeholders.

2. La función social de la empresa

Juan Pablo II les hablaba a los empresa-
rios argentinos el 11 de abril de 1987 refi-
riéndose a la empresa en términos de ‘here-
dad a fructificar’. La dimensión de heredad 
se ilumina por su exhortación inicial a, an-



   Revista Cultura Económica 73

tes que nada, dar gracias por lo recibido y 
luego a fructificar. “No pueden ni siquiera 
ser poseídos para poseer” sino para a pro-
ducir, servir al trabajo, mejorar y multipli-
car mediante la ‘cooperación en una obra 
común’. “La empresa está llamada a realizar 
bajo vuestro impulso una función social que 
es profundamente ética: la de contribuir al 
perfeccionamiento del hombre”.

Estamos ante a una opción filosófica fren-
te al “egoísmo ilustrado”. Dice el Compen-
dio de la Doctrina Social de la Iglesia (338) 
sobre la función social de la empresa. “La 
empresa debe caracterizarse por la capaci-
dad de servir al bien común de la sociedad 
mediante la producción de bienes y servi-
cios útiles. En esta producción de bienes y 
servicios con una lógica de eficiencia y de 
satisfacción de los intereses de los diversos 
sujetos implicados, la empresa crea rique-
za para toda la sociedad, no sólo para los 
propietarios sino también para los demás 
sujetos interesados en su actividad. Además 
de esta función típicamente económica, la 
empresa desempeña también una función 
social creando oportunidades de encuentro, 
de colaboración de valoración de las capaci-
dades de las personas implicadas”15.

Así podemos encontrar un sentido. Toda 
empresa –aún bajo sus diversas formas de 
propiedad, gestión o tipo de producto– tie-
ne bajo esta luz, una finalidad que es más 
trascendente que lo que se propuso como 
misión, visión u objetivo. Ya que puede ele-
gir realizar una gestión consonante con su 
función social. La aseveración de que la 
empresa tiene una función social subraya su 
fin ‘natural’ que es ofrecer a la sociedad un 
producto o servicio y que ejerce un rol –que-
rido o no por la empresa– en el desarrollo 
de la sociedad. A esto el concepto de RSC 
le suma la dimensión de autodeterminación 
de la empresa invitándola a que asuma su 
impacto social.

V. La “S” de la RSC: encuentro, colabora-
ción y valoración

¿Qué significa la “S” de la expresión Res-
ponsabilidad Social Corporativa? Es intere-
sante redescubrir el calificativo de ‘social’, 
la ‘S’ de la RSC. ¿Es social por oposición a 
lo económico? ¿Es social porque no se atri-
buye a un individuo sino a toda la empresa 

como grupo humano? ¿Es social porque el 
impacto no es sobre un individuo sino sobre 
muchos? Hay un consenso implícito acerca 
de que ‘social’ es el impacto en otros de la 
performance de la empresa, medible en varia-
bles como empleo, salud, accesibilidad del 
producto, medio ambiente. Pero como dice 
Balián, lo social remite a la integración y a 
la articulación. Las acciones de la empresa 
son sociales fundamentalmente porque se 
realizan con otros. Son sociales porque se 
han de realizar coordinadamente, conjun-
tamente, sinérgicamente. Sin manipula-
ción, colaborativamente, con los otros como 
destinatarios.

Hemos de subrayar que la ‘S’ es de la ac-
ción conjunta, la responsabilidad por la ac-
ción mancomunada. Es la oportunidad de 
encuentro, valoración y colaboración que 
destaca el CDSI16. Santo Tomas definía la 
sociedad como una unión de hombres diri-
gidos hacia algo uno a realizar comunitaria-
mente17. Definición de la que hoy destaca-
mos es el adverbio communiter, aquello que 
se ha de realizar, que ha de hacerse ‘en co-
mún’ (Cf. Soaje, 1969). He aquí una razón 
de peso para la RSC mas completa que el 
egoísmo ilustrado. 

Recapitulando. Quisimos responder ¿Por 
qué la empresa ha de tener una política de 
RSC? ¿Porque es rentable? ¿Porque es una 
demanda social instalada? ¿Porque contri-
buye a su reputación? ¿Porque otorga una 
ventaja competitiva? ¿Porque es la forma 
más inteligente de ser egoísta? ¿No hay otra 
razón moral más completa y más acorde a la 
naturaleza humana que no sea el egoísmo 
ilustrado? 

Lo social nos trasciende y nos conforma. 
Ocuparnos de ello es también ocuparnos de 
nosotros mismos, la dicotomía ‘egoísmo-al-
truismo’ induce a un error de sentido. 

La empresa, en tanto comunidad de tra-
bajo capaz de autodeterminarse, hacedora 
de vínculos de confianza, responsable en el 
cuidado de sus stakeholders, genera esa opor-
tunidad de encuentro y colaboración. La 
empresa cataliza en una unidad la acción 
colectiva que se comporta con criterios de 
decisión de mercado, pero no únicamente 
con ellos. Dice Barraca (2007) “todas las or-
ganizaciones poseen una vocación, supues-
tamente compartida, que inspira su aliento 
existencial. Vocación aquí implica la llamada 
a realizar su sentido comunitario, el pecu-
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liar reclamo a dar una orientación fecunda 
a todo su ser”. Una mirada relacional de la 
empresa incluye lo que Argandoña indica 
como núcleo de la RSC: la creación de valor 
social junto con los stakeholders. La discusión 
sobre el estatus moral de la corporación y su 
ontología enfatiza la dimensión social de la 
empresa como institución protagonista de la 
responsabilidad en la construcción de la so-
ciedad. Ser social no es mirar el entorno de 
la empresa como recipiente pasivo de su ilus-
trado egoísmo. La acción social es conjunta.

Una razón más: la entidad de la institu-
ción se basa en la relación del hacer ‘en co-
mún’, sino, no hay institución. Y a su vez el 
efecto de lo producido por la organización 
es distinto de las acciones individuales rea-
lizadas sobre la misma tarea pero des-coor-
dinadas, por ello no basta la decisión indi-
vidual virtuosa de orientarse hacia el bien. 
Debe haber acción mancomunada, que es 
‘sinergizante’ si se cualifica con la confianza 

y con la humildad que permite la coordina-
ción de las propias acciones con las de otros 
miembros. La acción conjunta pone en ac-
ción la co-responsabilidad, la conciencia de 
interdependencia, las responsabilidades re-
cíprocas y compartidas hacia adentro y fue-
ra de la empresa. Por ello, creo que la razón 
de peso para la RSC es la acción conjunta 
realizada mancomunadamente, creadora de 
valor social en cooperación con los stakehol-
ders. Concluyamos con una cita de Stefano 
Zamagni18, el bien común en la empresa “es 
el bien del mismo estar en común, es decir 
el bien del estar insertos en una estructura 
de acción común, como es en efecto la es-
tructura empresaria. [...]. Cuando la acción 
común se extiende a los fines de la acción 
–como en efecto sucede en la empresa–, el 
resultado final de las acciones asume la na-
turaleza de un verdadero producto conjunto 
[...] en la empresa el fin se alcanza mediante 
el cumplimiento de la acción conjunta”19. 

Nuestra naturaleza social nos pone en relación de interdependencia y mutualidad.

La empresa tiene una ‘función social’: otorga oportunidades de encuentro y valoración.

La empresa tiene un margen de discrecionalidad para auto-determinarse.

La empresa puede desarrollar una conciencia organizacional acerca de cómo se 

co-responsabiliza de la mejora de la sociedad en la que está inserta.

La empresa puede ejercer una sinergia creadora o destructora de valor.

La responsabilidad es una forma de cuidado que es parte de la virtud de la justicia y cuyo 

fruto es el desarrollo.

La RSC puede ser institucionalizada como estructura de virtud.

La RSC es un camino a recorrer entre el deber y la aspiración a un mundo mas habitable.

La RSC facilita que la empresa se haga cargo de su función social, proactivamente.

La razón de peso para inclinarse por la RSC es que la empresa es un grupo humano 

donde sus integrantes pueden perfeccionarse a sí mismos y a la sociedad en la cotidianei-

dad de la acción mancomunada.

1. 

2.

3.

4.

5.

6.

7.
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10.

Razones para RSC
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de virtudes cívicas, la noción de bien común y la 
influencia de las instituciones en la vida socio-eco-
nómica. Señala que hay que alentar las virtudes 
cívicas y fomentar en los managers una amplitud 
de miras sobre lo bueno en la empresa.
19 Ésta es la razón por la cual en la empresa la 
cooperación –y no la coordinación– es la forma 
principal que asume la ínter-subjetividad. Los 
contratos se coordinan, pero los stakeholders de 
una empresa deben cooperar, (Zamagni, 2005).
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Reseñas de libros

God and the Evil of Scarcity. 
Moral Foundations of Economic 

Agency
Albino Barrera

University of Notre Dame Press, 
Notre Dame, Indiana, 2005.

304 pp.
ISBN: 0268021937

 
 
Albino Barrera enseña en Providence 

College, Rhode Island. En este libro, par-
tiendo de una explicación filosófica y teo-
lógica al problema de la escasez, termina 
en un análisis del significado de la acción 
económica. 

El problema de la escasez ha sido plan-
teado de modo singular por el Reverendo 
Robert Malthus. La teodicea (entendida 
como explicación de la escasez) de Malthus 
considera la necesidad y la escasez como 
instrumentos de formación de la mente. 
Para Barrera, en cambio, la acción econó-
mica, generada por la escasez, permite par-
ticipar de la bondad, santidad, rectitud y 
providencia de Dios. Esa es su tesis acerca 
de la escasez y acerca de su remedio, la ac-
ción económica. 

Barrera primero presenta y critica la teo-
dicea maltusiana. Luego, mediante un aná-
lisis filosófico, considera a la acción econó-
mica como perfectiva, debido a la bondad 
divina participada. Pasa después a conside-
rar el rol de la escasez en las iniciativas de 
Dios. En este paso el análisis es escriturístico 
y teológico. Finalmente cruza ambos análisis 
en su conclusión acerca de la escasez como 
participación en la divina providencia. 

En el Capítulo 1 explica la teodicea mal-
tusiana. Los hombres, para Malthus, son 
dejados y perezosos; por eso la escasez es un 
bien, ya que los mueve a la acción. Los hom-
bres están incompletos cuando son creados; 
el mal los mueve a la acción. El pecado ori-
ginal no es una caída sino una condición. 
No hay libertad ni responsabilidad. No hay, 
por tanto, salvación, sino auto-formación 
de la mente. El mal moral es, entonces, an-
tecedente del bien moral. El mal es causa 
eficiente de la creatividad, causa final, a su 
vez, del bien. La revulsión del mal condu-
ce al hombre a querer compulsivamente el 
bien. Los “condenados” por no responder al 
estímulo de la escasez vuelven a la tierra. La 
obra divina requiere tiempo. La miseria y el 
vicio son constitutivos del orden creado por 
Dios. Esta visión de Malthus es reformulada 
por William Paley y John Bird Sumner. El 
primero llega a lo mismo, aunque sin decir 
herejías: la escasez como un medio con que 
Dios induce a los hombres a la acción. El se-
gundo también ve a la escasez como escuela 
de virtudes. El bien es considerado como 
parásito del mal, no el mal como privación 
del bien. 

En cambio, Barrera sostiene que Dios 
creó el mundo con el material suficiente 
para cubrir las necesidades de los hombres; 
pero esa suficiencia es condicional al traba-
jo del hombre para evitar escaseces de va-
rios géneros. 

Existe una dimensión económica necesa-
ria en la perfección humana. La suficiencia 
material provista por Dios es condicional. 
La acción económica, entonces, es causa 
perfectiva secundaria. Dios quiere un esta-
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do de suficiencia material para el hombre, 
no de escasez (como en Malthus). Pero la 
actualización de este estado corresponde a 
la conducta humana, que tiene, entonces, 
un carácter moral. 

Pasando al análisis escriturístico, se ob-
serva que hay una dimensión económica en 
la irrupción de Dios en la historia. Dios usa 
las consiguientes obligaciones económicas 
para provocar la participación humana en 
las iniciativas divinas. Las leyes de Israel 
manifiestan esa dimensión económica de 
la irrupción de Dios en la historia. De esta 
manera las leyes económicas son elevadas a 
un orden divino: son cumplimiento de una 
voluntad de Dios, Padre, a quien tienen por 
centro. Son participación en su justicia y su 
santidad. 

La escasez da profundidad a esa partici-
pación, pues hace de la observancia de la 
ley un sacrificio. Conduce a un mayor es-
fuerzo por alcanzar las expectativas de Dios. 
La abundancia material, insiste Barrera, es 
condicional: Dios no crea un mundo de pri-
vación. Los israelitas tuvieron una escasez 
habitual y severa. La instrumentalidad de 
los hombres para lograr el orden querido 
por Dios hace que participen de su santi-
dad. Dios proveyó de una abundancia con-
dicionada a la respuesta del hombre. 

La Justicia es participada: encarnada e 
instrumental. La justicia es encarnada por-
que viene de Jesucristo y se concreta en las 
vidas humanas impregnadas socialmente. 
La aceptación del don de la Fe es la con-
tribución concreta del hombre a la justicia 
instrumental. La ética económica paulina 
se funda en su teología: la acción económi-
ca y la conducta moral involucrada es una 
participación de la justicia divina. Lleva 
consigo tres enseñanzas fundamentales: la 
obligación de trabajar, la de mantenerse y la 
de compartir con la comunidad. Según Ba-
rrera, la acción económica de los seguidores 
de Cristo es efectuar la suficiencia material 
provista por Dios en los asuntos humanos y 
la pobreza es un reflejo de un mal uso de la 
razón y de la libertad. 

La escasez material, sigue el autor, ori-
gina una participación más profunda en la 
bondad, la santidad, la justicia y la provi-

dencia divinas. La escasez es un mal pues 
priva de lo necesario. Hay una escasez que 
es simplemente costo de oportunidad (ante-
cedente o formal) y otra que proviene de las 
consecuencias del pecado (consecuente). La 
acción económica es entonces participación 
en la construcción del Reino de Dios. Dios 
eligió contar con la instrumentalidad falible 
del hombre. Cuenta con nuestra coopera-
ción. Por eso, la escasez es una ocasión de 
participar en las perfecciones de Dios. 

Si comparamos las teodiceas maltusiana 
y la que Barrera denomina “participativa”, 
encontramos pocas similitudes e importan-
tes diferencias. Las principales diferencias 
son:

1. la teodicea maltusiana (m) parte de la 
escasez original y la participativa (p) de una 
suficiencia original.

2. para la m la escasez no es mal, para la 
p la escasez crónica es un mal. 

3. para la m el mal es bueno, para la p 
del mal no se saca nada. 

4. la m no busca las causas de la escasez y 
la p trata de solucionarla. En la m la escasez 
es inexorablemente natural, en la p es con-
secuencia del pecado. 

5. se enfrenta una antropología negativa 
(m) con una positiva (p). 

6. todo esto conduce a diferencias en las 
políticas consiguientemente recomendadas: 
pasivas contra un cambio social activo.

Finalmente, Barrera extrae cinco conclu-
siones para una teología de la acción eco-
nómica: 

1. el orden de Dios es de suficiencia.
2. esa suficiencia es condicional, contin-

gente a la respuesta del hombre, como cau-
sa segunda auto-dirigida.

3. Dios usa esta acción humana económi-
ca para provocar la participación del hom-
bre en las perfecciones divinas. 

4. trae consigo diversos dones divinos: i. 
recibir y comunicar la bondad de Dios; ii. vi-
vir en la santidad y justicia divinas tratando 
acordemente a los demás; iii. participar de 
la divina providencia y gobierno de Dios.

5. la escasez es ocasión de la virtud.

Barrera deja planteada una teología de 
la acción económica, perfectiva del hombre 
y, así, canal de la providencia divina. Deja 
planteada también la necesidad de que la 
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economía no se limite a la tarea de asigna-
ción óptima de recursos sino que se ocupe 
también de los fines. 

Se trata, entonces, de un argumento só-
lido, filosófico y teológico, acerca de la ne-
cesidad y el sentido de la economía para el 
hombre.

 

Ética y sistemática del contrato en el 
Siglo de Oro. 

La obra de Francisco García en su con-
texto jurídico-moral

Horacio Rodríguez-Penelas
EUNSA, Pamplona, 2007,

420 pp.
ISBN: 9788431324346

 
Luego de haber editado junto a Idoya 

Zorroza el Tratado utilísimo y muy general de 
todos los contratos1, la principal obra de Fran-
cisco García, referida a los contratos que se 
utilizaban en la España del Siglo de Oro, 
Horacio Rodríguez-Penelas se ha dedicado 
al estudio comparativo de García en relación 
con cuatro célebres predecesores: Domingo 
de Soto, Martín de Azpilcueta –el Doctor 
Navarro–, Tomás de Mercado y Bartolomé 
de Albornoz, citados frecuentemente por 
García a lo largo de su obra. 

Como expresa Rodríguez-Penelas en la 
introducción, su investigación reposa en dos 
hechos significativos: que Francisco Gar-
cía procura reducir la materia contractual 
a ciencia y determinar la esencia de cada 
contrato, para desde allí, analizar en qué si-
tuaciones se respeta la justicia conmutativa 
y en cuáles se viola. 

El autor sostiene que García logra redu-
cir la materia contractual a ciencia, lo cual 
implica un importante avance para los es-
tudios jurídicos de aquella época. Esta sis-
tematización es lograda por García a partir 
de una aproximación que Rodríguez-Pene-
las denomina fenomenológica en un senti-
do muy amplio, según sus propias palabras, 
a partir de la cual y gracias a un proceso de 
abstracción, García concreta la formulación 
de principios universales. Son estos princi-
pios los que hacen posible sistematizar la 
materia contractual, generando un sustanti-

vo avance para esa época. Gracias a este co-
nocimiento de los contratos, accede García 
a un análisis sobre la justicia conmutativa 
para cada uno de ellos, con lo que ofrece un 
significativo aporte para la filosofía moral.

Es por esta razón que para demostrar lo 
que se propone, Rodríguez-Penelas ha op-
tado por realizar un estudio comparativo 
con los predecesores antedichos. Por la vas-
tedad de contratos que contiene el Tratado 
de García, cuya consideración excedería el 
marco de cualquier obra, el autor se limita 
a comparar los desarrollos que esos autores 
logran en temas de préstamos y usura y de 
moneda y cambio. Estos puntos son expli-
cados en la introducción (pp. 13-15) para 
abordar en los tres primeros capítulos del 
libro (pp. 17-68) una visión general de la 
obra de García, su biografía, los conceptos 
de ley, derechos, justicia y restitución según 
los empleaba frecuentemente la escolástica.

El capítulo 4 (pp. 69-121) contiene lo que 
Rodríguez-Penelas denomina la fenomeno-
logía de los contratos de García. Transcribe 
aquí un interesantísimo cuadro de contratos 
(p.76) con el que García expone las relacio-
nes entre venta, donación, mutuo, cambio, 
comodato y alquiler. Este capítulo contiene 
también la explicación de los factores que 
García considera para determinar un precio 
justo, lo cual demuestra su profundo nivel 
de conocimientos de la realidad económica 
y comercial, así como la amplitud de miras 
de este autor respecto de otros, punto de 
arranque de sus sólidas argumentaciones. 

En el capítulo 5 (pp. 123-126) el autor 
introduce el tema de los préstamos y la usu-
ra para luego, en los capítulos 6 a 9 (pp. 
127-189) desarrollar un exhaustivo análisis 
de la forma en que abordaron estas cues-
tiones los cuatro escolásticos mencionados. 
Estos capítulos detallan y esclarecen la po-
sición de cada uno de ellos, lo cual resulta 
fundamental para la posterior comparación 
con el pensamiento de García. Es en el ca-
pítulo 10 (pp. 191-211) donde se presenta 
la aproximación fenomenológica de García 
sobre el comodato y el mutuo, explicando 
para cada uno de ellos, las obligaciones de 
las partes intervinientes, con la valoración 
ética de sus cuestiones particulares. 
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El tratamiento de la cuestión de la mone-
da y los cambios demuestra también el co-
nocimiento de García y su profundidad en 
la captación de los fenómenos que le con-
ciernen, según se observa en el capítulo 11 
(pp. 213-216). 

En los capítulos 12 a 15 (pp. 217-313) 
Rodríguez-Penelas desarrolla con deteni-
miento las cuestiones de moneda y cambios, 
cambio manual, cambio de lugar a lugar, 
cambio por letras, cambio seco, los recam-
bios y la forma de operar de las ferias con 
los cambios que se producían entre ellas. 

El capítulo 16 (pp. 315-394) está dedi-
cado a comparar el desarrollo de los temas 
de moneda y cambios logrado por Francis-
co García, respecto de sus predecesores. En 
cada una de estas cuestiones se explica la 
trascendencia de la visión ética de García 
y los sólidos argumentos de sus posiciones. 
Importa señalar que, como lo consigna el 
autor, la fundamentación de García, basada 
en el derecho natural, logra percibir detalles 
que aún hoy resultan de interés para quie-
nes deseen hallar respuesta a sus inquietu-
des éticas en este campo.      

Una de las riquezas de la obra de Gar-
cía es que él mismo presenta las opiniones 
de otros maestros en relación con los temas 
que trata, y se ocupa de refutarlas cuando 
no coincide con ellas. Las argumentaciones 
que emplea dan muestra cabal del nivel de 
conocimientos, tanto filosóficos como eco-
nómicos, de Francisco García, aspecto que 
Rodríguez-Penelas no deja de destacar.

En la conclusión del libro (pp. 395-414), 
el autor señala la importancia de la obra de 
García, en relación con el propósito formu-
lado por él mismo de reducir la temática 
contractual a ciencia, en virtud de princi-
pios universales. Para demostrar que cum-
ple con el fin propuesto, Rodríguez-Penelas 
expone párrafos de la obra de García y los 
compara con otros de Soto, Azpilcueta, Mer-
cado y Albornoz, lo que da al libro un valor 
adicional por la profundidad del análisis a 
que arriba. Resulta de un interés particular 
la explicación de cómo se vale García de la 
Lógica, que demuestra manejar con absolu-
ta solvencia, para relacionar los principales 
contratos, a partir del cuadro de contratos 

ya mencionado. Dentro de la misma conclu-
sión, aparecen los que Rodríguez-Penelas 
considera aportes más valiosos de García 
en la sistematización de las cuestiones con-
tractuales, así como sus contribuciones en 
el campo de la ética contractual, detallando 
los aspectos peculiares que ofrece la com-
praventa, con sus cuestiones concomitantes 
como el precio justo, el daño emergente, el 
lucro cesante, las ventas a crédito y las com-
pras anticipadas; también incluye aquí la 
valuación de deudas y los aspectos propios 
del comodato, el mutuo y las operaciones 
de cambio. 

En las palabras finales del libro se en-
cuentra esbozada una posible explicación 
de por qué razón los escolásticos españoles 
fueron reacios a legitimar el cobro de inte-
reses en el mutuo, aun habiendo elaborado 
convenientemente los conceptos de lucro 
cesante, daño emergente y peligros inhe-
rentes a las diversas operaciones. Su expli-
cación considera la posibilidad de que estos 
autores no llegaran a percibir el cambio so-
cial como factor de riesgo, en virtud de que 
los cambios no se presentaban entonces con 
la velocidad ni evidencia con que lo hacen 
hoy día. Los puntos de vista que ofrece Ro-
dríguez-Penelas, como él mismo manifies-
ta, no pretenden constituir una explicación 
contundente ni definitiva, sino ser sólo un 
punto de reflexión más profunda para futu-
ras investigaciones. 

Finalmente, el autor brinda una exten-
sa bibliografía (pp. 415-420) que resultará 
de utilidad, tanto para investigadores como 
para lectores interesados en la escolástica 
hispánica y en los temas económicos y co-
merciales que ella abordó. 

							     
	 Carlos Hoevel    

1F. García: Tratado utilísimo y muy general de todos los 
contratos, cuantos en los negocios humanos se suelen ofre-
cer, Transcripción Idoya Zorroza y Horacio Rodrí-
guez-Penelas, Presentación Idoya Zorroza, Introduc-
ción Horacio Rodríguez-Penelas, EUNSA, Pamplona 
2003.


